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SUMILLA: El tribunal de apelación no puede 
condenar al absuelto en primera instancia. Si 
detecta un error en la aplicación del derecho 
objetivo y/o procesal que ameritarían una 
condena, sólo podrá anular el tallo de 
primera instancia a fin que emita un nuevo 
pronunciamiento acorde a derecho. 

SENTENCIA DE CASACIÓN 

Lima, veinte de octubre dos mil quince.-

VISTOS; en audiencia pública; el recurso 

de casación por la causal para el desarrollo de doctrina jurisprudencia!, 

interpuesto por el encausado Alexis Gamarra Palomino contra la sentencia 

de vista del veintisiete de junio de dos mil catorce -fojas ciento cuarenta y 

uatro-, emitida por la Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de 

Justicia de Arequipa, la misma que revocó la sentencia de primera 

instancia del doce de setiembre de dos mil trece, que lo absolvió de la 

acusación fiscal por delito contra la fe pública, en la modalidad de uso de 

documento falso, previsto y sancionado por el segundo párrafo del 

___ 1 Código Penal, en agravio del Estado; y, reformándola lo 

co o autor del delito antes referido, a dos años de pena 

privativa de libe tad suspendida por un plazo de un año y seis meses e 

impusieron co o reparación civil el monto de quinientos nuevos soles a 

lntervinien o como ponente el señor Juez Supremo PARIONA PASTRANA. 

FUNDAMENTOS DE HECHO 

1.- ITINERARIO DEL PROCESO EN PRIMERA INSTANCIA. 

1.1. El encausado Gamarra Palomino fue procesado penalmente con 

arreglo al nuevo Código Procesal Penal; siendo que el representante del 
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Ministerio Público, mediante el requerimiento de fojas dos, del catorce de 
febrero de dos mil trece, formuló acusación contra el antes referido 

ncausado por delito contra la fe pública, en la modalidad de uso de 

documento falso, previsto y sancionado por el segundo párrafo del 

artículo 427º del Código Penal, en agravio del Estado. 

1.2. Llevado a cabo la audiencia de control de acusación, el Primer 

Juzgado de Investigación Preparatoria de la sede Cerro Colorado de la 

Corte Superior de Arequipa emitió auto de citación a juicio del seis de 

junio de dos mil trece, obrante a fojas quince. 

1.3. Seguido el juicio de primera instancia, el Juzgado Penal Unipersonal de 

Cerro Colorado de la Corte Superior de Arequipa dictó la sentencia del 
oce de septiembre de julio de dos mil trece a fojas cincuenta y dos, que 

declaró absolver a Alexis Gamarra Palomino de la acusación fiscal por 

delito contra la fe pública en la modalidad de uso de documento falso, 
previsto y sancionado por el segundo párrafo del artículo 427º del Código 
Penal, en agravio del Estado. 

la referida sentencia el representante del Ministerio Público 

curso de apelación -fojas ochenta y cuatro-.

10 DEL PROCESO EN SEGUNDA INSTANCIA. 

2.1. La Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de 

Areq ipa, culminada la fase de traslado de la impugnación, emplazó a las 
pa es a fin de que concurran a la audiencia de apelación de sentencia. 

2.2. Realizada la audiencia de apelación conforme aparece del acta del 

trece de junio de dos mil catorce -fojas ciento cincuenta y cuatro-, se declaró 
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cerrado el debate y suspendió la audiencia para la expedición y lectura 

e la sentencia de vista para el veintisiete de junio de dos mil catorce. 

2.3. La Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de 

Arequipa emitió la sentencia de vista del veintisiete de junio de dos mil 

catorce -fojas ciento cincuenta y nueve- que revocó la sentencia de primera 

instancia del doce de setiembre de dos mil trece, que lo absolvió de la 

acusación fiscal por delito contra la fe pública en la modalidad de uso de 

documento falso, previsto y sancionado por el segundo párrafo del 

artículo 427º del Código Penal, en agravio del Estado: y reformándola lo 

condenaron como autor del delito antes referido, a dos años de pena 

privativa de libertad suspendida por un plazo de un año y seis meses, e 

impusieron como reparación civil el monto de quinientos nuevos soles a 

avor del agraviado 

111.- DEL TRÁMITE DEL RECURSO DE CASACIÓN. 

3.1. Emitida la sentencia de vista, el encausado Gamarra Palomino 

interpuso recurso de casación -fojas ciento ochenta y dos-, el cual fue 

r resolución del quince de julio de dos mil catorce -fojas ciento 

os el auto a esta Suprema Instancia y cumplido el respectivo 

trámit de traslado, esta Sala de Casación mediante auto de calificación 

del eintiséis de febrero de dos mil quince -fojas cuarenta y cinco del cuadernillo 

f rmado en este Tribunal Supremo- declaró bien concedido el recurso de 

casación interpuesta por el encausado Alexis Gamarra Palomino por la 

causal excepcional referida al desarrollo de la doctrina jurisprudencia!, 

respecto al contenido del artículo cuatrocientos veinticinco, apartado tres, 
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literal b) referida a la condena del absuelto e inobservancia de las normas 

legales de carácter procesal y demás normas procesales. 

3.3. Instruido el expediente en Secretaría, se señaló fecha para la 

audiencia de casación el veinte de octubre de dos mil quince. Instalada 
la audiencia y realizados los pasos que corresponden conforme al acta 

que antecede, con intervención de las partes, el estado de la causa es la 

de expedir sentencia. 

3.4. Deliberada la causa en secreto y votada con arreglo a ley, esta Sala 

Suprema cumple con emitir la presente sentencia de casación, cuya 

lectura en audiencia pública se realiza por la Secretaria de la Sala el 
veintiuno de octubre de dos mil quince, a las ocho horas con treinta 

inutos de la mañana. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

IV.- DELIMITACIÓN DEL OBJETO DE PRONUNCIAMIENTO. 

4.1. Conforme se señaló líneas arribas mediante Ejecutoria Suprema del 

�---rero de dos mil quince -fojas cuarenta y cinco del cuadernillo

ibunal Supremo-, se admitió a trámite el recurso de casación 
para el de arrollo de doctrina jurisprudencia!, para determinar "el 

del artículo cuatrocientos veinticinco, apartado tres, literal b) 

referid a la condena del absuelto e inobservancia de las normas legales 

de arácter procesal y demás normas procesales". 

CONSIDERACIONES PREVIAS: NORMATIVIDAD NACIONAL E INTERNACIONAL 

4.2. La Constitución Política del Estado en su artículo ciento treinta y nueve, 

inciso seis, consagra como principio y derecho de la función jurisdiccional 
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la pluralidad de instancia. Tal norma está redactado en clave de principio, 

esto es, que sus condiciones de aplicación no están expresamente 

definidas, por lo que corresponde al intérprete efectuar un desarrollo de su 

contenido. 

4.3. Sin embargo, conforme lo establece el artículo cincuenta y cinco de 

nuestra Constitución: "Los tratados celebrados por el Estado y en vigor forman parte 

del derecho nacional", y en su cuarta Disposición y Transitoria, prescribe que 

"Las normas relativas a los derechos y a las libertades que la Constitución reconoce se 

interpretan de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los 

tratados y acuerdos internaciones sobre las mismas materias ratificados por el Perú". 

Perspectiva normativa desde la cual es posible afirmar que el contenido 

del principio de la pluralidad de la instancia, regulado así por nuestra 

onstitución, está integrado con lo establecido por el artículo catorce, 

inciso quinto, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

(PIDCP) por cuanto al respecto establece que "Toda persona declarada 

culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se haya 

a un Tribunal Superior, conforme a lo prescrito por la ley"; y lo 

ocho de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos, sostiene que "Toda persona tiene derecho a un recurso 

ibunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que 

violen sus dere os fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley". 

4.4. expuesto en líneas arriba emerge con claridad que 

espe íficamente en materia criminal el principio de la pluralidad de 

instancia despliega su mayor alcance garantiste, exigiendo más allá de 

cuál sea la configuración del sistema impugnatorio interno de cada país 

que una decisión condenatoria tenga siempre la posibilidad de ser 

revisadas por un Tribunal jerárquico superior al que la emitió. 
5 
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4.5. En esta misma línea, el Tribunal Constitucional, respecto al derecho de 

pluralidad de instancias, señaló que "La sentencia plural queda satisfecha con la 

duplicidad de la instancia, sin necesidad de que sean más de dos las instancias procesales 

reguladas1
", y fijó ello de modo genérico, pues en lo particular a la materia 

penal, reafirmó sobre la base de la normatividad de los Tratados 
Internacionales antes glosados, el derecho que tiene toda persona a 
recurrir las sentencias que impongan una condena penal y, en general 
una medida de coerción personal. Por otro lado, como puede verse del 
fundamento veinte, para el Tribunal Constitucional se encuentra fuera de 

discusión que un fallo condenatorio sea recurrible, además de las medidas 

de coerción personal; por lo que, concluyendo que pertenece al 

contenido esencial del derecho fundamental a la pluralidad de instancias, 
I derecho de toda persona a un recurso eficaz contra la sentencia que 

imponga una condena penal. 

4.6. Asimismo, la jurisprudencia internacional también ha tenido la 

oportunidad de establecer el contenido del derecho a la instancia plural 

en materia penal. Así, la Corte Internacional de Derechos Humanos, el 

Caso Nº 1 618, Caso Mohamed vs. Argentina, donde además de sostener 

rantía del artículo octavo, apartado, segundo literal h) de la 
stablece con el fin de que sentencia condenatoria sea revisada 

por un ribunal jerárquicamente superior, así se trate de una condena 

en única, primera o segunda instancia, añadió que para el 
internacional de los derechos humanos es irrelevante la 

denominación o el nombre con el que se designe a este recurso, lo 
importante es que cumpla con determinados estándares. En primer lugar, 

debe proceder antes que la sentencia adquiera calidad de cosa juzgada 
I 
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y debe ser resuelto en un plazo razonable, es decir, debe ser oportuno. 

Asimismo, debe ser un recurso eficaz, es decir, debe dar resultados o 

spuestas al fin para el cual fue concebido, esto es, evitar la 

consolidación de una situación de injusticia. 

4.7. Por otro lado, nuestro ordenamiento jurídico señala en el artículo 

cuatrocientos veinticinco, apartado dos, del Código Procesal Penal, que 

"La Sala Penal Superior sólo valora independientemente la prueba actuada en la 

audiencia de apelación, y las pruebas pericial, documento, pre constituida y anticipada. La 

Sala Penal Superior no puede otorgar diferente valor probatorio a la prueba personal que 

fue objeto de inmediación por el Juez de primera instancia, salvo que su valor probatorio 

sea cuestionada por una prueba actuada en segunda instancia" . 

. 8. La Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte 

Suprema de Justicia de la República al resolver, con fecha catorce de 

setiembre de setiembre de dos mil diez, la Consulta número dos mil 

cuatrocientos noventa y uno guión dos mil diez, elevado por la Sala Penal 

de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, la que por 

declaró inaplicable el citado artículo 

cuatrocientos v inticinco, apartado tres, literal b) del Código Procesal 

Penal. En aq ella oportunidad dicho Tribunal Supremo desaprobó la 

resolución nsultada, justificando la constitucionalidad de la norma en 

I indicar que: "Tal disposición es reconocida en condiciones de igualdad 

parte acusada como a la parte acusadora, no existiendo razón alguna para 

admi r que el Ad Quem sólo pueda absolver al condenado cuando éste cuestione la 

condena, pero no puede condenar al absuelto cuando la parte acusadora cuestione, 

precisamente con su recurso tal absolución ( ... ) que el recurso de apelación no permite 

arribar a una conclusión que implique una reformatio in peius para el procesado( ... )". 

7 
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4.9. De lo antes expuesto, tenemos que el derecho a recurrir al fallo es una 

arantía esencial en el marco del debido proceso, en aras de permitir que 

una sentencia adversa pueda ser revisada por un Juez o Tribunal distinto y 

de superior jerarquía a efectos de otorgar la posibilidad de una revisión 

íntegra del fallo condenatorio brindando de esta manera mayor seguridad 

y tutela a los derechos del condenado; en consecuencia, la condena del 

absuelto, habilitado por las normas procesales no es per se incompatible 

con la Constitución Política del Estado. 

PRONUNCIAMIENTOS EMITIDOS POR ESTE TRIBUNAL SUPREMO SOBRE "LA CONDENA 

DEL ABSUELTO" 

4.10. Cabe destacar que el tema de la condena del absuelto como 

acuitad del Tribunal de apelaciones para revocar la sentencia de primera 

instancia que absolvió al procesado y reformándolo lo condena, ya ha 

sido objeto de pronunciamiento por parte de este Supremo Tribunal. Así 

tenemos: 

4.11. La Sentencia de Casación Nº 195-2012-Moquegua, emitida por la 

anente de la Corte Suprema de Justicia de la República, 

estionamiento de la constitucionalidad de las normas que 

faculta al · zgador de segunda instancia a revocar la sentencia 

reformarla emite pronunciamiento 

canden orio, en el cual realizó un análisis amplio de los dispositivos 

normaH os internacionales, concluyendo que la condena del absuelto no 

es incompatible con la Constitución Política del Estado, respecto del 

derecho a recurrir el fallo, siempre que la sentencia adversa pueda ser 

revisada por un Juez o Tribunal distinto y de superior jerarquía, a efectos de 

otorgar la posibilidad de una revisión íntegra del fallo condenatorio, 

8 
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brindando mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado; 

asimismo, enfatizó la necesidad de la actuación de nueva prueba para los 

efectos de condenar a l  absuelto en virtud del principio de inmediación, 

ese a que no se pueda efectuar reproche alguno, en tanto la prueba 

actuada deba tener entidad suficiente para enervar el status de 

inocencia del encausado. En ese sentido, existió pronunciamiento 

únicamente sobre el tema doctrinal ,  y en cuanto al caso concreto (delito 

contra la administración pública, en la modalidad de peculado, en 

agravio del Estado, seguido contra Jorge Manuel Sotomayor Vildoso) ,  

declaró nu la  la sentencia de primera y segunda instancia, y se dispuso la  

realización de un nuevo juzgamiento, para lo  cual e l  Tribunal Superior 

debía tener en consideración los fundamentos esgrimidos en la propia 

sentencia de casación, al verificar que la cuestionada no cumplía con las 

xigencias plasmadas; precisando que esta sentencia de casación 

contiene fundamentos adicionales del Juez Supremo Morales Parraguez, 

en tanto consideró que la condena en sede de apelación constituía "una 

condena en instancia única "; por lo que, expresó su discrepancia en 

cuanto se sos · ne que no es  incompatible con la Constitución Política del 

o que se debe garantizar que la decisión de condenar a l  

4.12. En la entencia de Casación Nº 280-20 1 3  Cajamarca, se marcó aún 

1 ferencia existente entre el recurso de apelación y la casación 

recursos impugnatorios, rechazando de este modo la casación 

como solución para salvaguardar el derecho a recurrir del 

· condenado, ya que no es un recurso impugnatorio de carácter ordinario, 

precisando que la condena del absuelto l imita el derecho a recurrir, pero 

que ésta sí puede ser amparable, estableciendo la necesidad de crear un 

órgano judicial que pueda real izar el  juicio de hecho y de derecho de la 

9 
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condena dictada en segunda instancia, contra una persona que 

previamente había sido absuelta; asimismo, se solicita se convoque a Sala 

Plena para adicionar un artículo al rubro del sistema de recursos que 

habilite el medio impugnatorio de carácter ordinario que dé lugar a la 

intervención de dicho órgano. 

4.13. Asimismo, la Sentencia de Casación 385-20 13  San Martín , se 

afianzaron las posturas anteriores, respecto a que una decisión 

condenatoria debía tener la posibil idad de ser revisada por un Tribunal 

jerárquico superior a l  que lo emitió, enfatizando las facultades de la Sala 

Penal Superior, en cuanto a la actuación de nueva prueba en vía de 

apelación; asimismo, en la línea interpretativa de que como Estado Parte 

de la Organización de las Naciones Unidas - ONU y suscribientes del Pacto 

nternacional de Derechos Civiles y Políticos estamos obligados a cumplir 

con dichos instrumentos de protección de derechos humanos, razón por la 

cual se consideró que para no emitir una condena en instancia única se 

debe habil itar la revisión del fal lo en otra instancia . 

4.14. Además, uno de los últimos pronunciamientos sobre este tema 

específico, lo recoge la Sentencia de Casación Nº 1 94-20 14 Ancash, en el 

proceso seguido contra Mohamed Raúl Solazar Eugenio, por delito contra 

inistración pública, en su modalidad de peculado, en agravio del 

, por el cual se precisa que existen pronunciamientos previos 

luyendo que no está en debate si condenar en segunda instancia es 

po ble, s ino que dicha condena pueda tener a su disposición un recurso 

devolutivo, donde el juzgador tenga facultadas amplias de control .  En 

consecuencia, debido a que es el recurso de apelación el medio 

habilitado para dicho fin ,  a l  descartar que dicha posibi l idad la satisfice el 

recurso de casación, reitera la necesidad de crear Salas Revisoras; por lo 

que, se concluye que ante la ausencia hasta la fecha de un órgano 
10 
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jurisdiccional capaz de revisar la condena del absuelto, la consecuencia 

jurídica que se desencadena es la nulidad. 

4.15. Con lo anterior expuesto, se concluye que si bien esta Sala Suprema 

tiene mayor jerarquía y rango que la Sala Penal de Apelaciones, siendo 

� por tal razón un órgano judicial distinto: sin embargo, esta máxima 

/ instancia judicial no tiene competencia para poder realizar una revisión 

integral, independientemente de la denominación que se le pueda dar al 

recurso, ya que su competencia resolutiva está limitada producto de la 

interposición y fundamentación del recurso extraordinario de la casación 

penal, no siendo este último recurso uno de carácter eficaz para el caso 

en concreto por limitarse al análisis de los aspectos formales y legales de la 

entencia expedida, esto es, de control de constitucionalidad y de 

egalidad, así como de unificación jurisprudencia! . 

4.16. Asimismo, bajo la l ínea jurisprudencia! anotado y con el objeto de 

garantizar el derecho a impugnar el fallo -toda vez que con ello se protege el 

derecho de defensa en la medida que otorga la posibilidad de interponer un recurso 

para evitar que quede firme una decisión adoptada en un procedimiento viciado-, 

mientras no se implemente ninguna de las propuestas dadas por este 

Supremo Tribunal -Órgano jurisdiccional capaz de revisar la condena del absuelto-, 

anular el fallo condenatorio dictado en primera y segunda 

ara que si en un nuevo juicio se le encontrara culpable del 

putada, tenga la posibilidad de impugnar la sentencia 

torio por medio de un recurso de apelación. 

V.- ANALISIS DEL CASO CONCRETO 

5.1. En el caso concreto nos encontramos ante un imputado que fue 

absuelto en primera instancia y condenado en segunda instancia, sin que 

se haya actuado pruebas nuevas en la audiencia de apelación, conforme 

1 1  
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se aprecia en el acta de audiencia de fojas ciento cincuenta y cuatro, 
que sea capaz de variar la verdad procesal sobre la que descansaba el 

fallo absolutorio de primera instancia. En ese sentido, nos encontramos 

ante el instituto jurídico de la condena de un absuelto; aquí el procesado 

no cuenta con un recurso impugnatorio con las cualidades necesarias 
para garantizar su derecho a recurrir ese fallo condenatorio ante un 
juzgador con facultades de control amplias. Tampoco existe una Sala 
Especializa que actúe como revisor de la sentencia condenatoria de 

segunda instancia. 

Por tanto, conforme los fundamentos precedentes, la falta de un 

presupuesto procesal de existencia impone la anulación de todo el 

proceso hasta el juicio oral de primera instancia. De este modo, si el 

procesado es encontrado responsable del ilícito penal que se le imputa, 
esa sentencia condenatoria podrá ser revisada por un tribunal superior 
con facultades amplias de control mediante la apelación del fallo 

condenatorio, respetando de esta manera sus derechos fundamentales. 

DECISIÓN: 

POR ESTOS FUNDAMENTOS: 

1.- Declararon FUNDADO el recurso de casación por la causal excepcional 

t-'J.t-ff'H..Jllo de doctrina jurisprudencia!, interpuesta por la defensa 

écnica de encausado Alexis Gamarra Palomino. 

1 1 .- CAS RON las sentencias: i) de primera instancia de fojas cincuenta y 

dos, d I doce de setiembre de dos mil trece en el extremo que absolvió a 
Alexis Gamarra Palomino por el delito contra la fe pública, en la 
modalidad de uso de documento falso, en agravio del Estado; y ii) la 
sentencia de segunda instancia, de fojas ciento cincuenta y nueve, del 

veintisiete de junio de dos mil catorce, en el extremo que revocó la 
12 
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apelada que lo absolvió del delito contra la fe pública en la modalidad 

de uso de documento falso, en agravio del Estado; y, reformándola lo 

condenó como autor del delito contra la fe pública en la modalidad de 

uso de documento falso, en agravio del Estado, representado por el 

Procurador Publico del Poder Judicial, y Simón Máximo Cahui Rivero, 

imponiéndole dos años de pena privativa de libertad, suspendida a un  
año y seis meses. 

1 1 1 . - ORDENARON la realización de un nuevo juicio oral por un juzgado 

distinto del que dictó la sentencia anulada. 

IV.- ESTABLECIERON como doctrina jurisprudencia! los puntos 4. 1 5  y 4. 1 6  de 

la presente Ejecutoria Suprema. Se publique en el diario oficial " El 

Peruano", conforme al inciso tres del artículo cuatrocientos treinta y tres 

del Código Procesal Penal. 

V.- MAN DARON que la presente sentencia casatoria se lea en audiencia 

pública por la Secretaría de esta Suprema Sala Penal; y, acto seguido, se 

notifique a todas las partes apersonadas a la Instancia, incluso a las no 
recurrentes. Cumplidos estos trámites se devuelva el proceso al órgano 

jurisdiccional de ·origen; y se archive el cuaderno de casación en esta 

Corte Supre 

s.s 

VILLA STEI 
RODRÍGU 

N EYRA FLORES 
LOLI BON ILLA 
J PP/epg 

\!l J1 ¿¡·¡t_ 2016 
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Apelación infundada, cohecho pasivo específico, prueba personal y 
declaración del coimputado 

I. Con carácter previo, es pertinente considerar los siguientes aspectos: en primer lugar, en sede de 
apelación no hubo actuación probatoria, por ende, la sentencia de primera instancia impugnada será 
examinada en sus propios términos. Además, no podrá otorgarse un valor probatorio distinto a la 
prueba personal actuada en el juicio oral respectivo, según el artículo 425, numeral 2, del Código 
Procesal Penal; en segundo lugar, la condena penal por el ilícito de cohecho pasivo específico, respecto 
al Expediente Civil n.o 578-2016-0-1010-JR-FC-01, tiene la condición de firme, pues fue confirmada 
por esta Sala Penal Suprema, por lo que lo acaecido en este extremo se tiene por probado y no admite 
controversia; y, en tercer lugar, la censura de apelación se circunscribe, entonces, a la configuración del 
mismo delito, pero, esta vez, con relación al Expediente Civil n.o 481-2014-0-1010-JR-FC-01. 

II. La base cognitiva reside en la declaración plenarial de Flor Tocas Atalaya. Después, entre las 
pruebas corroborativas, cobra relevancia la deposición preliminar del coprocesado Rither Meza 
Echegaray, quien durante la indagación fiscal afirmó que EZEQUIEL QUISPE HUARHUA le entregó 
diversas sentencias, le dio el nombre y la dirección de algunas personas y le dijo: “dile a la señora que le 
voy a ayudar en su sentencia [sic]”; ante ello, se dirigió a la vivienda a la testigo Tocas Atalaya, le 
indicó que se llamaba Wilmer y le proporcionó la resolución de su caso judicial; luego, intercambiaron 
llamadas telefónicas, ella quiso entregarle dinero, pero él le indicó que el efectivo era para el juez 
QUISPE HUARHUA. También aseveró que este último tuvo conocimiento de las tratativas ilícitas, a 
efectos de procurar beneficios económicos indebidos, lo llamó para preguntarle “cómo iba el asunto de 
la señora Flor [sic]”, se enfadó porque le había facilitado la sentencia y le refirió que solo debía 
mostrársela. Se trata, en suma, de una prueba personal documentada, recabada con anterioridad al 
juicio oral, la cual, como se indicó en la sentencia de primera instancia impugnada, fue incorporada en el 
debate probatorio, de acuerdo con los artículos 184 (numeral 1) y 383 (numeral 2, literal d) del Código 
Procesal Penal. 

III. Se advierte, entonces, que la testifical fiscal de Rither Meza Echegaray es sólida, contundente y 
cumple con los criterios objetivos y subjetivos enunciados; a la vez, junto a los demás elementos de 
corroboración, afianza razonablemente la inculpación formulada por la testigo Flor Tocas Atalaya. El 
acervo probatorio apunta en una sola dirección, es decir, que el primero solicitó a la segunda el pago de 
una cantidad de dinero, con el propósito de entregarla a EZEQUIEL QUISPE HUARHUA, quien emitiría 
un fallo judicial favorable. 

IV. Así, las objeciones impugnativas no son consistentes. El Tribunal Superior no solo examinó prueba 
lícita y actuada con las debidas garantías —además, realizó un análisis individual y de conjunto de la 
prueba—, sino que la valoración que materializó no vulneró las reglas de la lógica, la ciencia o las 
máximas de la experiencia, según el artículo 158, numeral 1, del Código Procesal Penal. Además, la 
prueba de cargo es fiable, plural, convergente entre sí, y suficiente. La motivación no presenta defectos 
constitucionales relativos a la motivación omisiva, incompleta o insuficiente, vaga, genérica, confusa, 
hipotética o contradictoria, o ilógica con relación a sus inferencias probatorias. 

Como tal, debe confirmarse la sentencia de primera instancia impugnada, que —con relación al 
Expediente Civil n.o 481-2014-0-1010-JR-FC-01— condenó a EZEQUIEL QUISPE HUARHUA como 
autor del delito contra la Administración pública-cohecho pasivo específico, en agravio del Estado, 
representado por la Procuraduría Pública Anticorrupción de Cusco. 

No se cuestionó el juicio de tipicidad, el quantum de las penas aplicadas ni la cuantía de la reparación 
civil fijada.   

Sala Penal Permanente 

Recurso de Apelación n.o 40-2023/Cusco 

SENTENCIA DE APELACIÓN 

Lima, veintisiete de noviembre de dos mil veintitrés 

                                                VISTOS: el recurso de apelación 
interpuesto por el encausado EZEQUIEL QUISPE HUARHUA contra la 
sentencia de primera instancia, del veintitrés de diciembre de dos mil 
veintidós (foja 321), emitida por la Sala Penal Especial de la Corte Superior 
de Justicia de Cusco,  que —con relación al Expediente Civil n.o 481-2014-0-1010-
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JR-FC-01— lo condenó como autor del delito contra la Administración 
pública-cohecho pasivo específico, en agravio del Estado, representado por 
la Procuraduría Pública Anticorrupción de Cusco; le impuso ocho años de 
pena privativa de la libertad, cinco años de pena de inhabilitación, 
trescientos sesenta y cinco días de pena de multa, y fijó como reparación 
civil la suma de S/ 10 000 (diez mil soles), que deberá abonar a favor del 
agraviado; con lo demás que contiene. 

Intervino como ponente el señor juez supremo LUJÁN TÚPEZ. 

FUNDAMENTOS DE HECHO 

§ I. Del procedimiento en primera instancia

Primero. A través de los requerimientos, del cinco de octubre y nueve de 
noviembre de dos mil dieciocho (fojas 2 y 89 en el cuaderno respectivo), la 
representante del Ministerio Público formuló acusación fiscal contra
EZEQUIEL QUISPE HUARHUA como autor del delito de cohecho pasivo 
específico, en perjuicio del Estado.  

Además, se puntualizaron los siguientes hechos delictivos: 

1.1. Marco general de la imputación 

Mediante Resolución Administrativa n.o 290-2016-P-CSJCU, del 
veintinueve de marzo de dos mil dieciséis, el presidente de la Corte 
Superior de Justicia de Cusco designó a EZEQUIEL QUISPE HUARHUA 
como juez supernumerario del Juzgado de Familia de La Convención, 
a partir del primero de abril del mencionado año. Como tal, tomó 
conocimiento de diversas causas civiles, entre ellas: a. el Expediente 
n.o 578-2016-1010-JR-FC-01, seguido por Rither Meza Echegaray 
contra Wendy María Enríquez Nahuamel por tenencia de menor; y 
b. el Expediente n.o 481-2014-0-1010-JR-FC-01, seguido por Flor
Tocas Atayala contra Mauro Francisco Llamocca Aycca por unión de
hecho.

1.2. Imputaciones específicas 

A. Del delito de cohecho pasivo específico por solicitud
directa, relacionada con el Expediente Civil n.o 578-2016-0-
1010-JR-FC-01

i. El catorce de julio de dos mil dieciséis, aproximadamente a las
14:00 horas, Rither Meza Echegaray se dirigió al despacho de
EZEQUIEL QUISPE HUARHUA, a efectos de conversar sobre el
apoyo que este último le otorgaría en el proceso civil sobre
tenencia de menor. En ese momento, intercambiaron números de
celular, el primero con el número 958142872 y el segundo con el
número 974777470. Después, Meza Echegaray le dijo que lo
llamaría alrededor de las 18:00 horas.
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ii. Ese mismo día, a las 18:52 horas, 20:08 horas, 20:49 horas y
20:54 horas, Rither Meza Echegaray y EZEQUIEL QUISPE

HUARHUA se comunicaron telefónicamente y acordaron
encontrarse en inmediaciones del centro educativo Rosa de
América, en la ciudad de Quillabamba, distrito de Santa Ana,
provincia de La Convención. En dicho lugar, el último le dijo que
su pretensión no procedería debido a la edad de su menor hijo; sin
embargo, le indicó que lo ayudaría y le solicitó la suma de S/
2000 (dos mil soles). Dicho requerimiento fue aceptado por el
primero, quien le hizo entrega de S/ 500 (quinientos soles) y
pactaron otra ocasión para abonarle el saldo pendiente.

iii. El diecinueve de julio del mismo año, a las 18:32 horas,
EZEQUIEL QUISPE HUARHUA llamó a Rither Meza Echegaray y
lo citó en el mismo lugar. Cuando llegaron, el primero le dijo que
viajaría a la ciudad de Cusco y necesitaba dinero; ante ello, el
segundo le entregó S/ 500 (quinientos soles). Así, cumplió con
pagarle la primera parte del donativo requerido.

iv. El doce de agosto de dos mil dieciséis, a las 14:24 horas y
16:53 horas, EZEQUIEL QUISPE HUARHUA —quien se hallaba en
Cusco— se comunicó con Rither Meza Echegaray —quien se
encontraba en Quillabamba—, le solicitó el depósito del dinero
faltante, ascendente a S/ 1000 (mil soles) y le dio sus datos
personales. Por su parte, el segundo solo transfirió S/ 500
(quinientos soles) en el Banco de la Nación, según el telegiro con
efectivo n.o 10380264-4-Z, de la misma fecha, a las 17:06 horas,
que tuvo como beneficiario a QUISPE HUARHUA. Seguidamente,
Meza Echegaray le avisó que había realizado el pago.

v. El cinco de septiembre de dos mil dieciséis, EZEQUIEL QUISPE

HUARHUA llamó a Rither Meza Echegaray y le pidió encontrarse
en el sector de siempre. Cuando llegaron, el primero le requirió al
segundo el último abono; no obstante, este último le respondió
que no tenía dinero, por lo que QUISPE HUARHUA le pidió que le
hiciera un “servicio”.

vi. Por lo ocurrido, se expidió la Resolución Administrativa n.o
944-2016-P-CSJCU-PJ, del veintiuno de septiembre de dos mil
dieciséis, en la que se dio por concluida la designación de
EZEQUIEL QUISPE HUARHUA como juez supernumerario del
Juzgado de Familia de La Convención. A la vez, se le inició
procedimiento disciplinario y se emitió el informe respectivo, en
el que se opinó que existió responsabilidad funcional, por lo que
debe ser destituido.
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vii. Adicionalmente, se condenó a Rither Meza Echegaray como
autor del delito de cohecho activo específico, en agravio del
Estado; se le aplicó la pena efectiva de tres años y seis meses de
privación de la libertad. La decisión adquirió firmeza, pues fue
confirmada en segunda instancia.

B. Del delito de cohecho pasivo específico por solicitud
indirecta, relativa al Expediente Civil n.o 481-2014-0-1010-
JR-FC-01

i. El trece de septiembre de dos mil dieciséis, a las 15:07 horas,
tuvieron comunicación Rither Meza Echegaray y Flor Tocas
Atalaya, acordando reunirse en la casa de la última. Ese día,
aproximadamente a las 16:00 horas, Meza Echegaray llegó a la
vivienda de Tocas Atalaya, le indicó que iba a ayudarla en el
proceso civil iniciado y le entregó una copia de la sentencia del
seis de septiembre de dos mil dieciséis, que declaró infundada su
demanda. Este documento judicial fue elaborado por EZEQUIEL

QUISPE HUARHUA, en su condición de juez supernumerario del
Juzgado de Familia de la Convención. Todo ello, a cambio del
pago de S/ 4000 (cuatro mil soles), según la solicitud de QUISPE

HUARHUA.

ii. El catorce de septiembre de dos mil dieciséis, Rither Meza
Echegaray recibió la llamada de EZEQUIEL QUISPE HUARHUA, a
fin de que le informe sobre las gestiones realizadas con Flor
Tocas Atalaya. El primero le indicó que había conversado con la
tercera y le remitió el proyecto de sentencia respectivo; ante lo
cual, el segundo se molestó y le dijo que sólo debía enseñárselo.

iii. El quince de septiembre de dos mil dieciséis, Flor Tocas
Atalaya denunció lo sucedido ante las autoridades policiales y
fiscales. En ese ínterin, recibió diversas llamadas de Rither Meza
Echegaray, quien le reiteró la solicitud de dinero de parte de
EZEQUIEL QUISPE HUARHUA.

Se calificó el factum criminal en el artículo 395, segundo párrafo, del 
Código Penal. 

Se solicitó la aplicación de las consecuencias jurídicas penales: diez años y 
cuatro meses de pena privativa de la libertad; diez años de pena de 
inhabilitación, y cuatrocientos setenta y seis días de pena de multa. En 
cambio, no se requirió reparación civil, de acuerdo con el artículo 11, 
numeral 1, del Código Procesal Penal. 

Por su parte, mediante escrito del cinco de febrero de dos mil dieciocho 
(foja 2 en el cuaderno respectivo), la Procuraduría Pública Anticorrupción 
de Cusco se apersonó al proceso penal, solicitó que se le constituya en 
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actor civil y requirió la suma de S/ 30 000 (treinta mil soles) como reparación 
civil. 

En virtud de ello, se expidió el auto del quince de agosto de dos mil 
dieciocho (foja 19 en el cuaderno respectivo), que declaró fundada la solicitud de 
constitución en actor civil.  

Segundo. Después, se emitió el auto de enjuiciamiento, del dieciséis de 
noviembre de dos mil dieciocho (foja 156 en el cuaderno respectivo), en los 
mismos términos de la acusación fiscal. 

Además, se expidió el auto del veintinueve de abril de dos mil diecinueve 
(foja 1), que citó a las partes procesales al juicio oral respectivo.  

Tercero. En la causa penal, se realizaron dos juicios orales. 

3.1.  Al término del primer juzgamiento, se emitió la sentencia de primera 
instancia, del diecisiete de julio de dos mil diecinueve (foja 85), que 
resolvió lo siguiente: i. con relación al Expediente Civil n.o 481-2014-
0-1010-JR-FC-01, absolvió a EZEQUIEL QUISPE HUARHUA del 
requerimiento de acusación por el delito de cohecho pasivo específico, 
en agravio del Estado-Procuraduría Pública Anticorrupción de 
Cusco; y ii. respecto al Expediente Civil n.o 578-2016-0-1010-JR-FC-
01, lo condenó como autor del ilícito de cohecho pasivo específico, en 
perjuicio del Estado-Procuraduría Pública Anticorrupción de Cusco; 
le aplicó diez años y cuatro meses de pena privativa de la libertad, 
diez años de pena de inhabilitación, cuatrocientos setenta y seis días 
de pena de multa, y fijó como reparación civil la suma de S/ 30 000 
(treinta mil soles), que deberá abonar a favor del agraviado. 

 Contra la aludida sentencia de primera instancia, la señora fiscal 
superior y EZEQUIEL QUISPE HUARHUA interpusieron los recursos de 
apelación, del veinticuatro de julio de dos mil diecinueve (fojas 151 y 
144). 

 Por auto del cinco de agosto de dos mil diecinueve (foja 171), se 
concedieron las impugnaciones y se remitieron los actuados a este 
órgano jurisdiccional.   

 En la sede suprema, se expidió la sentencia de vista, del veintiséis de 
julio de dos mil veintiuno (foja 175), recaída en el Recurso de 
Apelación n.o 15-2019/Cusco, que resolvió lo siguiente: i. con 
relación al Expediente Civil n.o 578-2016-0-1010-JR-FC-01, 
confirmó la sentencia de primera instancia, del diecisiete de julio de 
dos mil diecinueve (foja 85), en el extremo en el que condenó a 
EZEQUIEL QUISPE HUARHUA como autor del ilícito de cohecho pasivo 
específico, en agravio del Estado-Procuraduría Pública 
Anticorrupción de Cusco; le impuso diez años y cuatro meses de pena 
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privativa de la libertad, cuatrocientos setenta y seis días de pena de 
multa, y fijó como reparación civil la suma de S/ 30 000 (treinta mil 
soles), que deberá abonar a favor del agraviado; la revocó en cuanto le 
aplicó diez años de pena de inhabilitación y, reformándola, le impuso 
cinco años de pena de inhabilitación; ii. respecto al Expediente Civil 
n.o 481-2014-0-1010-JR-FC-01, declaró nula la mencionada sentencia 
de primera instancia en el extremo en el que lo absolvió del 
requerimiento de acusación por el delito de cohecho pasivo específico, 
en agravio del Estado-Procuraduría Pública Anticorrupción de 
Cusco, y dispuso que se realice un nuevo juicio oral, a cargo de otro 
órgano jurisdiccional. 

3.2.  Al retornar los actuados procesales, se emitió el auto del catorce de 
julio de dos mil veintidós (foja 219), que convocó a las partes 
procesales al plenario correspondiente. 

Se realizó el juzgamiento según las actas concernidas (fojas 256, 268, 
272, 275, 278, 280, 283, 287 y 292). 

El objeto procesal se circunscribió al Expediente Civil n.o 481-2014-
0-1010-JR-FC-01. 

Después, se expidió la sentencia de primera instancia, del veintitrés 
de diciembre de dos mil veintidós (foja 321), que condenó a EZEQUIEL 

QUISPE HUARHUA como autor del delito de cohecho pasivo específico, 
en agravio del Estado, representado por la Procuraduría Pública 
Anticorrupción de Cusco; le impuso ocho años de pena privativa de la 
libertad, cinco años de pena de inhabilitación, trescientos sesenta y 
cinco días de pena de multa, y fijó como reparación civil la suma de S/ 
10 000 (diez mil soles), que deberá abonar a favor del agraviado. 

Contra la mencionada sentencia de primera instancia, EZEQUIEL 

QUISPE HUARHUA interpuso el recurso de apelación, del nueve de 
enero de dos mil veintitrés (foja 379), en el que señaló que el 
representante del Ministerio Público no acreditó que tuviese una 
relación amical y de confianza con el sentenciado Rither Meza 
Echegaray, y menos aún que existiesen llamadas telefónicas entre 
ambos; no demostró que hubiese solicitado o recibido dinero de este 
último; no evidenció que en el Expediente Civil n.o 481-2014-0-1010-
JR-FC.01, relativo a la unión de hecho, concurra interés patrimonial 
de la demandante Flor Tocas Atalaya; y, no verificó que tuviera 
necesidades económicas y haya buscado litigantes para ser favorecido. 
Sostuvo que los testigos Gualberto Condori Quipo y Gregorio Mora 
Medina —en su condición de personal jurisdiccional— adujeron que no 
conocían a Meza Echegaray y solo sabían que estaba inmerso en un 
proceso judicial. Afirmó que el proyecto de sentencia incorporado no 
llevaba su firma; además, el dispositivo USB en que estaba registrado 
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el documento judicial le fue sustraído. Aseveró que el informe de 
levantamiento del secreto de las comunicaciones no permitió 
establecer conversación alguna.  

En ese sentido, requirió que se revoque la sentencia de primera 
instancia impugnada y se le absuelva de los cargos fiscales. 

Por auto del treinta de enero de dos mil veintitrés (foja 400), se 
concedió la impugnación y elevó el expediente judicial a esta Sala 
Penal Suprema.   

§ II. Del procedimiento en la instancia suprema 

Cuarto. De acuerdo con el artículo 405, numeral 3, del Código Procesal 
Penal, se emitió el auto del nueve de mayo de dos mil veintitrés (foja 190 en 
el cuaderno supremo), que declaró bien concedido el recurso de apelación.  

Las partes procesales fueron instruidas sobre el contenido del aludido auto 
de calificación, según la notificación correspondiente (foja 192 en el cuaderno 
supremo). 

Quinto. A través del escrito del veintinueve de mayo de dos mil veintitrés 
(foja 195 en el cuaderno supremo), EZEQUIEL QUISPE HUARHUA ofreció medios 
de prueba. No obstante, se expidió el auto del dieciocho de julio de dos mil 
veintitrés (foja 202 en el cuaderno supremo), en el que se declararon 
inadmisibles las propuestas probatorias.  

Se emplazó a los sujetos procesales, conforme a las cédulas (fojas 208 y 209 
en el cuaderno supremo). 

Sexto. Posteriormente, se emitió el decreto del cuatro de octubre de dos 
mil veintitrés (foja 210 en el cuaderno supremo), que señaló el quince de 
noviembre del mismo año como data para la vista de apelación.  

Se instruyó a las partes procesales, según las notificaciones (fojas 211 y 212 
en el cuaderno supremo). 

Séptimo. Efectuada la audiencia de apelación, se celebró de inmediato la 
deliberación en sesión privada. Llevada a cabo la votación —por 
unanimidad—, corresponde dictar la presente sentencia de vista, según el 
plazo previsto en el artículo 425, numeral 1, del Código Procesal Penal.  

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Primero. Con carácter previo, es pertinente considerar los siguientes 
aspectos:  

En primer lugar, en sede de apelación no hubo actuación probatoria, por 
ende, la sentencia de primera instancia impugnada será examinada en sus 
propios términos. Además, no podrá otorgarse un valor probatorio 
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distinto a la prueba personal actuada en el juicio oral respectivo, según el 
artículo 425, numeral 2, del Código Procesal Penal. 

En segundo lugar, la condena penal por el ilícito de cohecho pasivo 
específico, respecto al Expediente Civil n.o 578-2016-0-1010-JR-FC-01, 
tiene la condición de firme, pues fue confirmada por esta Sala Penal 
Suprema, por lo que lo acaecido en este extremo se tiene por probado y no 
admite controversia.  

Y, en tercer lugar, la censura de apelación se circunscribe, entonces, a la 
configuración del mismo delito, pero, esta vez, con relación al Expediente 
Civil n.o 481-2014-0-1010-JR-FC-01. 

Segundo. El artículo 395, segundo párrafo, del Código Penal estipula lo 
siguiente: 

El Magistrado, Árbitro, Fiscal, Perito, Miembro de Tribunal Administrativo o 
cualquier otro análogo a los anteriores que bajo cualquier modalidad solicite, 
directa o indirectamente, donativo, promesa o cualquier otra ventaja o beneficio, 
con el fin de influir en la decisión de un asunto que esté sometido a su 
conocimiento, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de ocho ni 
mayor de quince años e inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36° 
del Código Penal y con trescientos sesenta y cinco a setecientos días-multa. 

Es preciso significar que el donativo se refiere a un obsequio o regalo con 
valor económico, tanto bienes muebles como inmuebles; la promesa es el 
ofrecimiento —serio, posible, directo o indirecto— para la obtención                                       
futura —de forma mediata o inmediata— de algún tipo de donativo o ventaja, 
que no necesariamente debe cumplirse; en tanto que cualquier ventaja o 
beneficio es una fórmula legislativa numerus apertus que permite una 
diversidad de formas, a efectos de cerrar el vacío de punibilidad que 
podrían dejar los supuestos anteriores, por lo que se incluyen no solo 
bienes patrimoniales, sino también, por ejemplo, un reconocimiento u 
honor o un favor sexual1.   

Se agrega, asimismo, que no es relevante si las dádivas, beneficios u otras 
ventajas tienen poca entidad, en tanto que lo que interesa es que el 
funcionario público incumpla su deber2.  

Tercero. En lo atinente al objeto procesal, el juez a quo apuntó que, en el 
juicio oral respectivo, la testigo Flor Tocas Atalaya reiteró su declaración 
preliminar; además, afirmó que Rither Meza Echegaray, conocido como 
Wilmer, la buscó en su casa, se hizo pasar como trabajador del Poder 
Judicial, le mostró diversos documentos del proceso civil incoado, entre 

 

1 VÍLCHEZ CHINCHAYÁN, Ronald. (2021). Delitos contra la administración pública. 
Una revisión de la parte general y especial. Una propuesta de reinterpretación. Lima: 
Editores del Centro, p. 390. 
2 VÍLCHEZ CHINCHAYÁN, Ronald. (2022). AA.VV. Delitos contra la administración 
pública. Debates fundamentales. Lima: Gaceta Jurídica S.A., p. 380.  
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ellos, la sentencia desfavorable, de la cual le dejó una copia sin firma; 
aseveró que Meza Echegaray le indicó la posibilidad de cambiar el sentido 
de la decisión, a cambio del pago de S/ 4000 (cuatro mil soles), que serían 
entregados al juez de la causa judicial —es decir, EZEQUIEL QUISPE 

HUARHUA—, para lo cual, le facilitó el número de su celular, es decir, 
958142872. 

A la vez, subyacen las siguientes corroboraciones periféricas: a. acta de 
denuncia verbal, en la que se precisaron los cargos delictivos; b. acta de 
entrega voluntaria de documento, según la cual, se proporcionó a la 
Fiscalía la aludida sentencia del seis de septiembre de dos mil dieciséis, que 
declaró infundada la demanda promovida por la testigo Flor Tocas 
Atalaya, en el Expediente Civil n.o 481-2014-0-1010-JR-FC-01; c. acta de 
visualización, conforme a la cual, en el celular de la testigo Tocas Atalaya 
se apreciaron llamadas entrantes y salientes con Rither Meza Echegaray; 
d. informes remitidos por las empresas Telefónica y Claro, relativos a los 
celulares números 958577851 y 958142872, pertenecientes a la testigo 
Flor Tocas Atalaya y Rither Meza Echegaray, respectivamente, según los 
cuales, ambos tuvieron constante comunicación el trece, quince, dieciséis y 
diecinueve de septiembre de dos mil dieciséis; e. acta de intervención, 
conforme a la cual, en el despacho judicial de EZEQUIEL QUISPE HUARHUA 
se incautó la sentencia del seis de septiembre de dos mil dieciséis, que 
declaró fundada la demanda formulada por la testigo Tocas Atalaya; este 
documento judicial se contrastó con la copia remitida al Ministerio Público 
y se verificó que tenían el mismo contenido y solo diferían en la parte 
resolutiva; f. informe de levantamiento del secreto de las comunicaciones, 
según el cual, entre los celulares pertenecientes a Rither Meza Echegaray 
(958142872) y EZEQUIEL QUISPE HUARHUA (974777470) existió constante 
comunicación desde el catorce de julio hasta el dieciséis de septiembre de 
dos mil dieciséis, es decir, se registraron entre doce y diecinueve llamadas. 
Asimismo, acordaron encontrarse en determinado lugar, el último le hizo 
entrega del proyecto de sentencia del seis de septiembre de dos mil       
dieciséis —vinculado al expediente civil n.o 481-2014-0-1010-JR-FC-01—, a fin de 
que se le remita a la testigo Flor Tocas Atalaya; g. declaración preliminar 
de Rither Meza Echegaray, del seis de octubre de dos mil dieciséis —
introducida en el juicio oral por la Fiscalía Superior para “refrescar” la memoria—, en 
la cual, afirmó que EZEQUIEL QUISPE HUARHUA estaba al tanto de lo 
ocurrido, lo llamaba para preguntarle como “iba el asunto de la señora Flor”, él 
contestó que ya había conversado con ella y le entregó la sentencia; ante lo 
que QUISPE HUARHUA se molestó y le increpó diciéndole que solo debía 
mostrársela; h. deposición del testigo Gregorio Mora Medina, quien, en su 
condición de asistente jurisdiccional de EZEQUIEL QUISPE HUARHUA, 
apuntó que Rither Meza Echegaray concurría al juzgado para indagar 
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sobre su proceso civil y que QUISPE HUARHUA le autorizaba ingresar a su 
despacho.  

Cuarto. Ahora bien, según se aprecia, la base cognitiva reside en la 
declaración plenarial de Flor Tocas Atalaya. Después, entre las pruebas 
corroborativas, cobra relevancia la deposición preliminar del coprocesado 
Rither Meza Echegaray (foja 78 en el cuaderno respectivo) quien, durante la 
indagación fiscal, afirmó que EZEQUIEL QUISPE HUARHUA le entregó 
diversas sentencias, le dio el nombre y la dirección de algunas personas y 
le dijo: “dile a la señora que le voy a ayudar en su sentencia [sic]”; ante ello, se 
dirigió a la vivienda a la testigo Tocas Atalaya, le indicó que se llamaba 
Wilmer y le proporcionó la resolución de su caso judicial; luego, 
intercambiaron llamadas telefónicas, ella quiso entregarle dinero, pero él le 
dijo que el efectivo era para el juez QUISPE HUARHUA. También aseveró 
que este último tuvo conocimiento de las tratativas ilícitas, a efectos de 
procurar beneficios económicos indebidos, lo llamó para preguntarle “cómo 
iba el asunto de la señora Flor [sic]”, se enfadó porque le había facilitado la 
sentencia y le refirió que solo debía mostrársela.  

El artículo 378, numeral 6, del Código Procesal Penal, autoriza que se dé 
lectura de la parte correspondiente del interrogatorio anterior del                  
testigo —impropio en este caso— para hacer memoria o si surgen 
contradicciones insuperables. De esto último dio cuenta la sentencia de 
primera instancia impugnada (Cfr. numeral 9.10).  

Se advierte, además, que el coimputado Rither Meza Echegaray depuso en 
el plenario, según acta (foja 268).  

Se trata, en suma, de una prueba personal documentada3, recabada con 
anterioridad al juicio oral, la cual, como se indicó en la sentencia de 
primera instancia impugnada, fue incorporada y leída en el debate 
probatorio, de acuerdo con los artículos 184 (numeral 1) y 383 (numeral 2, 
literal d) del Código Procesal Penal.  

En este punto, como se sabe, la lectura u oralización de documentos es el 
acto procesal mediante el cual se discute oralmente la información 
contenida en un soporte escrito, auditivo, visual o audiovisual4.  

Con ello, se garantiza la posibilidad de que las partes procesales puedan 
ejercer la contradicción respectiva en cualquier momento del juzgamiento.  

 

3 PARDO IRANZO, Virginia. (2008). La prueba documental en el proceso penal. Valencia: 
Editorial Tirant lo Blanch, p.88.  
4 FIGUEROA NAVARRO, Aldo. (2017). El juicio en el nuevo sistema procesal penal. Lineamientos 
teóricos y prácticos. Lima: Instituto Pacífico S.A.C., p. 481.  
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Quinto. Es relevante apuntar, de acuerdo con la jurisprudencia penal —
con apoyo de pronunciamientos comparados—, que cuando un órgano de prueba 
ofrece testimonios contradictorios en momentos procesales distintos, 

[…] el juez sentenciador puede fundar su convicción en declaraciones anteriores 
a las proporcionadas en el juicio oral, en tanto en cuanto se cumplan dos 
requisitos de carácter formal: (i) que éstas se hayan prestado sin violación de 
garantía alguna, con observancia de las normas de procedimiento que las rigen; y, 
(ii) que el testimonio se incorpore al plenario mediante el interrogatorio 
respectivo —solo se requiere una consideración genérica al testimonio anterior, 
no en sus detalles específicos—, de suerte que se incorpore al debate del plenario 
de modo que las partes hayan tenido oportunidad de interrogar sobre esos 
extremos (Conforme: STSE de veinticuatro de marzo de mil novecientos cuatro). 
Al proceder así el Tribunal Superior, tuvo la oportunidad de contrastar la mayor 
veracidad de unas y otras, de suerte que la condena no se basó en el interrogatorio 
previo sino en el resultado del juicio oral (Conforme: STCE n.o 217/1989, de 
veintiún de diciembre)5 [sic]. 

En el caso, no consta que el coimputado Rither Meza Echegaray, a nivel 
fiscal, haya sido determinado, influenciado, obligado o presionado para 
incriminar a EZEQUIEL QUISPE HUARHUA; a la vez, dicho elemento de 
juicio sumarial ha sido introducido en el juzgamiento, a la vista de los 
sujetos procesales intervinientes, quienes tuvieron oportunidad de 
contradecir su contenido. Ergo, es prueba de cargo válida y valorable para 
dilucidar el thema probandum.  

Sexto. Ahora bien, por las particularidades de la instrumental de cargo —
derivada de la sindicación de coacusado—, es preciso recurrir a la jurisprudencia 
penal, en el sentido siguiente: 

a) Desde la perspectiva subjetiva, ha de analizarse la personalidad del 
coimputado, en especial sus relaciones con el afectado por su testimonio, y las 
posibles motivaciones de su declaración, que estas no sean turbias o espurias; 
venganza, odio, revanchismo, deseo de obtener beneficios de cualquier tipo […] 
b) Desde la perspectiva objetiva, se requiere que el relato incriminador esté 
mínimamente corroborado por otras acreditaciones indiciarias en contra del 
sindicado que incorporen algún hecho, dato o circunstancia externa, aún de 
carácter periférico, que consolide su contenido incriminador; c) Asimismo, debe 
observarse la coherencia y solidez del relato del coimputado; y, de ser el caso, 
aunque sin el carácter de una regla que no admita matizaciones, la persistencia de 
sus afirmaciones en el curso del proceso. El cambio de versión del coimputado no 
necesariamente la inhabilita para su apreciación judicial, y en la medida que el 
conjunto de las declaraciones del mismo coimputado se hayan sometido a debate y 
análisis, el juzgador puede optar por la que considere adecuada6.  

 

5 SALA PENAL PERMANENTE. Corte Suprema de Justicia de la República. Recurso de 
Apelación n.o 24-2017/Cusco, del treinta de abril de dos mil dieciocho, fundamento de 
derecho noveno.  
6 SALAS PENALES. Corte Suprema de Justicia de la República. Acuerdo Plenario n.o 2-
2005/CJ-116, del treinta de septiembre de dos mil cinco, fundamento jurídico noveno.  
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Con todo, su condición de prueba de cargo dependerá de la existencia o no 
de una relación directa entre los hechos narrados por el                                                                                            
coprocesado —y corroborados por un conjunto de indicios— y la conclusión de 
culpabilidad. Así, pues, su eficacia epistémica está sujeta a una serie de 
requisitos que, en lo sustancial, se asemejan a los criterios adoptados para 
valorar la prueba indiciaria, a saber: i. con carácter general, la 
corroboración habrá de estar conformada por una pluralidad de indicios, 
sin perjuicio de que, en supuestos especiales, un solo indicio pueda, por su 
especial significación, adverar el testimonio del coacusado; ii. los datos 
indiciarios deberán apuntar en una misma dirección, es decir, la concreta 
participación del coimputado sindicado en el hecho delictivo, de manera 
que no quepa extraer una conclusión alternativa a su responsabilidad 
penal; iii. será preciso controlar la razonabilidad de la inferencia, para lo 
cual se requiere exteriorizar el factum acreditado; explicar el razonamiento 
o conexión lógica entre los indicios —hecho base— y la intervención 
criminal de coacusado —hecho consecuencia—, con base en las reglas del 
criterio humano, máximas de la experiencia común, etcétera7.  

En virtud de lo apuntado ut supra, se advierte, entonces, que la testifical 
fiscal de Rither Meza Echegaray es sólida, contundente y cumple con los 
criterios objetivos y subjetivos enunciados; a la vez, junto a los demás 
elementos de corroboración, afianza razonablemente la inculpación 
formulada por la testigo Flor Tocas Atalaya. El acervo probatorio apunta 
en una sola dirección, es decir, que el primero solicitó a la segunda el pago 
de una cantidad de dinero, con el propósito de entregarla a EZEQUIEL 

QUISPE HUARHUA, quien emitiría un fallo judicial favorable. 

Séptimo. Por lo demás, sobre la técnica de motivación utilizada en esta 
sede suprema —tomando como referencia la fundamentación del juez a quo—, la 
jurisprudencia penal estableció lo siguiente: 

En vía de impugnación, la sentencia de vista o la de casación exige una 
contestación individualizada a la motivación del recurso o a la pretensión 
impugnativa, aunque la motivación por remisión o implícita es tolerable en la 
media en que la parte de la decisión objeto de remisión esté razonablemente 
fundamentada […]8. 

Octavo. Así, las objeciones impugnativas no son consistentes. El Tribunal 
Superior no solo examinó prueba lícita y actuada con las debidas       
garantías —además, realizó un análisis individual y de conjunto de la prueba—, sino 
que la valoración que materializó no vulneró las reglas de la lógica, la 

 

7 LOZANO EIROA, Marta. (2013). La declaración de los coimputados. Navarra: Editorial 
Civitas, pp. 284, 285 y 286.  
8 SALAS PENALES. Corte Suprema de Justicia de la República. Acuerdo Plenario n.o 
6-2011/CJ-116, del seis de diciembre de dos mil once, fundamento jurídico 
duodécimo.  
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ciencia o las máximas de la experiencia, según el artículo 158, numeral 1, 
del Código Procesal Penal. 

Además, la prueba de cargo es fiable, plural, convergente entre sí, y 
suficiente. La motivación no presenta defectos constitucionales relativos a 
la motivación omisiva, incompleta o insuficiente, vaga, genérica, confusa, 
hipotética o contradictoria, o ilógica con relación a sus inferencias 
probatorias. 

Como tal, debe confirmarse la sentencia de primera instancia impugnada,  
que —con relación al Expediente Civil n.o 481-2014-0-1010-JR-FC-01— condenó a 
EZEQUIEL QUISPE HUARHUA como autor del delito contra la 
Administración pública-cohecho pasivo específico, en agravio del Estado, 
representado por la Procuraduría Pública Anticorrupción de Cusco. 

No se cuestionó el juicio de tipicidad, el quantum de las penas aplicadas ni 
la cuantía de la reparación civil fijada.   

Noveno. Finalmente, el artículo 504, numeral 2, del Código Procesal 
Penal establece que quien interpuso un recurso sin éxito deberá pagar las 
costas procesales, las cuales se imponen de oficio, conforme al artículo 
497, numeral 2, del citado código. Por ende, atañe al impugnante 
EZEQUIEL QUISPE HUARHUA asumir tal obligación procesal. 

La liquidación le corresponde a la Secretaría de esta Sala Penal Suprema, 
mientras que su ejecución le concierne al juez de investigación 
preparatoria competente. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces integrantes de la Sala Penal 
Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República: 

I. DECLARARON INFUNDADO el recurso de apelación. 

II. CONFIRMARON la sentencia de primera instancia, del veintitrés 
de diciembre de dos mil veintidós (foja 321), emitida por la Sala Penal 
Especial de la Corte Superior de Justicia de Cusco, que —con relación 
al Expediente Civil n.o 481-2014-0-1010-JR-FC-01— condenó a EZEQUIEL 

QUISPE HUARHUA como autor del delito contra la Administración 
pública-cohecho pasivo específico, en agravio del Estado, 
representado por la Procuraduría Pública Anticorrupción de Cusco; 
le impuso ocho años de pena privativa de la libertad, cinco años de 
pena de inhabilitación, trescientos sesenta y cinco días de pena de 
multa, y fijó como reparación civil la suma de S/ 10 000 (diez mil 
soles), que deberá abonar a favor del agraviado; con lo demás que 
contiene. 

III. CONDENARON al imputado EZEQUIEL QUISPE HUARHUA al pago 
de las costas procesales correspondientes, que serán liquidadas por 



                          

 14

CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  APELACIÓN N.° 40-2023 
  CUSCO 

la Secretaría de la Sala Penal Suprema y exigidas por el juez de 
investigación preparatoria competente. 

IV. DISPUSIERON que la presente sentencia se lea en audiencia 
pública, que se notifique a las partes apersonadas en esta sede 
suprema y que se publique en la página web del Poder Judicial. 
Hágase saber, y los devolvieron. 

Intervino el señor juez supremo Peña Farfán por vacaciones de la señora 
jueza suprema Altabás Kajatt. 
SS. 

SAN MARTÍN CASTRO 

LUJÁN TÚPEZ 

SEQUEIROS VARGAS 

CARBAJAL CHÁVEZ 

PEÑA FARFÁN 

LT/ecb        



 

  

                                                               

 

- 1 - 

 

CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  CASACIÓN N.° 1129-2021 
  LA LIBERTAD 

Fundado el recurso de casación  

i) La sentencia de vista contiene una 
motivación aparente e ilógica, por cuanto 
descontextualizó los hechos señalados por la 
menor agraviada en su entrevista única de 
cámara Gesell; además, omitió fundamentar 
por qué no consideró las vejaciones sexuales 
que padeció la menor agraviada desde que 
tenía siete años de edad.  
ii) En lo referente a la figura jurídica de la 
desvinculación, el Tribunal Superior la efectuó 
con alteración del sustrato fáctico contenido 
en el requerimiento acusatorio, quebrantando 
los presupuestos previstos en el Acuerdo 
Plenario n.o 4-2007/CJ-116, esto es, se vulneró la 
inmutabilidad de los hechos y la coherencia 
entre los elementos fácticos y normativos para 
realizar la correcta adecuación al tipo. 
iii) El Tribunal Superior debe considerar que solo 
puede cambiar la calificación jurídica en los 
supuestos en que haya sido propuesto por la 
acusación fiscal y el recurso correspondiente 
—es decir, recurso de apelación por 
sentenciado—, lo que no sucedió en el caso; 
por tanto, la Sala Superior también se apartó 
de las facultades que le otorga el numeral 3, 
literal b, del artículo 425 del Código Procesal 
Penal. En ese sentido, corresponde casar la 
sentencia de vista, a fin de que un nuevo 
Colegiado Superior se pronuncie de manera 
motivada respecto a las cuestiones señaladas 
precedentemente, conforme al artículo 433, 
numeral 1, del acotado cuerpo legal. 

SENTENCIA DE CASACIÓN 

Lima, nueve de marzo de dos mil veintitrés 

VISTOS: en audiencia privada, el recurso de 

casación interpuesto por la representante del Ministerio Público contra la 

sentencia de vista, del dieciocho de enero de dos mil veintiuno (folios 274 a 

287), que revocó en un extremo la sentencia de primera instancia, del 

veintitrés de marzo de dos mil veinte, que resolvió condenar a Jaime 

Guzmán Barreno como autor del delito contra la libertad sexual en la 

modalidad de violación sexual de menor de edad, en agravio de la 
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menor identificada con las iniciales M. F. G. G., a la pena privativa de 

libertad de cadena perpetua, y fijó el monto de S/ 50 000 (cincuenta mil 

soles) por concepto de reparación civil a favor de la parte agraviada; y, 

reformándola, condenó al citado sentenciado como autor del delito de 

violación sexual —previsto en el artículo 170, inciso 2, del Código Penal— y le 

impuso dieciséis años de pena privativa de libertad e inhabilitación de 

diez años para el ejercicio de la patria potestad o curatela de la 

agraviada; con lo demás que al respecto contiene. 

Intervino como ponente la señora jueza suprema ALTABÁS KAJATT.  

FUNDAMENTOS DE HECHO 

Primero. Itinerario del proceso en etapa intermedia  

1.1. La representante del Ministerio Público, mediante requerimiento 

acusatorio (folios 2 a 12), del trece de octubre de dos mil dieciocho, 

formuló acusación contra Jaime Guzmán Barreno (en calidad de autor) 

por la comisión del delito de actos contra el pudor y violación sexual 

de menor de edad, e imputó el siguiente hecho:  

La investigación seguida contra Jaime Guzmán Barreno por la comisión de los 

delitos de violación sexual y actos contra el pudor en agravio de su menor hija 

de iniciales M. F. G. G. (15) surge a raíz de la denuncia interpuesta por la 

madre de esta última, Claudia Magalli García Esteves, en la cual refiere que el 

día 27 de enero del presente año su hija mayor Micaela Rojas García, de 22 

años, encontró a la menor agraviada llorando desconsoladamente, y al 

conversar con ella, le contó que lloraba porque su padre, la violentaba 

sexualmente desde aproximadamente los siete u ocho años de edad cuando 

se quedaba sola en la casa; ante ello su hija Micaela Rojas García junto a la 

menor agraviada decidieron contarle todos estos hechos a su madre el día 26 

de enero del 2018; y que el detonante para que la menor decidiera hablar fue 

que el día 24 de enero del 2018 el citado acusado chocó su vehículo cuando 

se encontraba en compañía de la menor, y después de arreglar ese 

inconveniente, el acusado le dijo a la denunciante que iría con la menor 

agraviada a la costurera para recoger una prenda, en ese trayecto la menor 
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le refirió que el acusado le iba diciendo, por qué anda con buzo tapándose, 

se enoja de la nada, es más si a ella le gusta, que lo disfruta, le decía que ella 

era la que se echaba en su cama, que ella lo provocaba, le decía también 

“por qué te haces la santa si tú eres tremenda ‘vivasa’”, a lo que menor 

contestó que fácil era aprovecharse de una niña de siete años, pero él le dijo 

que incluso él se había tomado tiempo de enseñarle anatomía humana y 

cómo funciona, además siempre le decía que lo salaba, que todo le salía mal, 

que por eso se escapaban los internos del Centro de Rehabilitación. 

a. Respecto al delito de actos contra el pudor 

Que, de la investigación que se ha seguido se desprende que la menor de 

iniciales M. F. G. G. desde que tenía entre siete u ocho años de edad ha sido 

violentada sexualmente por su padre Jaime Guzmán Barreno, con una 

frecuencia de cuatro veces al mes aproximadamente, habiendo sido las 

últimas ocasiones entre los días 05 al 08 de enero del 2018 en su domicilio que 

está ubicado en la calle Los Álamos N.° 298 Sector El Trópico-Distrito de 

Huanchaco-Trujillo, en donde vivía con el acusado, su madre Claudia Magalli 

García Esteves y esposa del acusado, y sus hermanos Micaela Rojas García y 

Jaime Luis Guzmán García. La menor ha precisado que el citado acusado 

aprovechaba los momentos en que ambos se encontraban solos en el 

inmueble para recostarla sobre la cama, que el acusado compartía con su 

esposa, y proceder a tocarle sus senos y su vagina, obligándola a que lo 

masturbara con su mano. 

Asimismo, con fecha 28 de junio del 2018, en la audiencia de Prueba 

Anticipada, la menor agraviada ha manifestado que desde los siete u ocho 

años hasta la edad de quince años su padre, el citado acusado, la tocaba las 

piernas, el pecho y la vagina y la obligaba a hacerle sexo oral, incluso en una 

ocasión, con el pretexto de cambiarla de ropa la desnudó, empezando 

tocarle en sus piernas, vagina y senos, asimismo que cuando la menor estaba 

en primero de secundaria, encontrándose en su cuarto, el acusado la llamó 

desde su cuarto, sin embargo, al no hacerle caso la menor, el acusado se 

acercó hasta el cuarto de esta y le preguntó si quería ver una película en su 

cuarto, pero la menor no aceptó, volviendo el acusado a su cuarto, no 

obstante debido a que el acusado la volvió a llamar, la menor fue hasta su 

cuarto, en donde el acusado le pidió que se acostara en la cama, 

empezando a tocarle y a bajarle el pantalón, acto seguido el acusado se 

bajó la trusa para sobar su pene con la vagina de la menor; y que todo ello 
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ocurrió sistemáticamente en el domicilio antes señalado, siempre durante 

horas de la tarde, entre las cuatro y seis, momentos en que no habían 

personas en la casa, hasta que en el año 2017 la menor refiere que el 

acusado la penetró; y que después de que el acusado empezó a abusar 

sexualmente de ella con acceso carnal, paralelamente también le hacía 

tocamientos que consistían en que el acusado cogía la mano de la menor 

para llevarla hacía su miembro viril con la finalidad de que lo masturbara o 

llevaba la cabeza de la menor hacía su pene para que le hiciera sexo oral. 

b. Respecto al delito de violación sexual 

De igual forma, de la investigación seguida se desprende que la menor 

agraviada, cuando empezó a ser víctima de actos contra el pudor desde los 

siete u ocho años, también fue forzada a practicarle sexo oral al acusado 

Jaime Guzmán Barreno, y en el 2017 fue obligada por el acusado, para 

mantener relaciones sexuales por la vía vaginal, para luego tratar de practicar 

sexo anal, sin embargo esto último no lo pudo realizar, y que después de que 

era obligada a mantener relaciones sexuales, el acusado le obligaba a tomar 

una pastilla, asimismo, la menor refirió que el acusado le decía que cuando 

tenía relaciones sexuales con ella todo le salía bien, pero cuando se rehusaba, 

lo salaba, les gritaba a todos los miembros de su familia, que se iban los 

internos de su centro de rehabilitación y que perdía las apuestas que hacía en 

los gallos. 

Que, en la audiencia de Prueba Anticipada realizada el 28 de junio del 2018, 

la menor agraviada manifestó que desde los siete u ocho años, aparte de los 

tocamientos, el citado acusado le obligaba a que le hiciera sexo oral, y que 

en el 2017 el acusado la llamó para que fuera a su cuarto, estaban las luces 

apagadas, y él estaba en su cama y le empezó a bajar el pantalón y la trusa, 

y a pesar de que la menor le decía que no la tocara, el acusado continuaba 

haciéndolo, diciéndole que se relajara porque le iba a gustar, y se bajó el 

pantalón y la trusa, sujetando a la menor de las muñecas, logró penetrarla por 

vía vaginal. Asimismo, la menor refiere que esto ha ocurrido cuatro veces, 

siempre durante horas de la tarde, entre las cuatro y seis, momentos en que no 

habían personas en la casa, y que después de que el acusado terminaba de 

violentarla sexualmente ella se dirigía a bañarse, siendo que luego de quince 

a veinte minutos el acusado la llamaba y le daba un pastilla que era un 

anticonceptivo; y que los abusos sexuales habían ocurrido tres de ellos en el 

cuarto del acusado, y uno, en el cuarto de la menor en circunstancias [en] 
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que se encontraba descansando porque era de madrugada, sujetándola de 

la muñeca para lograr su cometido [sic]. 

1.2. Realizada la audiencia de control de acusación (folios 1 a 2), se emitió 

auto de enjuiciamiento, el veintiocho de noviembre de dos mil 

dieciocho (folios 2 a 3). 

Segundo. Itinerario del juicio en primera instancia  

2.1. Mediante auto de citación de juicio oral (folios 23 a 25), se citó al 

procesado a la audiencia. Una vez instalada, las demás sesiones se 

realizaron con normalidad llevándose a cabo la audiencia de 

lectura de sentencia el veintitrés de marzo de dos mil veinte, 

conforme consta en el acta (folios 148 a 149). 

2.2. Mediante sentencia de primera instancia, del veintitrés de marzo de 

dos mil veinte (folios 200 a 215), se condenó a Jaime Guzmán Barreno 

como autor del delito contra la libertad sexual en la modalidad de 

violación sexual de menor de edad —ilícito tipificado en el inciso 2 del 

Código Penal, concordado con el último párrafo del mismo artículo—, en 

agravio de la menor identificada con las iniciales M. F. G. G.; se le 

impuso la pena de cadena perpetua, y se fijó en S/ 50 000 (cincuenta 

mil soles) el monto por concepto de reparación civil a favor de la 

parte agraviada; con lo demás que al respecto contiene. 

2.3. Contra esta sentencia condenatoria, el sentenciado Jaime Guzmán 

Barreno interpuso recurso de apelación (folios 218 a 237), concedido 

mediante Resolución n.o 19, del treinta y uno de agosto de dos mil 

veinte (folios 238 a 240).  

Tercero. Itinerario del proceso en segunda instancia 

3.1. Culminada la fase de traslado de la impugnación, conforme a la 

Resolución n.o 21, del cinco de noviembre de dos mil veinte (folios 252 

y 253), el Superior Tribunal convocó a audiencia de apelación de 

sentencia, la cual se programó mediante Resolución n.o 22, del 
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dieciséis de diciembre de dos mil veinte (folios 255 y 256), y se realizó 

con normalidad el seis de enero de dos mil veintiuno, conforme se 

aprecia del acta de audiencia de apelación (folios 268 y 269). 

3.2. El dieciocho de enero de dos mil veintiuno, se procedió a realizar la 

audiencia de lectura de sentencia de vista, conforme consta en el 

acta respectiva (folios 270 y 271), mediante la cual se decidió revocar 

el extremo de la sentencia de primera instancia, del veintitrés de 

marzo de dos mil veinte, que condenó al recurrente como autor del 

delito contra la libertad sexual en la modalidad de violación sexual 

de menor de edad, en agravio de la menor de iniciales M. F. G. G., a 

la pena de cadena perpetua; con lo demás que contiene; y, 

reformándola, condenó al recurrente como autor del delito de 

violación sexual —tipificado en el artículo 170, inciso 2, del Código Penal—, y 

le impuso dieciséis años de pena privativa de libertad; con lo demás 

que al respecto contiene. 

3.3. Notificada la resolución emitida por el Superior Tribunal, la 

representante del Ministerio Público interpuso recurso de casación 

(folios 294 a 310), concedido por auto del cinco de marzo de dos mil 

veintiuno (folios 311 a 314). 

Cuarto. Trámite del recurso de casación  

4.1. Elevado el expediente a la Sala Penal Permanente, se corrió traslado 

a las partes, conforme al cargo de entrega de cédulas de 

notificación (folio 77 del cuadernillo formado en esta Suprema Sala). Se señaló 

fecha para calificación del recurso de casación mediante decreto 

del veintidós de julio de dos mil veintidós; reprogramado por decreto 

del veintiséis de agosto de dos mil veintidós. Así, mediante auto de 

calificación del veintinueve de septiembre de dos mil veintidós (folios 

87 a 91 del cuaderno de casación), se declaró bien concedido el citado 

recurso de casación. 
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4.2. En este contexto, instruidas las partes procesales sobre la admisión 

del recurso de casación y el avocamiento del proceso, por decreto 

del diecisiete de enero de dos mil veintitrés, se señaló como fecha 

para la audiencia el trece de febrero del presente año. Instalada la 

audiencia, esta se realizó mediante el aplicativo Google Hangouts 

Meet, con la presencia de las partes procesales. Una vez culminada, 

se produjo la deliberación de la causa en sesión secreta, en virtud 

de la cual, tras la votación respectiva, el estado de la causa es el de 

expedir sentencia, cuya lectura en audiencia privada, mediante el 

aplicativo tecnológico señalado, se efectuará con las partes que 

asistan, en concordancia con el artículo 431, numeral 4, del Código 

Procesal Penal. 

Quinto. Agravios del recurso de casación 

Los fundamentos establecidos por el representante de legalidad en su 

recurso de casación, vinculados a la causal por la que fue declarado 

bien concedido, son los siguientes: 

5.1. La sentencia de vista contiene motivación aparente, porque en ella 

el Tribunal Superior no resolvió dos cuestiones fundamentales que 

fueron objeto del juicio oral, las cuales inciden directamente en la 

pena que correspondería al acusado Jaime Guzmán Barreno por la 

agresión sexual cometida en agravio de su hija desde que esta tuvo 

siete u ocho años de edad. Tampoco se desarrolló pronunciamiento 

alguno respecto a los hechos acaecidos entre los años 2009 y 2017, 

periodo en el que (según su criterio) solo existieron tocamientos en las 

partes íntimas de la menor agraviada. 

5.2. La instancia de mérito adecuó erradamente la declaración de la 

menor agraviada con el tipo penal de violación sexual —tipificado en 

el artículo 170, numeral 2, del Código Penal—, debido a que es falso que 

ella manifestara de forma aislada que fue violada desde los siete u 
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ocho años de edad, según puede apreciarse de la prueba 

anticipada. 

Sexto. Motivo casacional 

Conforme se estableció en el auto de calificación del recurso de 

casación del veintinueve de septiembre de dos mil veintidós, en 

concordancia con su parte resolutiva, el recurso se admitió por la causal 1 

del artículo 429 del Código Procesal Penal; así, se señaló que: 

6.1. El Tribunal Superior vulneró los principios constitucionales de la debida 

motivación de las resoluciones judiciales y el principio de congruencia 

procesal —entre el requerimiento de acusación y lo resuelto por la instancia de 

mérito—, pues la recurrida contiene motivación aparente por las 

siguientes razones: (i) se omitió desplegar fundamentos respecto a los 

hechos ocurridos entre los años 2009 y 2017, esto es, no se resolvió 

sobre las agresiones sexuales producidas en contra de la agraviada, 

desde que tuvo la edad de siete u ocho años; y (ii) el ad quem 

habría variado erradamente el tipo penal de violación sexual de 

menor de edad —tipificado en el artículo 173, numeral 2, del Código Penal, 

concordado con el último párrafo del referido artículo— por el delito de 

violación sexual —tipificado en el artículo 170, numeral 2, del Código Penal—, y 

habría considerado que los hechos narrados por la agraviada sobre 

los sucesos que padeció desde la edad de siete u ocho años solo 

corresponderían a tocamientos indebidos y no a una violación sexual. 

6.2. Adicionalmente, (iii) en la parte introductoria de la sentencia de 

primera instancia, del veintitrés de junio de dos mil veinte (foja 2 del 

cuaderno de casación), el a quo señaló lo siguiente:  

En el juicio que se le sigue por los delitos de actos contra el pudor tipificado 

en el artículo 176 incisos 02 y 03; y, violación sexual de menor de edad, 

tipificado en el artículo 173 inciso 02, concordante con el último párrafo del 

mismo artículo del Código Penal en agravio de menor de edad de iniciales 

M. F. G. G. [Sic].  
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Empero, en la parte resolutiva no se advierte pronunciamiento por el 

delito de tocamientos indebidos, circunstancia en que también se 

encuentra la sentencia de vista, pues solo se hizo referencia al delito 

de violación sexual y no obra argumento alguno respecto al delito 

de tocamientos indebidos. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Primero. Motivación de las resoluciones de resoluciones judiciales 

La motivación de las resoluciones judiciales es la garantía que tiene el 

justiciable frente a la arbitrariedad judicial. El debido proceso implica que 

las decisiones judiciales estén justificadas externa e internamente, esto es, 

que lo que se decida como consecuencia del proceso esté sustentado en 

razones coherentes, objetivas y suficientes, explicitadas en la resolución. 

Esta garantía está expresamente reconocida en el numeral 5 del artículo 

139 de la Constitución Política del Perú, según el cual es principio de la 

función jurisdiccional: “La motivación escrita de las resoluciones judiciales, en todas las 

instancias, excepto los decretos de mero trámite, con mención expresa de la ley aplicable 

y de los fundamentos de hecho en que se sustentan”. Queda claro, entonces, que 

la motivación de las resoluciones judiciales (a) se aplica a todos los casos 

en que se deciden cuestiones de fondo, (b) es un mandato dirigido a 

todos los jueces de las diversas instancias, (c) implica la obligatoriedad de 

fundamentar jurídica (fundamentos de derecho) y fácticamente (fundamentos 

de hecho) la decisión y (d) debe hacerse por escrito, cuando se trata de 

decisiones judiciales de fondo. Esta garantía ha sido materia de 

pronunciamiento en reiterada jurisprudencia, expedida tanto por esta 

Suprema Corte1 como por el Tribunal Constitucional2, sobre las condiciones 

                                                           

1 Acuerdo Plenario n.o 06-2011/CJ-116. 
2 Cfr. sentencia recaída en el Expediente n.o 00728-2008-PHC/TC. 
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o estándares de la motivación y las formas en las que se vulnera esta 

exigencia procesal3. 

Segundo. Sobre la nueva calificación jurídica del hecho  

El Recurso de Nulidad n.o 1005-2014/Callao, del siete de abril de dos mil 

quince, en el fundamento jurídico octavo, precisó lo siguiente: 

Si bien es inmutable el hecho punible imputado por el señor Fiscal Superior en 

la acusación escrita, es posible que el fiscal, en su requisitoria oral o el Tribunal 

de Instancia, de oficio pueda introducir al debate una nueva calificación 

jurídica del hecho incriminado, para lo cual deben concurrir los siguientes 

presupuestos: a) La homogeneidad del bien jurídico tutelado. b) Inmutabilidad 

de los hechos y las pruebas. c) Preservación del derecho de defensa. d) 

Coherencia entre los elementos fácticos y normativos para realizar la correcta 

adecuación al tipo. e) La favorabilidad, sin que ello implique una modificación 

de los hechos […], por tanto, la desvinculación no afecta el derecho de 

defensa y mucho menos el de legalidad [resaltado nuestro]. 

Tercero. Tesis sobre la desvinculación y sus criterios  

El Acuerdo Plenario n.o 4-2007/CJ-116 señala lo siguiente:   

El Tribunal, sin variar o alterar sustancialmente el hecho punible objeto de 

acusación, puede plantear la tesis de desvinculación. Ésta no es necesaria si 

la nueva circunstancia o la distinta tipificación, siempre que respete la 

homogeneidad del bien jurídico protegido, ha sido propuesta expresa o 

implícitamente por la defensa. Tampoco corresponde plantear la tesis para 

introducir una circunstancia atenuante o variar el grado del delito o el título de 

participación, ni cuando se está ante un manifiesto error en la tipificación, 

fácilmente constatable por la defensa [resaltado nuestro]. 

Cuarto. Los criterios de certeza previstos en el Acuerdo Plenario n.o 2-

2005/CJ-116  

Cabe precisar que la declaración de la agraviada, aun cuando esta sea 

la única testigo de los hechos, posee entidad para ser considerada 

prueba válida de cargo y, por ende, virtualidad procesal para desvirtuar 
                                                           

3 Sentencia de Casación n.o 255-2019/Puno. 
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la presunción de inocencia del encausado, siempre y cuando no se 

adviertan razones objetivas que invaliden sus afirmaciones. Esas garantías 

son (a) ausencia de incredibilidad subjetiva (de la cual no se advierta ninguna 

situación de un ánimo de animadversión), (b) verosimilitud (coherencia y solidez de la 

declaración y su corroboración periférica) y (c) persistencia en la incriminación. 

Quinto. Valoración individual y conjunta de los medios de prueba  

Entre otros, se tiene los siguientes:  

a. Mediante el Recurso de Nulidad n.o 1435-2019/Lima, del treinta y uno 

de enero de dos mil veinte, se señaló lo siguiente:  

7.3. Se advierte, sin embargo, que en la sentencia, no se cumplió con efectuar 

una valoración adecuada y completa de la prueba personal actuada en 

juicio, así como tampoco de las documentales y menos aún se contrastó los 

medios de prueba con la tesis defensiva propuesta por el acusado y este 

mismo en su autodefensa. 7.4. Se verifica en la impugnada que en el 

considerando décimo segundo “Corroboraciones periféricas” el Colegiado 

Superior se ha limitado a efectuar un listado de los medios actuados 

consignando un resumen de su contenido, sin haber cumplido con el deber 

de efectuar primero una valoración individual de cada medio y menos aún la 

valoración global, todo lo cual importa una infracción al deber de motivación.  

b. Por medio del Recurso de Casación n.o 1952-2018/Arequipa, del 

veintiocho de octubre de dos mil veinte, se refirió lo siguiente:  

El juez penal, para la apreciación de los medios de prueba, procederá a 

examinarlos primero individual y luego conjuntamente. En la valoración 

individual se otorga un peso probatorio parcial e independiente a cada medio 

de prueba. En su valoración conjunta se deben confrontar todos los medios de 

prueba, para determinar su correlación, coherencia y convergencia respecto 

al objeto del proceso. Tanto en la valoración individual como en la conjunta, el 

juzgador debe explicar el razonamiento utilizado para explicitar el significado 

probatorio. No se satisface esta exigencia con la mera enunciación o glosa 

incipiente o diminuta de los medios de prueba.  
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c. Asimismo, el Tribunal Constitucional, mediante el Expediente n.o 

01025-2012- PA/TC, del seis de marzo de dos mil trece, indicó que: 

“La valoración de la prueba debe estar debidamente motivada por escrito, 

con la finalidad de que el justiciable pueda comprobar si dicho mérito ha sido 

efectiva y adecuadamente realizado”.  

Del derecho a la prueba, refirió lo siguiente:  

Se deriva una doble exigencia para el Juez: en primer lugar, la exigencia del 

Juez de no omitir la valoración de aquellas pruebas que son aportadas por las 

partes al proceso dentro del marco del respeto a los derechos fundamentales 

y a lo establecido en las leyes pertinentes; en segundo lugar, la exigencia de 

que dichas pruebas sean valoradas motivadamente con criterios objetivos y 

razonables. 

ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 

Sexto. La casación interpuesta por representante de la legalidad fue 

declarada bien concedida por vulneración de los principios 

constitucionales de debida motivación de resoluciones jurisdiccionales y 

congruencia procesal. Al respecto, presenta tres cuestionamientos objeto 

de análisis, los cuales son los siguientes:  

a) Se omitieron fundamentos respecto a los hechos ocurridos entre los 

años 2009 y 2017, esto es, no se resolvió sobre las agresiones sexuales 

producidas en contra de la agraviada desde que tuvo la edad de 

siete u ocho años (hecho que es materia de acusación).  

b) El Colegiado Superior habría variado erradamente el tipo penal de 

violación sexual de menor de edad —tipificado en el artículo 173, numeral 

2, del Código Penal, concordado con el último párrafo del mismo artículo— por 

el delito de violación sexual —tipificado en el artículo 170, numeral 2, del 

Código Penal—, y habría considerado que los hechos narrados por la 

agraviada, respecto a los sucesos desde la edad de siete u ocho 
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años, solo corresponderían a tocamientos indebidos y no a una 

violación sexual. Pero tampoco se emitió pronunciamiento alguno. 

c) La sentencia de primera instancia, del veintitrés de junio de dos mil 

veinte (foja 2 del cuaderno de casación). Si bien, en la parte introductoria, 

el a quo señaló lo siguiente:  

En el juicio que se le sigue por los delitos de actos contra el pudor, previsto 

en el artículo 176 incisos 2 y 3 y violación sexual de menor de edad, delito 

previsto en el artículo 173 inciso 2, concordante con el último párrafo del 

mismo artículo del Código Penal, en agravio de menor de edad de 

iniciales M. F. G. G. [Sic]  

En la parte resolutiva no se advierte pronunciamiento por el delito de 

tocamientos indebidos, circunstancia en que se halla la sentencia de 

vista, pues solo hizo referencia al delito de violación sexual y no obra 

argumento alguno respecto al delito de tocamientos indebidos. 

Séptimo. En lo que concierne al primer y segundo cuestionamiento, sobre 

los cuales el Tribunal Superior, en la sentencia de vista, omitió desplegar 

fundamentos sobre los hechos ocurridos entre los años 2009 y el 2017, esto 

es, que no resolvió sobre las agresiones sexuales producidas en contra de 

la agraviada desde que tuvo la edad de siete u ocho años, y que habría 

variado erradamente el tipo penal de violación sexual de menor de edad 

al delito de violación sexual. Así, la sentencia de vista indicó lo siguiente:  

2.11 Al examen de esta declaración, se aprecia que la menor agraviada al 

inicio de esta afirmó que su padre la violó desde los 7 u 8 años y agregó que le 

obligaba a hacerle sexo oral. Sin embargo, en el decurso de su declaración 

de manera específica ha sostenido que desde esa edad el acusado comenzó 

a efectuarles tocamientos en sus pechos, piernas y vagina, y después [h]a 

afirmado que cuando estaba en primer año de secundaria el acusado la llevó 

a su cuarto le bajó el pantalón y la trusa y empezó a sobarse con su vagina, 

dando mayores detalles de las circunstancias de este hecho. Agregando que 

esos actos de tocamientos han continuado con los años y en el año 2017 en 

horas de la noche en el cuarto del acusado le metió el pene en su vagina, y 
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aportando mayores detalles de este grave hecho delictivo, ha sostenido que 

este tipo de hechos ha ocurrido en ese año unas cuatro veces, en la forma 

que ha relatado cuando estaban solos en su casa; y entre todo ello el 

acusado le hacía que le masturbe y que le haga el sexo oral. 

2.12 Este relato aportado por la menor agraviada resulta consistente y sólido 

en cuanto sindica al acusado, su padre, como autor de tocamientos 

indebidos en sus partes íntimas desde que tenía siete años hasta cuando tenía 

quince años en que contó estos hechos a su hermana y su madre. A su vez, 

resulta firme, el hecho que fue violada vía bucal y vaginal por el acusado. 

2.13 Sin embargo, siendo que, en este caso, se le imputa al acusado haber 

cometido el delito de violación vía vaginal y bucal cuando la menor tenía 

menos de 14 años tomando como referencia la propia versión de la 

agraviada que la violación vía vaginal ha sido cometida por su padre en el 

año 2017, se colige que esos hechos se han cometido cuando ella tenía más 

de 14 años, desde que, según la partida de nacimiento, de folios 20 del 

cuaderno anexo al principal, nació el 19 de junio de 2002. De igual manera, se 

infiere que en ese lapso se han producido los hechos que configuran la 

violación vía bucal, por cuanto la menor agraviada en el desarrollo de su 

declaración cuando relata los hechos ocurridos en el año 2017 procedió a 

relatar los actos de masturbación y sexo que le obligaba a hacer el acusado.  

[…] 

2.15 Así las cosas, se advierte que en la sentencia apelada no se ha 

examinado correctamente la declaración de la agraviada en cuanto a la 

temporalidad de la comisión de los hechos, en tanto, este dato resulta 

relevante para la configuración típica del delito de violación sexual de menor 

de edad (173 CP) que ha postulado el representante del Ministerio Público; 

que por cierto, no ha cumplido con acreditar más allá de toda duda razonable 

que esos hechos se cometieron cuando tenía menos de catorce años, desde 

que al momento de tomar esa declaración, que es la base probatoria de este 

caso, ha tenido la oportunidad de obtener información, si bien no precisa, pero 

por lo menos referencial, de la temporalidad de los hechos para relacionarlo 

con la edad de la menor. Por consiguiente, los hechos configuradores de la 

violación vía vaginal y anal, cometidos por el acusado en agravio de su menor 

hija configuran el delito de violación sexual previsto en el artículo 170, inciso 2, 

del Código Penal y no el delito previsto en el artículo 173 del CP por el que se 

ha impuesto sentencia condenatoria al acusado apelante. 
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[…] 

2.24 En ese orden, con la declaración contextualizada y persistente de la 

víctima, corroborada con la historia clínica, la pericia médica y psicológica de 

la agraviada y con declaraciones de su hermana y madre se ha llegado a 

determinar que el acusado es autor del delito de violación sexual en agravio 

de su hija, previsto en el artículo 170.2 [d]el CP [Código Penal], y no del delito 

previsto en el artículo 173 del CP [Código Penal]; por lo que corresponde 

determinar si en este estadio procesal resulta procedente la desvinculación 

procesal. 

[…] 

2.27 En ese orden, este marco jurídico habilita a este colegiado, en función del 

principio de exhaustividad y del principio de legalidad, a modificar la 

calificación jurídica del hecho materia de autos, por cuanto el bien jurídico 

tutelado por el artículo 170 Código Penal que es la libertad sexual de la 

agraviada resulta homogéneo a la indemnidad sexual que tutela el tipo penal 

previsto en el artículo 173 postulado por la fiscalía, al formar parte del capítulo 

sobre violación sexual que prevé el Código Penal; además, no concurre 

ninguna indefensión al acusado, desde que al haber alegado inocencia, ha 

debatido todos los puntos materia de acusación [sic]. [Resaltado nuestro]. 

Octavo. Sobre el primer cuestionamiento, en la sentencia de vista (en el 

punto 2.12), el Tribunal Superior indicó que resulta firme el hecho de que la 

menor agraviada fue ultrajada por el acusado, por vía bucal, desde que 

tenía siete años. Sin embargo, a través de una motivación aparente e 

ilógica, infirió de tal versión de la menor agraviada que la violación, por 

vía vaginal, por parte de su padre fue recién en el año 2017, cuando ella 

tenía más de 14 años —conforme la partida de nacimiento, la menor tenía quince 

años, aproximadamente— y que en ese lapso de tiempo fue obligada a 

realizarle al acusado sexo oral. Así, el Tribunal Superior interpretó errada y 

descontextualizadamente los hechos señalados como prueba 

anticipada por la menor agraviada, en su entrevista única de cámara 

Gesell, introducidos válidamente al proceso penal. Además, omitió 

sustentar razonadamente los motivos por los cuales no otorgó 
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verosimilitud a lo dicho por la víctima sobre las vejaciones sexuales que 

padeció desde que tenía siete u ocho años de edad. 

En ese sentido, es patente que el Colegiado Superior efectuó un 

razonamiento vago, genérico e impreciso, dejando inexplicados los 

hechos de acceso carnal por vía bucal en contra de la agraviada, 

cuando esta contaba con siete u ocho años de edad. La aludida omisión 

—al no haber efectuado el análisis sobre las agresiones sexuales en contra de la menor 

por los hechos ocurridos entre los años 2009 y 2017— evidencia una falta de 

motivación de la resolución judicial. 

Noveno. A su vez, respecto al segundo cuestionamiento sobre la 

desvinculación jurídica realizada por el Tribunal Superior, esta se realizó 

con alteración del sustrato fáctico contenido en el requerimiento 

acusatorio, quebrantándose los presupuestos previstos en el Acuerdo 

Plenario n.o 4-2007/CJ-116, esto es, se vulneró la inmutabilidad de los 

hechos y la coherencia entre los elementos fácticos y normativos para 

realizar la correcta adecuación al tipo; porque a partir de tal 

razonamiento errado —conforme se advierte en los puntos 2.15, 2.24 y 2.27 de la 

sentencia de vista— el Tribunal Superior generó y efectuó una calificación 

jurídica distinta del mismo hecho e, incluso, indicó que el representante 

de la legalidad no cumplió con acreditar, más allá de toda duda 

razonable, que los hechos se cometieron cuando la menor agraviada 

tenía menos de catorce años y englobó típicamente los hechos en el 

delito de violación sexual —previsto en el artículo 170, inciso 2, del Código Penal—, 

sin considerar la sindicación de la menor agraviada —recabada como 

prueba anticipada (cámara Gesell) y con presencia de la defensa técnica del 

acusado—, quien de manera contundente señaló que desde los siete u 

ocho años, aproximadamente, fue víctima de violación sexual (sexo oral) 

por el encausado. Tampoco explicó los cuestionamientos que le 

generarían una duda razonable sobre lo dicho por la víctima, ya que, 

conforme a la narrativa de esta última, los hechos se calificaron como 
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delito de violación sexual de menor de edad —tipificado en el artículo 173, 

numeral 2, del Código Penal, concordado con el último párrafo del mismo artículo—. 

Como es patente, ante la desvinculación del tipo penal efectuada por el 

Colegiado Superior, se incurre en motivación aparente, por cuanto no se 

precisaron las razones por las cuales no dio suficiente valor probatorio a la 

incriminación de la menor agraviada y, por el contrario, se limitó tan solo a 

señalar que el titular de la acción penal no probó la violación desde que la 

agraviada contaba con siete u ocho años de edad, pese a que tal 

incriminación está respaldada con la Pericia Psicológica n.o 002089-2018-

PSC, practicada a la agraviada, la cual, entre otros, concluye lo siguiente: 

“Indicadores de afectación emocional, asociado a estresor de tipo psicosexual”; 

además, no se tuvo en cuenta lo señalado por la perito suscribiente del 

aludido documento, Carmen Cecilia García Díaz, quien señaló en el 

plenario, el diecinueve de febrero de dos mil veinte (foja 176), que la menor 

refirió con detalles que tuvo manifestaciones emocionales, lloró en algunos 

momentos al describir situaciones de contexto sexual, y lo que declaró 

guardó coherencia; además, indicó que la menor describió las situaciones 

de abuso sexual —fue muy descriptiva— e identificó a su progenitor. 

Décimo. En lo referente al tercer cuestionamiento —que la sentencia de 

primera instancia señaló que “en el juicio que se le sigue por los delitos de Actos contra el 

Pudor, previsto en el artículo 176 incisos 02 y 03 y violación sexual de menor de edad, 

delito previsto en el artículo 173, inciso 02, concordante con el último párrafo del mismo 

artículo del Código Penal en agravio de menor de edad de iniciales M. F. G. G.” [Sic]—, 

en la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia no se advierte 

pronunciamiento por el delito de tocamientos indebidos; en esa misma 

circunstancia se encuentra la sentencia de vista, pues solo se hizo 

atingencia al delito de violación sexual, y no existe ningún argumento 

respecto al delito de tocamientos indebidos.  

Sobre la omisión señalada precedentemente, el representante de la 

legalidad la consintió, al no haberse cuestionado la primera sentencia en 
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tal extremo, mediante recurso de apelación, impugnación que habría 

habilitado la posibilidad de su análisis. En vista de ello, el Tribunal Superior, 

en sentencia de vista, tampoco efectuó razonamiento alguno al 

respecto, pues no fue objeto de impugnación; es más, el sentenciado fue 

el único que recurrió la sentencia de primera instancia. En consecuencia, 

en cuanto el tercer cuestionamiento no fue deducido como fundamento 

en un recurso de apelación, debe de ser desestimado, conforme lo prevé 

el artículo 428, numeral 1, literal d, del Código Procesal Penal. 

Decimoprimero. En tal virtud, al haberse quebrantado el precepto 

constitucional de debida motivación de las resoluciones jurisdiccionales 

—que forma parte del contenido constitucional protegido—. La casación debe ser 

amparada, pues se configura la causal 1 del artículo 429 del Código 

Procesal Penal. En consecuencia, es menester casar la sentencia de vista, 

a fin de que un nuevo Colegiado Superior se pronuncie motivadamente 

respecto a las cuestiones señaladas precedentemente, de conformidad 

con el artículo 433, numeral 1, del acotado cuerpo legal. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos integrantes de la Sala 

Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República: 

I. DECLARARON FUNDADO en parte el recurso de casación 

interpuesto por la representante del Ministerio Público, por la causal 

1 del artículo 429 del Código Procesal Penal, contra la sentencia de 

vista, del dieciocho de enero de dos mil veintiuno (folios 274 a 287), 

que revocó el extremo de la sentencia de primera instancia, del 

veintitrés de marzo de dos mil veinte (foja 2 del cuadernillo), que 

condenó a Jaime Guzmán Barreno como autor del delito contra la 

libertad sexual-violación sexual de menor de edad, en agravio de 

la menor de iniciales M. F. G. G., a la pena de cadena perpetua; 
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con lo demás que contiene; y, reformándola, condenó al 

sentenciado como autor del delito de violación sexual —tipificado en 

el artículo 170, inciso 2, del Código Penal— y le impuso dieciséis años de 

pena privativa de libertad. En consecuencia, CASARON la 

sentencia de vista (folios 274 a 287). 

II. ORDENARON que otro Colegiado realice nueva audiencia de 

apelación, atendiendo la parte considerativa de la presente 

ejecutoria, fundamentos de derecho octavo y noveno.  

III. DISPUSIERON que se remitan las actuaciones al Tribunal Superior para 

que proceda conforme a ley y se publique la presente sentencia 

casatoria en la página web del Poder Judicial. Hágase saber a las 

partes procesales apersonadas en esta sede suprema.  

Intervinieron los señores jueces supremos Villa Bonilla y Neyra Flores por 

impedimento de los señores jueces supremos Luján Túpez y Carbajal 

Chávez. 

SS. 

SAN MARTÍN CASTRO 

VILLA BONILLA 

NEYRA FLORES 

ALTABÁS KAJATT 

SEQUEIROS VARGAS 

 

AK/egtch    
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   RECURSO CASACIÓN N.° 1620-2021/AREQUIPA 

PONENTE: CÉSAR SAN MARTÍN CASTRO 

 
 

Título. Violación sexual y robo con agravantes. Subsunción normativa 
Sumilla. 1. El razonamiento de los jueces de mérito solo tomó en cuenta el momento 
mismo de la exigencia de la entrega del celular, sin siquiera destacar cómo se 
desarrolló el acontecimiento mismo del desapoderamiento de ese bien mueble. No 
advirtió, primero, la tenencia de la navaja; segundo, lo sucedido momentos antes en 
un marco temporal precedente y continuado –la agraviada estaba absolutamente 
disminuida luego de ser amenazada con arma blanca y violada (acceso carnal por 
vía bucal y vaginal) en un lugar desolado–; y, tercero, la situación de la víctima en 
esos momentos y la continuidad e insistencia de las amenazas. 2. Desde las 
exigencias típicas del delito de robo, se tiene, primero, que la víctima perdió el 
poder de su celular y el imputado, tras el desapoderamiento, dispuso del referido 
bien –asumió poder sobre él, quitó el celular de la esfera de custodia de la                             
víctima–, contó con la posibilidad de ejercer acciones materiales sobre la res 
furtiva y se lo llevó consigo apartándose del teatro de los hechos –el ánimo de 
posesión es patente–; segundo, que el desapoderamiento fue ilegítimo: no hubo una 
entrega voluntaria del celular y, tercero, que el sujeto activo en su ejecución utilizó, 
entre otros medios comisivos, amenazas contra la vida o integridad física de la 
víctima (ésta ha de emplearse para verificar el desapoderamiento del bien y debe 
entenderse como un acto de intimidación destinado a viciar la libre decisión de la 
voluntad del sujeto pasivo en cuanto a la disposición de la cosa; se desarrolla para 
lesionar la capacidad de decisión del sujeto pasivo de actuar en defensa del bien 
mueble que se pretende sustraer, como puntualizó la STSE 373/2002, de 28 de 
febrero). También es factible, según postuló en su día QUINTANO RIPOLLES, la 
denominada intimidación implícita, que es aquella que ni siquiera se expresa, sino que 
se infiere de la propia situación de superioridad o privilegio que ostenta el sujeto 
activo frente al pasivo. 3. Como quiera que los hechos declarados probados no 
están en discusión, solo su alcance jurídico penal es posible dictar una sentencia 
rescindente y rescisoria –para su dilucidación no hace falta no es necesario un 
nuevo debate, como reza el artículo 433, apartado 1, del CPP, tal como en 
supuestos similares ha sido reconocido por el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos y la casación española. 
 
 

–SENTENCIA DE CASACIÓN– 
 
Lima, veintiuno de junio de dos mil veintitrés 

 
VISTOS; en audiencia privada: el recurso de casación, por 

las causales de infracción de precepto material y vulneración de la garantía de motivación, 
interpuesto por el señor FISCAL SUPERIOR DE AREQUIPA contra la sentencia de 
vista de fojas ciento setenta y ocho, de cuatro de junio de dos mil veintiuno, 
que confirmando en un extremo y revocando en otro la sentencia de primera 
instancia de fojas ciento uno, de uno de marzo de dos mil veintiuno, absolvió a 
Yens Jhojan Loayza Álvarez de la acusación fiscal formulada en su contra por 
delito de robo con agravantes en agravio de Y.D.P. y lo condenó como autor del 
delito de violación sexual real en agravio de Y.D.P. a ocho años de pena 
privativa de libertad, inhabilitación y tratamiento terapéutico, así como al pago 
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de diez mil soles por concepto de reparación civil; con todo lo demás que al 
respecto contiene. 
Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO. 
 

FUNDAMENTOS DE HECHO 
 

PRIMERO . Que el señor fiscal provincial de la Segunda Fiscalía Provincial 
Penal Corporativa de Paucarpata – Despacho de Decisión Temprana por 
requerimiento de fojas treinta y dos, de seis de agosto de dos mil veinte, 
formuló acusación contra YENS JHOJAN LOAYZA ÁLVAREZ como autor en 
concurso real de los delitos de violación sexual y robo con agravantes en agravio 
de Y.D.P., y solicitó se le imponga catorce años de privación de libertad por el 
delito de violación sexual y doce años de privación de libertad por el delito de 
robo con agravantes, esto es, tratándose de un concurso real, un total de 
veintiséis años de pena privativa de libertad e inhabilitación por igual tiempo 
que la pena principal, así como al pago total de veinte mil soles por concepto 
de reparación civil: dieciséis mil soles por el delito de violación sexual y 
cuatro mil soles por el delito de robo con agravantes. 
∞ El Tercer Juzgado de Investigación Preparatoria de Paucarpata, luego de la 
audiencia preliminar de control de acusación, por auto de fojas cuarenta y 
seis, de veintitrés de noviembre de dos mil veinte, declaró la procedencia del 
juicio oral.   
 
SEGUNDO. Que el Juzgado Penal Colegiado para delitos asociados a la 
Violencia contra las Mujeres e Integrantes del Grupo Familiar profirió, tras el 
juicio oral, privado y contradictorio, la sentencia de primera instancia de fojas 
ciento uno, de uno de marzo de dos mil veintiuno, que condenó al citado 
YENS JHOJAN LOAYZA ÁLVAREZ como autor del delito de violación sexual real 

en agravio de Y.D.P. a doce años de pena privativa de la libertad, 
inhabilitación y tratamiento terapéutico, así como al pago de diez mil soles 
por concepto de reparación civil. Por otro lado, lo absolvió de la acusación 
fiscal por delito de robo con agravantes en agravio de Y.D.P., sin fijar monto 
alguno por concepto de reparación civil. 
  
TERCERO. Que interpuesto recurso de apelación por el imputado y el señor 
fiscal provincial por escritos de fojas ciento veintinueve, de veinticinco de 
marzo de dos mil veintiuno, y ciento treinta y nueve, de veintiséis de marzo 
de dos mil veintiuno, respectivamente, ambos fueron concedidos por auto de 
fojas ciento cuarenta y ocho, de treinta de marzo de dicho año.  
∞ Elevada la causa la Tribunal Superior, declarados bien concedidos ambos 
recursos y cumplido el  procedimiento impugnatorio, se emitió la sentencia de 
vista de fojas ciento setenta y ocho, de cuatro de junio de dos mil veintiuno, 
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que confirmando en un extremo y revocando en otro la sentencia de primera 
instancia de fojas ciento uno, de uno de marzo de dos mil veintiuno, absolvió a 
YENS JHOJAN LOAYZA ÁLVAREZ de la acusación fiscal formulada en su 
contra por el delito de robo con agravantes en agravio de Y.D.P. y lo condenó 
como autor del delito de violación sexual real a ocho años de pena privativa de 
la libertad, inhabilitación y tratamiento terapéutico, así como al pago de diez 
mil soles por concepto de reparación civil. 
∞ Contra la referida sentencia de vista el FISCAL SUPERIOR interpuso recurso 
de casación.  
 
CUARTO . Que las sentencias de mérito declararon probados los siguientes 
hechos:  

A. El acusado LOAYZA ÁLVAREZ el dieciocho de febrero de dos mil veinte, 
a las veintitrés horas y cincuenta minutos aproximadamente, contactó 
con la agraviada de iniciales Y.D.P., de veintidós años de edad, por 
medio de un anuncio de empleos de la página de Facebook, a quien le 
ofreció un supuesto empleo de secretaria de la empresa MADERSA en 
Arequipa, con una remuneración de un mil seiscientos soles mensuales, 
a la vez que la citó para una entrevista y entrega de su currículo vitae en 
la Plaza de Armas de Socabaya, para el día siguiente, entre las diecisiete 
horas y treinta minutos y las dieciocho horas.  

B. El día diecinueve de febrero de dos mil veinte, como a las dieciocho 
horas, la agraviada Y.D.P. y el imputado Loayza Álvarez se encontraron 
en el lado norte de la Plaza de Socabaya –Avenida Salaverry P.T. 
Socabaya–. El citado imputado le pidió su currículo vitae a la agraviada 
y le dijo que fueran a la oficina que estaba ubicada más abajo como 
yendo a la chacra. Es así que caminaron hacia esa dirección por el 
pasaje Miguel Grau, por la avenida Salaverry y el pasaje el                                 
Pasto-Socabaya, hasta llegar cerca de canales de regadío y terrenos de 
cultivo (chacras). 

C. En un determinado momento el imputado abrazó a la agraviada con el 
brazo derecho y le colocó en el cuello lado izquierdo una navaja que 
empuñaba en la mano derecha, así como le dijo que si hacía algo la 
acuchillaría. En esas condiciones el imputado llevó a la agraviada por 
una abertura de un cerco hacia terrenos de cultivo (chacras) cruzando por 
alfalfares, terrenos de cultivo, matorrales y maizales. Después de recorrer 
un kilómetro de distancia aproximadamente, cruzaron una torrentera con 
pequeños estancamientos de agua denominado “La Huaylla”, llegando 
por su margen izquierda hasta una zona eriaza con presencia de arbustos 
y árboles seguida de restos de muro de piedras, al parecer de las bases de 
una vivienda antigua, y terrenos de cultivo, hasta llegar al medio de dos 
sembríos de maíz. Era un lugar oscuro y desolado, donde el encausado 
amenazó de muerte a la agraviada para obligarla a hacerle sexo oral y 
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exigirle que se saque la blusa, los zapatos y la cartera. Ante su negativa 
nuevamente la amenazó, a lo que víctima, intimidada, aceptó hacer todo 
lo que le pida a la vez que le suplicó deje a un lado la navaja que el 
imputado sostenía en su mano. 

D. El imputado Loayza Álvarez exigió que la agraviada Y.D.P. se siente, 
luego se desabrochó el pantalón, la amenazó de muerte y le introdujo su 
pene en la boca, haciéndola succionar (felatio), circunstancias en que ella 
se percató que el acusado tenía zapatos con punta de acero color negro. 
Acto seguido, el citado imputado obligó a la agraviada a sacarse la 
chompa, blusa y brasier, le bajo su pantalón y ropa interior, la colocó de 
espaldas y la ultrajo sexualmente introduciendo su pene dentro de la 
vagina, a la vez que sostenía la navaja con la mano izquierda a la altura 
del cuello de la agraviada y con la mano derecha le tocaba el seno 
derecho, hasta eyacular dentro de su vagina.  

E. Luego de ello, siendo las dieciocho horas y treinta minutos 
aproximadamente, el imputado le dijo a la agraviada que se vistiera, que 
tenía hambre y que se fueran del lugar. Ambos caminaron en la misma 
zona, y en la oscuridad, mientras él seguía con la navaja en la mano 
izquierda, nuevamente la amenazó de muerte. Cuando le preguntó al 
imputado si podía irse del lugar, éste nuevamente la amenazó de muerte, 
a ella y a su familia, exigiéndole que guarde silencio de lo ocurrido pues 
tenía su foto en el Messenger. 

F. El encausado Loayza Álvarez, siempre premunido con la navaja, con voz 
fuerte y amenazante exigió a la agraviada Y.D.P., hasta en dos 
oportunidades, que   le entregue su teléfono celular, a lo que ella accedió 
(se trató de un celular, marca Samsung A veinte, color rojo, con protector 
color turquesa con brillantina). Tras la entrega de su celular la agraviada 
observó a lo lejos una pequeña luz que se prendía y apagaba, por lo que 
se alejó rápidamente del imputado hacia otra dirección y logró acercarse 
hacia la referida luz, percatándose que provenía de una persona de sexo 
masculino que llevaba una linterna en la cabeza, quien la auxilió. El 
imputado huyó del lugar, y la agraviada pudo trasladarse a la comisaria 
de Socabaya, donde interpuso la denuncia correspondiente. 

G. El veinte de febrero de dos mil veinte, día siguiente de los sucesos 
delictivos antes expuesto, en el curso de las diligencias de investigación 
realizadas y a propósito del rastreo del teléfono celular de la agraviada 
pudo capturarse al imputado por las inmediaciones del parque Umachiri 
del distrito de Mariano Melgar, en cuyo poder se encontró el celular en 
cuestión en uno de los bolsillos de su pantalón. 

 
QUINTO . Que el señor FISCAL SUPERIOR DE AREQUIPA en su escrito de recurso 
de casación de fojas ciento noventa y cuatro, de diecisiete de junio de dos mil 
veintiuno, invocó como motivos de casación infracción de precepto material y 
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vulneración de la garantía de motivación (artículo 429, incisos 3 y 4, del 
Código Procesal Penal –en adelante, CPP–). Sostuvo que se aplicó 
erróneamente el artículo 189, numerales 2 y 3, del Código Penal, al absolverse 
al imputado pese a que se declaró probado que éste, luego de la agresión 
sexual, sustrajo a la víctima su teléfono celular, obviando las circunstancias de 
contexto; que el Tribunal Superior no realizó un análisis completo de la 
argumentación llevada a cabo por el Juzgado Penal; que la motivación fue 
ilógica para justificar la absolución por el delito de robo con agravantes.   
 
SEXTO . Que, cumplido el trámite de traslado a las partes recurridas, este 
Tribunal de Casación, por Ejecutoria Suprema de fojas ochenta y ocho, de 
once de noviembre de dos mil veintidós, del cuaderno formado en esta sede 
suprema, declaró bien concedido el recurso de casación por las causales de 
infracción de precepto material y vulneración de la garantía de motivación: artículo 429, incisos 
3 y 4, del CPP.  
 
SÉPTIMO . Que, instruido el expediente en Secretaría, presentado por la 
Fiscalía Suprema el requerimiento ampliatorio de trece de junio último, y 
señalada fecha para la audiencia de casación el día catorce de junio del 
presente año, ésta se realizó con la concurrencia de la señora Fiscal Adjunta 
Suprema en lo Penal, doctora Gianina Rosa Tapia Vivas, cuyo desarrollo 
consta en el acta correspondiente.  
 
OCTAVO . Que, cerrado el debate, deliberada la causa en secreto ese mismo 
día, de inmediato y sin interrupción, y producida la votación respectiva, se 
acordó por unanimidad pronunciar la correspondiente sentencia de casación en 
los términos que a continuación se consignan. Se programó para la audiencia 
de lectura de la sentencia el día de la fecha. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
PRIMERO . Que el análisis de la censura casacional desde las causales de 
infracción de precepto material y vulneración de la garantía de motivación, estriba en 
determinar si, dados los hechos declarados probados, es posible subsumirlos, 
concurrentemente, en el delito de robo con agravantes al haberse apoderado, 
bajo amenazas, del celular de la víctima, el cual fue incautado cuando lo tenía 
en su poder, al día siguiente de los hechos. 
 
SEGUNDO. Que no está en discusión que el imputado Loayza Álvarez, tras la 
violación cometida, exigió a la agraviada Y.D.P., blandiendo la navaja, le 
entregue su celular, para lo cual le exigió con voz fuerte que se lo dé. El 
contexto de los hechos, es, desde luego, fundamental. El arma blanca y las 
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amenazas consiguientes –de muerte, incluso–, luego de llevar a la agraviada a 
un lugar desolado, no pueden excluirse de la situación de intimidación grave 
en la que estaba sometida la víctima, así como tampoco que, luego de 
violarla, le exigió silencio bajo amenaza de muerte a ella y su familia. El 
imputado no solo accedió al celular de la agraviada en este contexto, sino que 
huyó con él y lo tenía consigo y prendido cuando, al día siguiente, fue 
ubicado y capturado por la policía. 
∞ El razonamiento de los jueces de mérito solo tomó en cuenta el momento 
mismo de la exigencia de la entrega del celular, sin siquiera destacar cómo se 
desarrolló el acontecimiento mismo del desapoderamiento de ese bien 
mueble. No advirtió, primero, la tenencia de la navaja; segundo, lo sucedido 
momentos antes en un marco temporal precedente y continuado –la agraviada 
estaba absolutamente disminuida luego de ser amenazada con arma blanca y 
violada (acceso carnal por vía bucal y vaginal) en un lugar desolado–; y, 
tercero, la situación de la víctima en esos momentos y la continuidad e 
insistencia de las amenazas. 
 
TERCERO. Que, desde las exigencias típicas del delito de robo, se tiene lo 
siguiente: Primero, que la víctima perdió el poder de su celular y el imputado, 
tras el desapoderamiento, dispuso del referido bien –asumió poder sobre él, 
quitó el celular de la esfera de custodia de la víctima– y, además, contó con la 
posibilidad de ejercer acciones materiales sobre la res furtiva y se lo llevó 
consigo apartándose del teatro de los hechos –el ánimo de posesión, en suma, 
es patente–. Segundo, que el desapoderamiento fue ilegítimo: no hubo una 
entrega voluntaria del celular [RAMÍREZ, NICOLÁS D. – MACKINTACH , 
JULIETA y otros: Curso de Derecho Penal Parte Especial, Editorial BdeF, 
Buenos Aires, 2023, pp. 234, 235 y 250]. Tercero, que el sujeto activo en su 
ejecución utilizó, entre otros medios comisivos, amenazas contra la vida o 
integridad física de la víctima.  
∞ Respecto a este último requisito, la amenaza ha de emplearse para verificar 
el desapoderamiento del bien, y debe entenderse como un acto de 
intimidación destinado a viciar la libre decisión de la voluntad del sujeto 
pasivo en cuanto a la disposición de la cosa. Ésta se desarrolla para lesionar la 
capacidad de decisión del sujeto pasivo de actuar en defensa del bien mueble 
que se pretende sustraer, como puntualizó la STSE 373/2002, de veintiocho 
de febrero. Es, en suma, el efecto psicológico causado en la víctima que se 
materializa en el temor que causa la amenaza explícita o implícita de un mal 
inmediato de entidad suficiente para vencer la voluntad de aquella y que la 
determina a entregar la cosa. La intimidación, por lo demás, debe concurrir en 
el proceso de ejecución del apoderamiento, para lograrlo, facilitarlo o 
asegurarlo [BENÍTEZ ORTUZAR, IGNACIO y otros: Sistema de Derecho Penal 
Parte Especial, 2da. Edición, Editorial Dykinson, Madrid, 2016, p. 463]–.  
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∞ También es factible, según postuló en su día QUINTANO RIPOLLES, la 
denominada intimidación implícita, que es aquella que ni siquiera se expresa, sino 
que se infiere de la propia situación de superioridad o privilegio que ostenta el 
sujeto activo frente al pasivo [BLANCO LOZANO, CARLOS y otros: Tratado de 
Derecho Penal Español, Tomo II, Volumen 1, J.J. Bosch Editor, Barcelona, 
2005, pp. 449 a 452]. Puntualiza al respecto QUINTERO OLIVARES que dentro 
de este supuesto típico también caben las intimidaciones “psicológicas” que 
aprovechan circunstancias de lugar o tiempo; y, acota: “Por ejemplo: un 
individuo joven y fuerte le espeta un: ‘dame todo lo que lleves’ a una persona mayor 
en una calle solitaria y de noche. No se expresa amenaza alguna de modo concreto, 
pero esa amenaza está tácitamente presente, y sin grandes esfuerzos dialécticos, por 
factores sociológicos sobradamente conocidos. La jurisprudencia también acepta 
esta forma de intimidación sin necesidad que se profiera amenaza alguna (STSE de 
14 de noviembre de 1981), que señala las ideas de ‘palabras y actitudes coincidentes 
con circunstancias de soledad y superioridad física’” [QUINTERO OLIVARES, 
GONZALO (director): Comentarios a la Parte Especial del Derecho Penal, 
2da. Edición, Editorial Aranzadi, Pamplona, 1999, p. 489] –en estos mismos 
términos se pronunció la STSE de 23 de octubre de 2008–. Lo importante es 
que se doblegue la voluntad de quien tiene la cosa [BENÍTEZ ORTÚZAR, 
IGNACIO y otros: Ibidem, p. 468]. 
 
CUARTO . Que, en tal virtud, debe ratificarse que la vis compulsiva tendrá 
eficacia según las condiciones y circunstancias existenciales del sujeto pasivo 
[SALINAS SICCHA, RAMIRO: Derecho Penal Parte Especial, Volumen II, 4ta. 
Edición, Editorial Grijley, Lima, 2010, p. 944]. En el presente caso no puede 
dejar de resaltarse la tenencia del arma blanca y exigencia en voz alta del 
imputado para que la víctima le entregue el celular, en un contexto en que 
inmediatamente antes había ocurrido un acto de violación sexual para lo cual 
se la había amenazado con un arma blanca y conducido contra su voluntad a 
un lugar desolado. El prevalimiento ejercitado contra la agraviada en estas 
condiciones era patente y la superioridad física del imputado igualmente 
evidente. 
∞ A ello se agrega, como circunstancias de agravación específica, tanto el lugar 
desolado y ya de noche en que se produjo el hecho como la tenencia de un 
arma blanca que desde la perspectiva subjetiva de la víctima se entendió 
como un anuncio implícito de posible ataque a su integridad en caso de 
oposición (ex artículo 189, primer parágrafo, numerales 2 y 3, del Código 
Penal). 
∞ Por último, el robo se produjo tras la ejecución de la violación sexual real, 
luego, se está ante un concurso real de delitos, por lo que es aplicable el 
artículo 50 del Código Penal. Así lo postuló el Ministerio Público. 
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QUINTO . Que, por tanto, la absolución por el delito de robo con agravantes 
importó una errónea interpretación y aplicación de lo dispuesto en los 
artículos 188 y 189, primer parágrafo, numerales 2 y 3, del Código Penal, así 
como una motivación irrazonable de la situación de hecho que se dio por 
probada, descontextualizando lo ocurrido y aislando indebidamente hechos y 
pruebas pese a ser un suceso histórico unitario. Se vulneró el principio lógico 
de razón suficiente, descuidándose que existía una razón suficiente –un 
conjunto de causas o razones– que permitían inferir razonablemente que se 
trató de una intimidación con entidad suficiente para quebrar la oposición de 
la víctima.  
∞ Como quiera que los hechos declarados probados no están en discusión, 
solo su alcance jurídico penal es posible dictar una sentencia rescindente y 
rescisoria –para su dilucidación no es necesario un nuevo debate, como reza 
el artículo 433, apartado 1, del CPP, tal como en supuestos similares ha sido 
reconocido por la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
[SSTEDH asuntos Vilanova Goterris y Llop García vs. España, de 27 de 
noviembre de 2012; Serrano Contreras vs. España, de 20 de marzo de 2012; y 
Lacadena Calero vs. España, de 22 de noviembre de 2011], así como por la 
casación española: SSTSE 865/2015, de 14 de enero de 2016; 517/2013, de 
17 de junio; y 645/2014, de 6 de octubre–.  
∞ Esta doctrina jurisprudencial permite una primera condena en casación solo 
cuando se trata del motivo de infracción de precepto material y se realice el 
juicio de subsunción sin alterar los hechos, externos e internos, sin revalorar 
la prueba actuada. Cuando no se rectifiquen los hechos y solo es de rigor un 
análisis del alcance del tipo delictivo y la subsunción del mismo a los mismos 
hechos declarados probados –incluso en dos instancias–, desde luego es 
evidente que no cabe una nueva audiencia; el juicio rescisorio se impone. 
∞ Para ello debe tomarse como límite penológico el mínimo legal para 
conminado para la figura penal en cuestión en función a la acusación fiscal, 
sin perjuicio del tratamiento terapéutico a que hace referencia el artículo 178-
A del Código Penal, y de la pena de inhabilitación definitiva consiguiente por 
tratarse de la comisión de un delito de violación sexual, conforme al artículo 
36, numeral 9, literal b), del Código Penal –todas ellas requeridas por el 
Ministerio Público en su acusación de fojas treinta y dos–. En la ejecución 
delictiva del robo con agravantes no existen circunstancias de modificación 
de la responsabilidad penal ni causales de disminución de la punibilidad. 

 
DECISIÓN 

 
Por estas razones: I. Declararon FUNDADO el recurso de casación, por las 
causales de infracción de precepto material y vulneración de la garantía de motivación, 
interpuesto por el señor FISCAL SUPERIOR DE AREQUIPA contra la sentencia de 
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vista de fojas ciento setenta y ocho, de cuatro de junio de dos mil veintiuno, 
que confirmando en un extremo y revocando en otro la sentencia de primera 
instancia de fojas ciento uno, de uno de marzo de dos mil veintiuno, absolvió a 
Yens Jhojan Loayza Álvarez de la acusación fiscal formulada en su contra por 
delito de robo con agravantes en agravio de Y.D.P. y lo condenó como autor del 
delito de violación sexual real en agravio de Y.D.P. a ocho años de pena 
privativa de libertad, inhabilitación definitiva conforme al artículo 36, numeral 
9, literal b), del Código Penal y tratamiento terapéutico, así como al pago de 
diez mil soles por concepto de reparación civil; con todo lo demás que al 
respecto contiene. En consecuencia, CASARON la sentencia de vista en 
cuanto al extremo que absolvió a Yens Jhojan Loayza Álvarez de la acusación 
fiscal formulada en su contra por delito de robo con agravantes en agravio de 
Y.D.P. II. Y, actuando en sede de instancia: REVOCARON  la sentencia de 
primera instancia en este extremo; reformándola: CONDENARON a Yens 
Jhojan Loayza Álvarez como autor, en concurso real, delito de robo con 

agravantes en agravio de Y.D.P. a doce años de pena privativa de libertad, así 
como al pago de cuatro mil soles por concepto de reparación civil a favor de la 
agraviada Y.D.P. Siendo así, la pena total será de veinte años de pena privativa 
de libertad, que con descuento de la carcelería que viene sufriendo desde el 
veinte de febrero de dos mil veinte vencerá el diecinueve de febrero de dos mil 
cuarenta, y la reparación civil total será de diez mil soles a favor de la 
agraviada Y.D.P. III. DISPUSIERON  se transcriba la presente sentencia al 
Tribunal Superior para los fines de ley y se remita oportunamente las 
actuaciones; registrándose. IV. ORDENARON se lea la sentencia en 
audiencia privada, se notifique inmediatamente y se publique en la página web 
del Poder Judicial. HÁGASE saber a las partes procesales personadas en esta 
sede suprema. 
 

Ss. 
 

SAN MARTÍN CASTRO 
 
LUJÁN TÚPEZ 
 
ALTABÁS KAJATT 
 
SEQUEIROS VARGAS 
 
CARBAJAL CHÁVEZ 
 

CSMC/EGOT 

    



 
 

CORTE SUPREMA 

DE JUSTICIA 

DE LA REPÚBLICA 
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AMAZONAS 

1 

 

 

Motivación de la sentencia de segunda instancia 

i) La sentencia de vista obedece a la lógica de un 

Tribunal revisor. Por ello, sus términos deben ser de 

aprobación o desaprobación de la actuación 

jurisdiccional del juez de primera instancia. 

Calificará si el pronunciamiento inicialmente 

recurrido cumple con la garantía de motivación. ii) 

Se requiere que los jueces superiores expresen su 

juicio y la causa de su convicción dentro de los 

límites sustantivos y procesales respecto a la 

actuación de primera instancia, esencialmente, 

sobre la validez del fallo recurrido. iii) No se cumple 

con el deber de motivación cuando se transcriben 

citas bibliográficas extensas o jurisprudencia de la 

Corte nacional o extranjera, dado que estas 

deberán ser ideológicas y su instrumentalidad ha 

de radicar en la imperiosa necesidad de dilucidar 

un  extremo  concreto  y  útil  para  la  solución  del 

caso juzgado, que requiera la aplicación de otras 

fuentes del derecho. 
 

–SENTENCIA DE CASACIÓN– 
 

Lima, trece de junio de dos mi diecinueve 
 

 

VISTOS:  en  audiencia  pública,  el  recurso 

de casación por vulneración a la garantía de motivación interpuesto 

por Adán Rafael Delgado contra la sentencia de vista emitida el 

veintisiete de diciembre de dos mil diecisiete por los señores jueces que 

integran la Sala Penal de Apelaciones, en adición de funciones, 

Liquidadora de Bagua de la Corte Superior de Justicia de Amazonas, 

que: i) declaró infundado el recurso de apelación propuesto por Rafael 

Delgado  y  ii)   confirmó  la  sentencia  de  primera  instancia  que  lo 

condenó como autor del delito contra la vida, en agravio de Joselito 

Arévalo Quispe. En consecuencia, le impuso la pena de quince años de 

privación de la libertad y fijó en S/ 15 000 (quince mil soles) el monto de 

pago por concepto de reparación civil a favor de los herederos legales 

del occiso. 
 

Intervino como ponente el señor juez supremo Sequeiros Vargas. 
 

 

FUNDAMENTOS DE HECHO 

Primero. Fundamentos de la impugnación 

En cuanto a la vulneración de la garantía de motivación, sostuvo que la 

sentencia de vista no absolvió los agravios que expuso en su apelación. 

Contiene fundamentos genéricos y meras transcripciones del recurso y 

la posición expresada por el representante del Ministerio Público. No 

expone las razones por las que confirmó la sentencia de primera 

instancia. 
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Segundo. Imputación fáctica 
 

Se imputa a los hermanos Jairo Rafael Delgado y Adán Rafael Delgado 

que el veintitrés de mayo de dos mil catorce, al promediar las 19:30 

horas, asesinaron a Joselito Arévalo Quispe, empleando un arma de 

fuego. El móvil del homicidio radicó en la amistad que el agraviado 

tenía con los hermanos Mondragón, personas con las que el imputado 

poseía enemistad notoria, y consideraba a Arévalo Quispe como el 

informante de las acciones que realizaba Adán Rafael Delgado. 
 

Tercero. Itinerario del procedimiento 
 

3.1.     El siete de diciembre de dos mil quince la señora fiscal representante de la 

Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Utcubamba formuló requerimiento 

de acusación contra Adán Rafael Delgado y Jairo Rafael Delgado por la 

presunta   comisión   del   delito   contra   la   vida-homicidio   calificado,   en 

perjuicio de quien en vida fue Joselito Arévalo Quispe –folios 2 a 17–. 

Acabada la etapa intermedia y la etapa de juicio oral, el trece de junio de 

dos mil diecisiete, los señores jueces integrantes del Juzgado Penal 

Colegiado Supraprovincial de Bagua Grande-Utcubamba emitieron la 

sentencia en la que condenaron a Adán Rafael Delgado por los hechos, el 

delito   y   el   agraviado   materia   de   acusación.   En   consecuencia,   le 

impusieron la pena de quince años de privación de la libertad y fijaron en 

S/ 50 000 (cincuenta mil soles) el monto de pago por concepto de 

reparación civil a favor de los herederos legales de Joselito Arévalo Quispe. 
 

3.2.    Contra esta decisión, el sentenciado Adán Rafael interpuso recurso de 

apelación, el cual determinó que los señores jueces, el veintisiete de 

diciembre de dos mil diecisiete, pronuncien la sentencia de vista que 

confirmó la sentencia emitida en primera instancia. 
 

3.3.    La sentencia de vista fue cuestionada vía recurso de casación, que se 

concedió a nivel superior –folios 194 y siguiente–. Elevados los autos a la 

Corte Suprema, nos avocamos al conocimiento de esta causa los señores 

jueces que emitimos el auto de calificación el cuatro de julio de dos mil 

dieciocho, en el que declaramos bien concedido el recurso antes 

formulado, por la causa prevista en el inciso 4 del artículo 429 del Nuevo 

Código Procesal Penal (en adelante NCPP). 
 

3.4.    Cumpliendo con lo estipulado en el inciso 1 del artículo 431 del NCPP, 

mediante decreto del pasado treinta de abril, esta Sala Suprema fijó fecha 

para la vista de la causa para el miércoles veintinueve de mayo, en la cual 

intervino únicamente el abogado del ahora sentenciado. Culminada esta, 

de inmediato, se produjo la deliberación de la causa en sesión privada, en 

la que se produjo el debate, en virtud del cual, tras la votación respectiva y 

al obtener el número de votos necesarios, corresponde pronunciar la 

presente  sentencia  de  casación,  cuya  lectura  se  dará  en  audiencia 

pública, en la fecha. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

Primero. Respecto a la vulneración a la garantía de motivación 



 
 

CORTE SUPREMA 

DE JUSTICIA 

DE LA REPÚBLICA 

SALA PENAL PERMANENTE 

CASACIÓN N.° 208-2018 

AMAZONAS 

3 

 

 

 

 

1.1.     El   inciso   4   del   artículo   429   del   NCPP   prevé   dos   hipótesis 

casacionales: i) falta de motivación y ii) manifiesta ilogicidad en 

la motivación1 
 

1.2.     La sentencia recurrida, como en efecto denuncia el casacionista, 

no ha sido motivada. Su estructura permite apreciar que se limitó 

a  transcribir   la   posición   de   los   sujetos   procesales   sin   un 

pronunciamiento concreto respecto al fondo, esto es, la materia 

de apelación. 
 

1.3.   La sentencia de apelación debe absolver, cuando menos, el 

contenido   esencial   de   la   disconformidad   que   el   recurrente 

plantea en su recurso. Si se trata de la evaluación de sentencias 

de primera instancia, deberá delimitar el ámbito de congruencia 

recursal y expresar, copulativa o disyuntivamente, 

pronunciamiento respecto a los siguientes extremos: i) si la 

impugnación versa por la responsabilidad penal, deberá ratificar 

los criterios por los que se afirma que lesionó el bien jurídico y la 

suficiencia probatoria del  juicio de tipicidad realizado por el  A 

quo; ii) si la impugnación es por la pena, efectuará el control de 

la determinación judicial de la pena realizada en primera 

instancia, sea en los niveles cuantitativo y cualitativo; y iii) si la 

impugnación se enfoca en la reparación civil, deberá precisar las 

razones concretas por las que confirma, revoca o reforma la 

decisión de primera instancia para afirmar la responsabilidad 

extracontractual así como cantidad o forma de ejecución del 

monto fijado en el juzgado especializado. 
 

1.4.     La sentencia de vista obedece a la lógica de un Tribunal revisor, 

por ello, sus términos deben ser de aprobación o desaprobación 

de la actuación jurisdiccional del juez de primera instancia. 

Calificará  si  el  pronunciamiento  inicialmente  recurrido  cumple 

con la garantía de motivación. Se requiere que los jueces 

superiores expresen su juicio y la causa de su convicción dentro 

de los límites sustantivos y procesales respecto a la actuación de 

primera instancia, y esencialmente, sobre la validez del fallo 

recurrido. 
 

1.5.    No se da por cumplida la exigencia de motivación en segunda 

instancia si, como en el caso juzgado, el Tribunal se limita a copiar 

los argumentos que las partes procesales expusieron a su turno. 

Tal proceder constituye un defecto evidente de falta de 

fundamentación, La exposición de las partes merece la emisión 
 

 
1    Las  diferencias  entre  ambos  tipos  de  defectos  aparecen  con  precisión  en  la 

sentencia de casación emitida en el Recurso número 482-2016/Cusco. El considerando 

quinto es el que anota los tipos de vicios en la motivación. 
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de un pronunciamiento en el que se conceda razón a una de 

ellas. 
 

1.6.   Tampoco se cumple con el deber de motivación cuando se 

transcriben citas bibliográficas extensas o jurisprudencia de la 

Corte nacional o extranjera, dado que estas citas deberán ser 

ideológicas y su instrumentalidad ha de radicar en la imperiosa 

necesidad de dilucidar un extremo concreto y útil para la 

resolución del caso, que demande la aplicación de otras fuentes 

del derecho, como la jurisprudencia y la legislación nacional o 

comparada. 
 

1.7.     En virtud de lo señalado, la sentencia examinada no cumple con 

alguna de las exigencias básicas antes descritas. Así, en el 

considerando 3.9., que analiza el caso concreto expresaron: 
 

Del análisis de la sentencia recurrida, el Colegiado advierte que en el 

presente caso, existe prueba suficiente incorporada legalmente al 

proceso para enervar la presunción de inocencia del procesado; por lo 

que apreciando los hechos y valoradas las pruebas aportadas con 

criterio de conciencia, debe concluirse que, se encuentra plenamente 

acreditado que Adán Rafael Delgado, es autor material del delito 

contra  la  vida,  el  cuerpo  y  la  salud,  en  su  modalidad  típica  de 

homicidio   calificado   por   alevosía   en   agravio   de   Joselito   Arévalo 

Quispe, habiéndose, por tanto, quebrado la presunción de inocencia 

que le favorece, ya que las pruebas que presentó el Ministerio Público a 

nivel de juicio oral, en primera instancia, para acreditar la 

responsabilidad penal del acusado, resultan idóneas para enervar la 

presunción de inocencia del mismo. Por tanto, conforme ha concluido 

el Ad quo en la sentencia recurrida, se encuentra plenamente 

acreditada la comisión del delito y responsabilidad penal del 

sentenciado-recurrente. 
 

1.8.     La transcripción hecha permite apreciar que los jueces de Bagua: 

i) brindaron conclusiones que no contienen las premisas por las 

que se obtuvieron, ii) poseen razonamientos genéricos, al punto 

de que no explican la causa de su convicción; por lo cual se 

configura   una   motivación   aparente,   que   vulnera   el   deber 

previsto en el inciso 5 del artículo 139 de la Constitución Política 

del Perú; y así se declara. 

1.9.     Como consecuencia de lo mencionado, corresponde ordenar la 

emisión de una nueva sentencia de vista a cargo de un nuevo 

Colegiado integrado por jueces distintos a los que pronunciaron 

la sentencia casada. 

DECISIÓN 
 

Por  ello,  los  integrantes  de  la  Sala  Penal  Permanente  de  la  Corte 

Suprema de Justicia de la República: 
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I.     DECLARARON FUNDADO el recurso de casación por vulneración a la 

garantía de motivación promovido por Adán Rafael Delgado contra 

la sentencia de vista emitida el veintisiete de diciembre de dos mil 

diecisiete por los señores jueces que integran la Sala Penal de 

Apelaciones, en adición de funciones, Liquidadora de Bagua de la 

Corte Superior de Justicia de Amazonas, que: i) declaró infundado 

el recurso de apelación propuesto por Rafael Delgado y ii) confirmó 

la sentencia de primera instancia que lo condenó como autor del 

delito contra la vida, en agravio de Joselito Arévalo Quispe. En 

consecuencia, le impuso la pena de quince años de privación de la 

libertad y fijó en S/ 15 000 (quince mil soles) el monto de pago por 

concepto de reparación civil a favor de los herederos legales del 

occiso. Por ello, CASARON la sentencia de vista en su integridad y, 

CON REENVÍO, ordenaron la emisión de una nueva sentencia de 

segunda  instancia,  a  cargo  de  un  Tribunal  integrado  por 

magistrados distintos a los que emitieron la sentencia casada. 
 

II.    DISPUSIERON   que   la   presente   sentencia   casatoria   se   lea   en 

audiencia pública; y, acto seguido, se notifique a todas las partes 

personadas en esta Sede Suprema y se publique en la página web 

del Poder Judicial. 
 

III.   MANDARON que, cumplidos estos trámites, se devuelva el proceso 

al órgano jurisdiccional de origen y se archive el cuadernillo de 

casación en esta Suprema Corte. 

Ss. 
 

SAN MARTÍN CASTRO 

FIGUEROA NAVARRO 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

SEQUEIROS VARGAS 

CHÁVEZ MELLA 
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Límites de la valoración de la prueba 
personal en segunda instancia y el principio 
de inmediación 

Sumilla. [1] El órgano de apelación no 
puede modificar los hechos probados que 
conllevaron a la condena del acusado 
evaluando de otro modo la credibilidad de 
la declaración, si tal modificación no fue 
precedida por el examen directo y personal 
del declarante. [2] El principio de 
inmediación trasciende en la valoración de 
los medios probatorios; los medios no se 
actuaron en audiencia ante el juzgador,  en 
principio no es posible que se les pueda 
evaluar y dotar de nuevo valor probatorio.  

SENTENCIA DE CASACIÓN 

Lima, diez de mayo de dos mil dieciocho 

VISTO: en audiencia pública, el 
recurso de casación concedido por la causa de “inobservancia de 
garantías constitucionales de carácter procesal”, a la señora fiscal 
superior. Se emite la decisión bajo la ponencia del señor juez supremo 
Salas Arenas. 

1. DECISIÓN CUESTIONADA
La sentencia de vista del siete de agosto de dos mil quince (folio
doscientos diez a doscientos diecisiete), expedida por la Tercera Sala
Penal de Apelaciones, de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, que
revocó la de primera instancia, que condenó a don Rommel Fernando
Arce Gutiérrez, don Dardo Danielo Cuadros Linares y don Daniel Alecxi
Salinas Samán como coautores del delito de contaminación del
ambiente, en perjuicio de don Juan Carlos Flores Espinoza, doña Ana
Melva Macedo Cárdenas, doña Rosario Beatriz Cornejo Aragón, don
César Augusto Alatrista Corrales, doña María Cecilia Mattos Simao de
Corrales y del Estado, a cuatro años y ocho meses de pena privativa de
libertad efectiva, doscientos setenta días multa; y fijaron en cuarenta y
cinco mil nuevos soles el monto que por concepto de reparación civil
deberán pagar los sentenciados en forma solidaria en favor de los
agraviados; y, reformándola, los absolvieron.
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2. DEL ITINERARIO DE LA CAUSA EN PRIMERA INSTANCIA
2.1. De conformidad con lo expuesto en el requerimiento acusatorio y los
alegatos finales del Ministerio Público, se imputó a don Romel Fernando
Arce Gutiérrez, don Dardo Danielo Cuadros Linares y don Daniel Alecxi
Salinas Samán el delito de contaminación ambiental sonora.
La Fiscalía sostiene que los acusados hicieron funcionar con licencia
municipal un restaurante-cevichería, que en realidad se trató de la
discoteca Manutara, en el inmueble ubicado en la calle Ricardo Palma
número seiscientos dos, en el distrito de Umacollo, en Arequipa, sin contar
con la respectiva licencia; y, a pesar de estar ubicados en una zona
residencial, realizaron emisiones sonoras por encima del máximo permitido.

2.2. Los imputados fueron procesados penalmente con arreglo al Código 
Procesal Penal. La señora fiscal provincial formuló acusación por el delito 
de contaminación ambiental, previsto en el artículo trescientos cuatro, del 
Código Penal, en perjuicio de don Juan Carlos Flores Espinoza, doña Ana 
Melva Macedo Cárdenas, doña Rosario Beatriz Cornejo Aragón, don 
César Augusto Alatrista Corrales, doña María Cecilia Mattos Simao de 
Corrales y del Estado. 

2.3. Efectuado el juzgamiento de primera instancia, el Juzgado Penal 
Unipersonal dictó sentencia el diecinueve de enero de dos mil quince 
(folios cincuenta y cuatro a ochenta y cuatro) y condenó a don Dardo 
Danielo Cuadros Linares y don Daniel Alecxi Salinas Samán como 
coautores del delito de contaminación del ambiente. Argumentó que: 

A. La zona donde funcionaba el local Manutara tiene calidad de “zona
residencial” [B punto uno, folio sesenta y seis].
B. Se cuestionó la manera en que fue realizada la medición del ruido; no
obstante, estos aspectos han sido debidamente atendidos por el señor perito
ingeniero Flores Suyo, quien precisó que las mediciones se realizaron dentro de
habitaciones de inmuebles contiguos y en la calle a una distancia de cinco
metros, además, que en ese momento el ruido solo se emitía del local de
Manutara.

2.4. Las defensas de los sentenciados y el señor Fiscal Superior interpusieron 
recurso de apelación mediante escrito de folio noventa y ocho, ciento 
cuatro, ciento diez y ciento quince. Le fue concedido mediante auto de 
dieciocho de marzo de dos mil quince (folios ciento veintitrés a ciento 
veinticuatro). 
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3. DEL TRÁMITE RECURSAL EN SEGUNDA INSTANCIA
3.1. Culminada la fase de traslado de la impugnación, la Sala Superior
Penal de Arequipa emplazó a las partes recurrentes para concurrir a la
audiencia de apelación de sentencia. Realizado el plenario en varias
sesiones (cfr. folio ciento noventa y dos, doscientos y doscientos tres), el
Tribunal de Apelación emitió y leyó en audiencia la sentencia de siete de
agosto de dos mil quince (ver folios doscientos diez a doscientos
diecisiete), y respecto a la pericia de medición de ruido concluyó:

En el Informe pericial se determinó la existencia de tres medidas de ruido; sin 
embargo, no se observó indicación específica que pueda determinar que el ruido 
corresponda íntegramente al local denominado Manutara, entendiéndose como el 
ruido total medido. En consecuencia, teniendo en cuenta que la norma penal 
sanciona a quien emite ruidos a la atmósfera superando límites máximos permisibles, 
la misma está referida a la conducta individual de una fuente, por lo que a fin de 
determinar su configuración es necesario contar con la medida de dichas emisiones 
de ruido de manera específica de la fuente imputada; por lo que no resulta de 
satisfacción la alegación del perito. Agregó que lo expuesto por el especialista 
constituye un argumento apreciativo, que no puede enervar especificación técnica 
o lógica de que en una medición innegablemente va a existir un sonido residual; por
lo que determinar subjetivamente si el sonido residual era mucho o poco y si al
sustraerlo aún se excedía el límite permisible o no, constituye una apreciación
personal que no es factible de ser utilizada, a fin de sostener una sanción penal.

3.2. La sentencia de vista (ahora recurrida en casación) revocó la 
sentencia de primera instancia, al considerar que las conclusiones del 
perito, valoradas positivamente en la sentencia no acreditan la 
responsabilidad de los encausados.  

4. DEL TRÁMITE DEL RECURSO DE CASACIÓN PLANTEADO
POR LA SEÑORA FISCAL SUPERIOR
4.1. Leída la sentencia de vista y dentro del plazo legal establecido, la
recurrente formuló recurso de casación (folios doscientos cuarenta y dos a
doscientos cincuenta y tres).

4.2. Concedida tal impugnación por auto de siete de setiembre de dos mil 
quince (folios doscientos cincuenta y cuatro a doscientos cincuenta y 
ocho), se elevó la causa a este Supremo Tribunal el doce de octubre de 
dos mil quince. 

4.3. Cumplido el trámite de traslados a los sujetos procesales por el plazo 
de diez días, esta Suprema Sala, mediante Ejecutoria de nueve de mayo 
de dos mil dieciséis (folios cuarenta y seis a cincuenta y ocho, del 
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cuadernillo formado en esta Instancia Suprema), en uso de la facultad de 
corrección, admitió el trámite del recurso de casación por la causa 
prevista en el inciso uno, del artículo cuatrocientos veintinueve, del Código 
Procesal Penal, para el desarrollo de doctrina jurisprudencial.  

4.4. Instalada la audiencia de casación y realizada como aparece en el 
acta que antecede, el estado de la causa es el de expedir sentencia. 

4.5. Deliberada la materia en secreto y votada, esta Suprema Sala Penal 
cumple con pronunciar la presente sentencia de casación, cuya lectura 
en audiencia pública –con las partes que asistan– se realizará por la 
Secretaría de la Sala.

CONSIDERANDO 

PRIMERO. SUSTENTO NORMATIVO (en adelante SN) 
1.1. En el artículo trescientos cuatro, del Código Penal (en adelante CP), 
se describe la conducta del delito de contaminación ambiental, así: 

El que, infringiendo leyes, reglamentos o límites máximos permisibles, provoque o 
realice descargas, emisión de gases tóxicos, emisión de ruido, filtraciones, 
vertimientos o radiaciones contaminantes en la atmósfera, el suelo, el subsuelo, las 
aguas terrestres, marítimas o subterráneas, que causen o puedan causar perjuicio, 
alteración o daño grave al ambiente o sus componentes, la calidad ambiental o la 
salud ambiental, según la calificación reglamentaria de la autoridad ambiental. 

1.2. En el artículo cuatrocientos veinticinco del Código Procesal Penal (en 
adelante CPP) se precisa que la Sala Penal Superior no puede otorgar 
diferente valor probatorio a la prueba personal que fue objeto de 
inmediación por el juez de primera instancia, salvo que su valor probatorio 
sea cuestionado por una prueba actuada en segunda instancia (inciso dos). 

1.3. En el artículo cuatrocientos veintinueve del CPP se prevé como motivo 
de casación: “Si la sentencia o auto han sido expedidos con 
inobservancia de algunas de las garantías constitucionales de carácter 
procesal o material, o con una indebida o errónea aplicación de dichas 
garantías (inciso uno)”. 

1.4. El numeral tres, del artículo cuatrocientos treinta, del citado Código, 
establece que:  
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Si se invoca el numeral cuatro, del artículo cuatrocientos veintisiete, sin perjuicio de 
señalarse y justificarse la causal que corresponda, conforme con el artículo 
cuatrocientos veintinueve, el recurrente deberá consignar adicional y puntualmente 
las razones que justifican el desarrollo de la doctrina jurisprudencial que pretende. En 
este supuesto, la Sala Penal Superior, para la concesión del recurso, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el numeral anterior, constatará la existencia de la fundamentación 
específica exigida en estos casos. 

1.5. En la sentencia de Casación número cincuenta y cuatro guion dos mil 
diez oblicua Huaura, de tres de marzo de dos mil once, la Sala Penal 
Permanente de la Suprema Corte precisó que: 

El principio de inmediación trasciende en cuanto a la valoración de los medios 
probatorios (testimonial, peritaje o referencial), pues si dichos medios probatorios no 
se actuaron en audiencia ante el juzgador es imposible que se les pueda dar 
verdadero valor probatorio. El juicio oral, materialización del principio de 
inmediación, es el ámbito normal en el que se actúan los medios probatorios; por lo 
que si el Colegiado Superior no tiene ante sí al testigo (prueba personal) es imposible 
que le otorgue diferente valor probatorio sin la actuación de otros medios que lo 
cuestionen. 

1.6. En la sentencia de Casación número trescientos ochenta y cinco 
guion dos mil trece oblicua San Martín, de cinco de mayo de dos mil 
quince, la Sala Penal Permanente de la Suprema Corte estableció que: 

Existe una limitación impuesta al Ad quem, descrita en el artículo cuatrocientos 
veinticinco, numeral dos, del CPP a fin de no infringir el principio de inmediación; esto 
es, no puede otorgar diferente valor probatorio a la prueba personal que fue objeto 
de inmediación por el juez de primera instancia, salvo que su valor probatorio sea 
cuestionado por una prueba actuada en segunda instancia. Dicho aquello, 
corresponde al juez de primera instancia valorar la prueba personal, no obstante, el 
Ad quem está posibilitado a controlar, a través del recurso de apelación, si dicha 
valoración infringió las reglas de la lógica, la ciencia o las máximas de la experiencia.  

1.7. En la sentencia de Casación número seiscientos treinta y seis guion dos 
mil catorce oblicua Arequipa, de tres de febrero de dos mil dieciséis, la 
Sala Penal Permanente de la Suprema Corte estableció que: 

La inmediación es una necesidad porque es una de las condiciones materiales 
imprescindibles para la formación y consolidación de conciencia con el que será 
expedido el fallo (parte final del acápite 2.4.7.). 
El juzgador reexamina la prueba personal, a efectos de detectar alguna infracción 
normativa en la valoración, mas no está permitido otorgarle un diferente valor 
probatorio (acápite 2.4.10.).   

1.8. En la sentencia de Casación número trescientos ochenta y cinco 
guion dos mil trece oblicua San Martín, de cinco de mayo de dos mil 
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quince la Sala Penal Permanente de la Suprema Corte precisó que no se 
puede otorgar diferente valor probatorio a la prueba personal que fue 
objeto de inmediación por el juez de primera instancia, salvo que su valor 
probatorio sea cuestionado por otra prueba actuada en segunda 
instancia. 

SEGUNDO. DE LOS FUNDAMENTOS EXPUESTOS EN EL AUTO DE CALIFICACIÓN 
POR LA QUE SE DECLARÓ BIEN CONCEDIDO EL RECURSO DE CASACIÓN 
Conforme con lo expuesto en el fundamento 2.1.3, del auto de 
calificación:  

El Órgano Judicial Revisor dio valor probatorio diferente a la declaración del perito 
que elaboró el Informe Técnico número treinta y dos guion dos mil trece (no se 
cuestionó con otros medios probatorios en segunda instancia), por lo que mediante 
el desarrollo de doctrina jurisprudencial que se pretende, este Supremo Tribunal se 
pronunciará  sobre la garantía procesal de la prohibición de valorar prueba personal; 
resultando por ello aparentemente atendible el planteamiento en cuanto a la 
inobservancia de garantía constitucional de carácter procesal (derecho a la debida 
valoración de la prueba); en consecuencia, se encuentra bien concedido el 
planteamiento para el desarrollo de doctrina jurisprudencial, por la causa 
establecida en el numeral uno, del artículo cuatrocientos veintinueve, del CPP. 

TERCERO. ANÁLISIS JURÍDICO FÁCTICO 
3.1. El desarrollo de doctrina jurisprudencial se centra en la inobservancia 
de garantías constitucionales de carácter procesal al momento de decidir 
el Colegiado Superior, lo que en apariencia afecta la valoración de la 
prueba para expedir la sentencia de vista. 

3.2. Se cuestiona que el Colegiado Superior inobservó el numeral dos, del 
artículo cuatrocientos veinticinco, del CPP, al dar valor diferente a la 
declaración del perito ingeniero don Héctor Flores Sullo, pese a no haberse 
actuado prueba nueva que la desvirtúe o contradiga.  

PRONUNCIAMIENTOS EMITIDOS POR ESTA SUPREMA INSTANCIA SOBRE  
LA VALORACIÓN DE LA PRUEBA EN SEGUNDA INSTANCIA 
3.3. El tema de la valoración de la prueba como facultad del Tribunal 
Superior para revocar la sentencia de primera instancia y absolver al 
procesado, ha sido objeto de pronunciamiento por parte de este Supremo 
Tribunal. Así, las sentencias emitidas por la Sala Penal Permanente: 
Casación número cincuenta y cuatro guion dos mil diez/Huara; Casación 
número trescientos ochenta y cinco guion dos mil trece oblicua San 
Martín; Casación número seiscientos treinta y seis guion dos mil catorce 
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oblicua Arequipa y Casación número trescientos ochenta y cinco guion 
dos mil trece oblicua San Martín (ver SNs 1.5 al 1.8.). 

3.4. No obstante, en la jurisprudencia se ha establecido que 
excepcionalmente la prueba personal es susceptible de valoración por el 
Tribunal de Mérito, siempre que la valoración realizada por el juzgador de 
instancia infrinja las reglas de la lógica, la ciencia y las máximas de la 
experiencia1, además de las garantías exigidas en el Acuerdo Plenario 
número cero dos guion dos mil cinco2.   

3.5. La sentencia de primera instancia se sustentó principalmente en las 
conclusiones del Informe Técnico número treinta y dos guion dos mil trece, 
realizado por el ingeniero don Héctor Flores Sullo, y que fue ratificado en el 
plenario.  
En la audiencia de apelación se dejó constancia de que no fueron 
actuados nuevos medios probatorios; en consecuencia, para absolver a 
los procesados don Rommel Fernando Arce Gutiérrez, don Dardo Danielo 
Cuadros Linares y don Daniel Alecxi Salinas Samán como coautores del 
delito de contaminación del ambiente la Sala Superior otorgó diferente 
valor probatorio a la declaración del referido perito (sin prueba actuada 
en segunda instancia), contraviniendo lo estipulado en la precitada 
norma. 

3.6. Al respecto, San Martín Castro precisa que el respeto a la inmediación 
en la apreciación de prueba personal, como límite a la amplitud del 
criterio fiscalizador del iudex ad quem, se justifica porque cuando el 
material probatorio del juicio de primera instancia se centra primordial o 
exclusivamente en la prueba testifical, en ella debe distinguirse las zonas 
opacas3, de difícil acceso a la supervisión y control, y las zonas francas4 
que sí son controlables en la segunda instancia5. 

1 Cfr. Casación número trescientos ochenta y cinco guion dos mil trece (ver SN 1.6.). 
2 Referidas: a) Ausencia de credibilidad subjetiva. b) Verosimilitud. c) Persistencia en la 
incriminación.  
3 La constituyen los datos probatorios estrechamente ligados a la inmediación, tales 
como el lenguaje gestual del declarante. 
4 Referida a los aspectos relativos a la estructura racional del propio contenido de la 
prueba, que al resultar ajenas a la percepción del Ad quo, sí pueden y deben ser 
fiscalizados a través de las reglas de la lógica, la experiencia y los conocimientos 
científicos.  
5 Al respecto, San Martín Castro, César. Lecciones de derecho procesal penal. Lima: 
Editorial INPECCP, 2015, pp. 692-693.  
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3.7. En efecto, la decisión del Juzgado Unipersonal no ha caído en 
manifiesto error, pues considera que la zona donde funciona el local 
Manutara tiene calidad de “zona residencial”; por lo tanto, los procesados 
debieron tomar en cuenta esa restricción. Se cuestionó la manera en que 
fue realizada la medición del ruido; no obstante, esa cuestión fue 
atendida por el señor perito ingeniero Flores Suyo, quien precisó que las 
mediciones se realizaron dentro de habitaciones de inmuebles contiguos y 
en la calle a una distancia de cinco metros, además, que en ese 
momento el ruido provenía solo del local de Manutara.  
La conclusión de la Sala de Apelaciones no se basa en el control de la 
valoración de la prueba, sino en la revaloración de aquella, lo que resulta 
contrario a la debida valoración de la prueba en segunda instancia6.   

3.8. El órgano de apelación no puede modificar los hechos probados que 
conllevaron a la condena del acusado después de realizar diferente 
valoración de la credibilidad de los testimonios, si y solo si tal modificación 
no fue precedida por el examen directo y personal del declarante. 
En consecuencia, claramente se incurrió en contravención al inciso dos, 
del artículo cuatrocientos veinticinco, del CPP, por lo que cabe estimar el 
presente recurso. 

DECISIÓN 

Por ello, administrando justicia a nombre del pueblo, los integrantes de la 
Primera Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la 
República, acordaron, declarar: 

I. FUNDADO el recurso de casación por “inobservancia de garantías
constitucionales de carácter procesal”, interpuesto por la señora Fiscal
Superior en lo Penal de Arequipa.

II. CASARON la sentencia de vista del siete de agosto de dos mil quince,
expedida por la Tercera Sala Penal de Apelaciones, de la Corte Superior
de Justicia de Arequipa, que revocó la de primera instancia, que condenó

6 Ibídem, p. 696, refirió que la doctrina constitucional sobre la inmediación de la prueba 
en segunda instancia ha de circunscribirse exclusivamente a aquellos aspectos de la 
práctica de las pruebas personales que exijan la formación del juicio de credibilidad 
sobre la veracidad o mendacidad de la declaración del interviniente en la prueba, el 
cual, si se manifestara ilógico o arbitraria, también puede ser revisada por el juez superior, 
lo que a criterio de este Supremo Colegiado no ocurrió. 
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a don Rommel Fernando Arce Gutiérrez, don Dardo Danielo Cuadros 
Linares y don Daniel Alecxi Salinas Samán como coautores del delito de 
contaminación del ambiente, en agravio de don Juan Carlos Flores 
Espinoza, doña Ana Melva Macedo Cárdenas, doña Rosario Beatriz 
Cornejo Aragón, don César Augusto Alatrista Corrales, doña María Cecilia 
Mattos Simao de Corrales y del Estado, a cuatro años y ocho meses de 
pena privativa de libertad efectiva, doscientos setenta días multa, y fijaron 
en cuarenta y cinco mil nuevos soles el monto que por concepto de 
reparación civil deberán pagar los sentenciados en forma solidaria en 
favor de los agraviados; y, reformándola, los absolvieron. 

III. DISPONER EL REENVÍO; en consecuencia, ORDENARON la realización de
un nuevo juicio oral por un Colegiado distinto del que dictó la sentencia
anulada de primera instancia, el cual deberá tener en cuenta
diligentemente lo señalado en la presente ejecutoria.

IV. DISPONER que la presente sentencia se lea en audiencia pública por la
secretaria de esta Suprema Sala Penal; y, acto seguido, se notifique a
todas las partes apersonadas a la Instancia, incluso a las no recurrentes.

V. MANDAR que cumplidos estos trámites se devuelva el proceso al órgano
jurisdiccional de origen, y se archive el cuaderno de casación en esta
Corte Suprema.

Interviene la señora jueza suprema Chávez Mella, por cuanto el señor juez 
supremo Chaves Zapater estaba en audiencia en la Sala Penal Especial.  

S. S. 

LECAROS CORNEJO 

SALAS ARENAS  

QUINTANILLA CHACÓN 

CASTAÑEDA ESPINOZA 

CHÁVEZ MELLA 

JS/marg

















































































PODER JUDICIAL 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

DE LA REPÚBLICA 
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VALORACIÓN DE LA PRUEBA PERSONAL EN SEGUNDA 

INSTANCIA 

Sumilla. El inciso 2, artículo 425, del Código 
Procesal Penal y los lineamientos 

establecidos en la doctrina jurisprudencia! 
de esta Sala Suprema al respecto, limitan las 
facultades de la Sala Penal de Apelaciones 
al análisis de las zonas abiertas o a la 

estructura racional de las pruebas 
personales, y proscribe el acceso a las zonas 
opacas, lo que en este caso ocurrió. En 
consecuencia, se configuró la causal de 

inciso 5, artículo 429, del acotado Código 
referida al apartamiento de doctrina 
jurisprudencia!; por tanto, se declaró 

fundado el recurso de casación. 

-SENTENCIA DE CASACIÓN-

Lima, cinco de noviembre de dos mil veinte 

VISTO: en audiencia pública, el 

recurso de casación ordinaria por apartamiento de doctrina jurisprudencia!, 

interpuesto por el fiscal superior de la SEGUNDA FISCALÍA SUPERIOR PENAL DE

VENTANILLA contra la sentencia de vista del cinco de octubre de dos mil 

diecisiete, emitido por la Segunda Sala Penal de Apelaciones de la Corte 

Superior de Justicia de Ventanilla que revocó la de primera instancia del diez 

de julio de dos mil diecisiete que, por mayoría, condenó a Aldaír Arévalo 

Zapata como autor del delito contra la libertad sexual, en la modalidad de 

violación sexual, en perjuicio del menor de catorce años, identificado con las 

iniciales-y, como tal, le impusieron diez años de pena privativa de 

libertad e inhabilitación por el mismo plazo, de conformidad con el inciso 11, 

artículo 36, del Código Penal. Asimismo, el pago de cuatro mil soles como 

reparación civil, a favor del citado agraviado. Reformándola, lo absolvió de 

la acusación fiscal y dispuso su inmediata libertad, con lo demás que 

contiene. 

Intervino como ponente la jueza suprema CASTAÑEDA OTSU.

1 



PODER JUDICIAL 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

DE LA REPÚBLICA 

CONSIDERANDO 

HECHOS OBJETO DEL PROCESO 

SALA PENAL TRANSITORIA 
CASACIÓN N.º 1556-2017 
VENTANILLA 

PRIMERO. Con base en la acusación fiscaP, se declararon como hechos 

probados en la sentencia de primera instancia, los siguientes: 

1.1. El sentenciado Aldaír Arévalo Zapata tenía un hijo con 

a quien visitaba en el domicilio ubicado en -

Ventanilla, casa familiar donde también 

vivía el menor agraviado identificado con las iniciales- de catorce 

años-quien era su primo-, la madre del referido menor --­

--· su hermana de cinco años (identificada con las iniciales-y 

otros familiares. 

1.2. Arévalo Zapata aprovechó la situación de que concurría al citado 

inmueble, para acceder carnalmente por vía anal al citado menor, en dos 

oportunidades. La primera vez ocurrió en abril de dos mil dieciséis cuando 

Arévalo Zapata llegó en busca de su expareja, 

- al tomar conocimiento de que esta había ido a la tienda, y le dijo

al menor agraviado en el oído que fueran al cuarto. Ante su negativa, 

forcejeó con él hasta lograr, finalmente, llevarlo por la fuerza, le tapó la boca, 

le bajó el pantalón y lo violó. Luego, lo amenazó con hacerle daño a su 

madre y a su hermana, si decía algo. 

1.3. La segunda vez ocurrió en mayo de dos mil dieciséis en el mismo 

inmueble, cuando el menor agraviado miraba televisión en su cuarto luego 

de llegar del colegio, y se le cayeron cinco soles, por lo que se agachó para 

buscarlo por debajo de la cama. En esos instantes ingresó el sentenciado, lo 

empujó a la cama y abusó de él. 

1.4. Los hechos fueron conocidos cuando el citado menor contó lo sucedido 

a su tía quien lo comunicó a su sobrina 

y esta, a su vez, al tío 

1 Foja 2 del Cuaderno de control de acusación.
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Este último finalmente acompañó a su sobrino a denunciar 

los hechos. 

SEGUNDO. El Juzgado Penal valoró positivamente la sindicación del menor 

agraviado, conforme se expondrá al efectuar el análisis del caso en concreto 

y mediante sentencia del diez de julio de dos mil diecisiete, el Juzgado 

Penal Colegiado Transitorio de Ventanilla, por mayoría, condenó a 

Aldaír Arévalo Zapata como autor del delito materia de acusación fiscal, 

esto es, el delito contra la libertad sexual, en la modalidad de violación 

sexual, previsto en el primer párrafo, del artículo 1702, del Código Penal (CP);

en concordancia con la circunstancia agravante del inciso 6, primer párrafo, 

del citado dispositivo legal (si la víctima tiene entre catorce y menos de 

dieciocho años de edad), y le impuso diez años de pena privativa de libertad 

e inhabilitación por el mismo plazo, de conformidad con el inciso 11, artículo 

36, del Código Penal3 (foja 71), decisión que fue impugnada por la defensa 

(foja 100). 

Cumplido el trámite recurso!, el cinco de octubre de dos mil diecisiete, la 

Segunda Sala Penal de Apelaciones de Ventanilla revocó la condena y, 

reformándola, lo absolvió de la acusación fiscal (foja 208). Ante esto, el 

dieciocho de octubre del mismo año, el fiscal superior interpuso recurso de 

casación en contra de la sentencia de vista. 

ÁMBITO DE PRONUNCIAMIENTO 

TERCERO. Conforme con la ejecutoria suprema del uno de junio de dos mil 

dieciocho (foja 28 del Cuadernillo), se concedió el recurso de casación ordinario 

por la causal prevista en el inciso 5, artículo 429, del CPP, referido al 

apartamiento de la doctrina jurisprudencia! establecida por la Corte 

Suprema. Se fijó como ámbito de pronunciamiento determinar si la sentencia 

de vista se apartó de las casaciones números 195-2012/Moquegua y 385-

2 Modificado por la Ley N .º 3007 6, publicado el 19 de agosto de 2013, vigente a la fecha 
de los hechos. 
3 Con el voto en di scordia del juez René Holguín Huamaní (presidente del colegiado) 
quien opinó por su absolución. 
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2013/San Martín (sobre la valoración de la prueba personal en segunda 

instancia}, al analizar las declaraciones del menor agraviado y su prima-

CUARTO. Luego de la admisión del recurso de casación, el expediente se 

puso a disposición de las partes por el plazo de diez días y, vencido dicho 

plazo, se fijó la audiencia de casación para el nueve de octubre del año en 

curso, fecha en que se llevó acabo4 y se escucharon los informes del fiscal 

supremo Abel Pascual Solazar Suárez y del abogado Nelson Miguel 

Angeldones Gómez, defensor del sentenciado. Asimismo, este hizo uso de la 

palabra en último término, conforme con el inciso 3, artículo 431, del CPP. Su 

desarrollo consta en el acta correspondiente. 

QUINTO. Concluida la referida audiencia, se realizó la deliberación de la 

causa en sesión secreta y se efectuó la votación, en la que se arribó a un 

acuerdo unánime para la emisión de la presente sentencia de casación, 

cuya lectura se efectúa en la fecha señalada. 

CONSIDERACIONES DE ESTE SUPREMO TRIBUNAL 

LA VALORACIÓN DE LA PRUEBA TESTIMONIAL EN SEGUNDA INSTANCIA 

SEXTO. El Código Procesal Penal establece determinadas facultades y 

limitaciones al órgano de alzada, entre ellas, el inciso 2, artículo 425, del CPP 

referida a la valoración de la prueba: "La Sala Penal Superior solo valorará 

independientemente la prueba a1ctuada en la audiencia de apelación, y las 

pruebas pericial, documental, preconstituida y anticipada. La Sala Penal Superior 

no puede otorgar diferente valor probatorio a la prueba personal que fue objeto 

de inmediación por el juez de primera instancia, salvo que su valor probatorio sea 

cuestionado por una prueba actuada en segunda instancia". 

SÉTIMO. El citado dispositivo fue interpretado por esta Sala Penal Suprema por 

primera vez en la Casación N.0 5-2007 /Huaura, en la que se dejó establecido 

4 A través de la plataforma de Google Hangouts Meet, cuyo uso fue aprobado mediante 
el Acuerdo del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial N.º 482-2020, para todos los órganos 
jurisdiccionales y administrativos del Poder Judicial, hasta que permanezca la emergencia 

sanitaria declarada en el país. 
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que el criterio fiscalizador del tribunal de alzada se reducía, pero no lo 

elimina. Para ello, se estableció la diferencia entre las zonas opacas y zonas 

abiertas. En cuanto a las primeras, se encuentran estrechamente ligadas a los 

aspectos que requieren de inmediación, tal como el lenguaje, la capacidad 

narrativa, expresividad de sus manifestaciones, precisiones en el discurso, 

entre otros, por lo que no pueden ser variados. 

En tanto que las zonas abiertas se vinculan a los aspectos de la estructura 

racional del propio contenido de la prueba, y se evalúan a través de las 

reglas de la lógica, la experiencia y los conocimientos científicos, de modo 

que son accesibles al control, y la Sala Penal de Apelaciones puede darle un 

valor diferente cuando el relato fáctico haya sido: a) apreciado con un 

manifiesto error o radicalmente inexacto; b) sea oscuro, impreciso, dubitativo, 

ininteligible, incompleto, incongruente o contradictorio en sí mismo; o e) pudo 

ser desvirtuado por pruebas practicadas en segunda instancia. 

OCTAVO. Esta línea jurisprudencia! fue reafirmada en la Casación N.º 

3-2007 /Huaura5• Luego, en las casaciones números 54-2010/Huaura6 y 87-

2012/Puno7 se dejó establecido que la inmediación es una necesidad porque 

es una de las condiciones materiales imprescindibles para la formación y

consolidación de conciencia con el que será expedido el fallo, de modo que 

la Sala Penal de Apelaciones puede otorgar diferente valor probatorio a la 

prueba personal, en la medida que se actúen otros medios de prueba que la 

cuestionen. 

NOVENO. Posteriormente, se emitieron las casaciones números 195-

20 l 2/Moquegua8 y 385-2013/San Martín -invocadas por el casacionista en el 

presente caso- en las que si bien se desarrolló lo concerniente a la valoración 

de la prueba en segunda instancia, el tema central estuvo vinculado con la 

institución de la condena del absuelto. 

5 Del 7 de noviembre de 2007. 
6 Del 3 de marzo de 2011. 
7 Del 18 de junio de 2013. 
8 Del 5 de setiembre de 2013. 
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Siempre en la línea de interpretación del inciso 2, artículo 425, del CPP, en la 

Casación N.º 636-2014/Arequipa9 señaló que la Sala Penal de Apelaciones 

puede acceder a la prueba personal actuada en primera instancia a través 

de medios de grabación u otro mecanismo técnico, a efectos de detectar 

alguna infracción normativa en su valoración, mas no le está permitido 

otorgarle un diferente valor probatorio, salvo en las excepciones señaladas. 

Pero aun cuando se efectúe tal variación, se precisó que esta, por sí sola, no 

era suficiente para sustentar u na sentencia de vista que perjudique la 

situación jurídica del procesado, más aún si existen medios probatorios de 

otra naturaleza (prueba documental, pericial, entre otras) que contradicen su 

valoración. 

DÉCIMO. De modo que, tal como las Salas Penales Supremas lo han 

establecido, el tribunal de apelación, en cuanto al material probatorio, tiene 

la potestad jurídica de apreciar el juicio de valorabilidad de las pruebas (su 

admisión y actuación conforme con la legalidad procesal) y el juicio de 

apreciación probatoria (si esta es fiable, de cargo, corroborada y suficiente, y 

si se respetaron los cánones de corrección de la regla de inferencia 

probatoria, es decir, la determinación y uso adecuado de las máximas de 

experiencia, conocimientos científicos y/o leyes de la lógica pertinentes). En 

específico, cuando se trate de prueba personal, puede controlar la 

coherencia y la verosimilitud del relato (testigo), o análisis científico o técnico 

(perito) vertido por el respectivo órgano de prueba, así como desde una 

perspectiva de conjunto, la concurrencia de corroboración probatoria 10
• 

ANÁLISIS DEL CASO 

DECIMOPRIMERO. En el presente caso, corresponde determinar si la sentencia 

de vista se ajusta o no a los criterios jurídicos esbozados en los fundamentos 

precedentes. Para ello, se expondrá la valoración realizada por el Juzgado 

Penal Colegiado en la sentencia de primera instancia y, luego la realizado 

por la Sala Penal de Apelaciones, a fin de determinar si el control que efectuó 

9 Del 26 de julio de 2016. 
1° Casación N.º 646-2015/Huaura del 15 de junio de 2017.
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sobre la declaración del menor agraviado y su prima 

quienes fueron objeto de inmediación por el referido 

Juzgado Colegiado, se circunscribió a las zonas abiertas, conforme se 

encontraba facultado o indebidamente accedió al control de las zonas 

opacas. 

DECIMOSEGUNDO. En tal sentido, se advierte que el Juzgado Penal Colegiado 

por mayoría condenó a Arévalo Zapata y, como se indicó, valoró como 

principal prueba de cargo, la sindicación del menor agraviado de iniciales■ 

-en su contra, de acuerdo con los tres criterios de validez establecidos

en el Acuerdo Plenario N.0 2-2005/CJ- l l 611• Así se tiene lo siguiente:

12.1. En cuanto a la ausencia de incredibilidad subjetiva, desestimó que la 

denuncia obedezca a la demanda sobre tenencia y custodia del hijo de la 

prima del menor agraviado, en el cual 

resolvieron a favor de Arévalo Zapata, pues no lo acreditó con copias 

certificadas del auto y solo se trató de un argumento de defensa. Durante el 

proceso, tampoco se acreditó ni11gún ánimo espurio del menor en contra del 

sentenciado, ni influencia por parte de sus familiares, como su mamá y 

hermana de cinco años. 

En este aspecto, precisaron que el menor señaló que el sentenciado lo 

amenazó con hacerle daño si contaba la agresión sexual. 

12.2. Con relación a la verosimilitud y persistencia, el Juzgado Colegiado 

consideró que el menor fue coherente y persistente acerca de la violencia 

ejercida en su contra para la comisión de hecho, así como las amenazas de 

11 Del 30 de setiembre de 2005. Asunto: Requisitos de la sindicación de coacusado, testigo 
o agraviado. Este acuerdo plenario establece tres requisitos que dan valor a la 

sindicación del coacusado, testigo o agraviado: a) ausencia de incredibilidad subjetiva, 
es decir, que no existan relaciones entre el coacusado o agraviado e imputado basadas 
en el odio, resentimientos, enemistad u otras que puedan incidir en la parcialidad de la 
declaración, que por ende le nieguen aptitud para generar certeza; b) verosimilitud, que 

no solo incide en la coherencia y solidez de la propia declaración, sino que esta debe 
estar rodeada de ciertas corroboraciones periféricas, de carácter objetivo que le doten 
de aptitud probatoria; y, e) persistencia en la incriminación, de sus afirmaciones en el 
curso del proceso. La cual debe estar referida al núcleo de la imputación que sustenta la 

tesis acusatoria. F J. 10. 
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Arévalo Zapata luego de lo sucedido, tal como se verificó en sus 

declaraciones previas al juicio oral: 

i) El Informe Psicológico N.0 l 82-20l 6/MINO-PNCVFS/CEM-VENTANILLA/LJl12 del

dieciocho de mayo de dos mil dieciséis, suscrito por Liz ldelfonso Isidro, a 

quien el menor agraviado le dijo en la entrevista que: "El día viernes en la 

noche (6 de mayo de 2016) le conté a mi tía-lo que había sucedido 

conmigo, después le conté a mi tío- que Aldaír había abusado de mí. Un 

día llegué del colegio, no había nadie en mi casa, solo estaba mi abuelo y mi 

prima jugando en la calle, él vino de visita a mi casa y me preguntó por mi tía 

Yolanda. Él se quedó, me agarró a la fuerza, me agarró de la mano, me estaba 

jalando a mi cuarto y en mi oreja1 me decía: 'Vamos, vamos'; yo le decía: 'No 

quiero ir', pero me llevó a mi cuarto y abusó de mí; me bajó el pantalón, mi trusa, 

me tocaba mi poto, penetró su pene en mi poto y yo no dije nada porque tenía 

miedo a que me fuera a gritar y por temor". Agregó que: "Fueron dos veces, uno 

fue en mi cuarto y otro fue en el cuarto de mi tía. Yo no conté la primera vez 

porque me amenazó, me decía bajito en mi oído que, si yo contaba, me iba a 

hacer daño, a mí y a mi hermana; y en la segunda igual ( ... ); en la segunda vez 

que pasó ya estábamos sentados, llegó mi hermanita, se le acercó y él le dio un 

beso en su boca, yo le dije: 'Que pasa, si mi hermanita es menor de edad', y él se 

quedó callado". 

ii) En la entrevista en Cámara Gesell del ocho de julio de dos mil dieciséis, el

menor señaló a la psicóloga Marita Carolina Cáceres Castillo que la primera 

vez que sucedió el abuso fue cuando: "Estaba en mi sala y el enamorado de mi 

prima toca la puerta para saber si estaba ella, le dije que no estaba porque mi 

abuelito la había mandado a comprar sus galletas, yogur, coca, y se estaba 

insinuando, me dijo a la oreja: 'Vamos al cuarto'; yo le decía que no, me 

forcejeaba, me agarraba de la mano, me llevó al cuarto, luego me violó[ ... ]. Yo 

estaba parado, me estuvo jalando, me tumbó a la cama y me penetró, se bajó 

su pantalón, dijo que si decía algo me iba a hacer daño, a mi mamá y a mi 

hermana; el cuarto era de mi tía. Yo estaba de barriga, me bajó el pantalón, él 

también se bajó, me tapó la boca, me penetró [ ... ]. Duró de cinco a seis 

12 A foja 6 del Expediente Judicial. 
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minutos". Agregó que esto sucedió en abril, cuando ya habían empezado las 

clases, y la segunda vez en mayo: "Yo llegaba del colegio, estaba viendo mi 

televisión, recién él venía y mi prima - vino para comprar su comida 

[ ... ]; en eso noté que los cinco soles que me había dado ya no estaban en mi 

bolsillo y estaba allí Aldaír, entonces busqué debajo de la cama, me agaché y él 

me empujó, cerró la puerta y me penetró otra vez". Esto se plasmó en el 

Protocolo de Pericia Psicológica N.0 3411-2016 del diecinueve de julio de dos 

mil dieciséisl3. 

El Juzgado Colegiado concluyó que el dicho del menor agraviado se 

corroboró con: i) La testimonial de su tía a

quien el menor le contó sobre la forma y la circunstancia en que sucedieron 

los hechos. ii) El Certificado Médico Legal N.0 l8 l 9-DCL14 del once de mayo 

de dos mil dieciséis, suscrito por la perito Susana Natividad Hernández 

Romero, cuya conclusión fue: "Ano con signos de actos contranatura 

antigua". iii) El informe psicológico del Centro de Emergencia Mujer de 

Ventanilla y el protocolo de pericia psicológica ya citados, que dieron cuenta 

de afectación o daño emocional en el menor, a raíz del abuso sexual que 

sufrió. 

DECIMOTERCERO. Fijada la fecha para la audiencia de segunda instancia, no 

se propuso ningún medio de prueba15, en ella solo declaró el sentenciado 

Arévalo Zapata y, a su conclusión, la Sala Penal de Apelaciones revocó la 

sentencia condenatoria y lo absolvió de la acusación fiscal, pues consideró 

que la sindicación del menor agraviado no cumplió con los criterios del 

Acuerdo Plenario mencionado, de modo que no era suficiente para acreditar 

los hechos imputados. 

DECIMOCUARTO. En cuanto a la incredibilidad subjetiva, la Sala Penal de 

Apelaciones consideró que en el domicilio del menor vivían otros familiares, 

entre ellos, su prima 

13 Foja 34 del Expediente Judicial. 
14 Foja 14 del Expediente Judicial. 

y, de acuerdo, con 

15 Conforme con el artículo 422 del CPP, que regula la proposición y la admisión de los 

medios de prueba en segunda instancia. 
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las declaraciones testimoniales de los familiares (madre, tío y prima), esta 

tenía un proceso con Arévalo Zapata por la tenencia de su menor hijo. Sin 

embargo, cuando fue examinada en juicio oral, lo negó. 

Para los jueces superiores, esta negativa evidenció su ánimo de ocultar dicho 

proceso y, por tanto, un resentimiento hacia su expareja Arévalo Zapata, lo 

que en su consideración influenció en la parcialidad del menor, ya que es su 

primo. En ese sentido, concluyó que no se cumplió este primer requisito. 

DECIMOQUINTO. Al respecto, consideramos que la Sala Penal de Apelaciones 

debió valorar la declaración de los demás familiares dentro de los límites del 

inciso 2, artículo 425, del CPP, quienes señalaron en juicio oral que, previo a 

los hechos imputados, no existían problemas entre Arévalo Zapata y -

En ese sentido, indicó que: "Aldaír Zapata 

Arévalo los visitaba dos veces por semana y también a veces se quedaba a 

dormir, que iba a visitar a su nieto. En un principio solo entraba a la Sala, luego 

llegaba hasta el cuarto de su hija-• (foja 39). Por su parte, 

refirió que conocía al sentenciado porque: "Visitaba al hijo de 

mi sobrina-[ ... ]; sabía que iba a la casa, al dormitorio y otros lugares, 

pues tenían confianza en él, para eso". 

Es recién a partir de la denuncia que Zapata Arévalo dejó de llegar a la casa. 

En ese sentido, no es lógica la conclusión de un supuesto ánimo espurio de 

en contra su expareja. A lo que se 

agrega que, en el trámite recursivo, esta presentó una declaración jurada en 

la cual negó los hechos imputados en contra de su expareja, no obstante 

que no era la agraviada. 

De otro lado, es preciso considerar que, en principio, los conflictos y los 

resentimientos de la pareja no siempre se proyectan a todos los miembros de 

la familia, por lo que dicho aspecto se debe analizar en cada caso en 

concreto, y en este no se sustentó cuál era la relación entre el menor y su 

prima, a fin de determinar si ella podía o no influenciar en él. De modo que 
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tampoco es válida esta inferencia para descartar este primer requisito de 

validez de la sindicación del menor agraviado. 

DECIMOSEXTO. Con relación a la verosimilitud, la Sala Penal de Apelaciones 

estimó que el Juzgado Colegiado no analizó la coherencia de la sindicación 

del menor y, en su consideración, las pericias no constituían pruebas objetivas 

válidas para corroborarla de manera periférica. 

Al respecto, se advierte que la citada Sala valoró de forma distinta lo 

sostenido por las dos peritos, y dado que este aspecto se encuentra 

vinculado con la sindicación del menor, es necesario que en conexión con el 

ámbito de pronunciamiento establecido en el fundamento tercero de la 

presente ejecutoria, se evalúe si el control de dichas declaraciones se realizó 

dentro de los límites establecidos en el inciso 2, artículo 425, del CPP. En ese 

sentido, se tuvo lo siguiente: 

16.1. En el Certificado Médico legal, suscrito por la perito Susana Natividad 

Hernández Romero, se consignó que el menor refirió haber sido violado por el 

"amigo de su primo", lo que en consideración de la Sala Penal de 

Apelaciones resultaba contradictorio con sus otras declaraciones. 

Sobre este aspecto, se verifica que, en el juicio oral, los jueces de primera 

instancia centraron el examen de la citada perito en la conclusión a la que 

arribó del hallazgo de signos de actos contranatura antiguos en el menor 

agraviado. Por tanto, la Sala Penal de Apelaciones, para arribar a una 

conclusión distinta, debió disponer la lectura del informe pericial y el examen 

de la perito, conforme con el inciso 4, artículo 424, del CPP16
•

16.2. Por otra parte, la Sala Penal de Apelaciones consideró que la perito Liz 

Jaqueline lldefonso Isidro, para elaborar el Informe Psicológico N.0 182-

16 "Pueden darse lectura en la audiencia de apelación, aún de oficio, al informe pericial y 
al examen del perito, a las actuaciones del juicio de primera instancia no objetadas por 
las partes, así como dentro de los límites previstos en el artículo 383, a las actuaciones 

cumplidas en las etapas precedentes". 
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16/MIMP-PNCSFS/CEM-VENTANILLA/LJIII, tuvo en cuenta el dicho del tío, pues 

lo entrevistó a fin de no revictimizar al menor agraviado. 

Sobre este punto, se aprecia que la citada perito, en la sesión del doce de 

mayo de dos mil diecisiete (foja 40), de primera instancia, señaló que: "Conocí 

al menor agraviado de iniciales - en circunstancias que su tío -

viene al CEM de Ventanilla a fin de denunciar los hechos. La medida a adoptar 

en estos casos son que se entrevista a la persona que lo trae y luego al menor de 

edad para la atención respectiva1, que las técnicas que se usa es la entrevista 

psicológica, en la que se recaba información con preguntas semiestructuradas al 

menor agraviado y al familiar que lo acompaña. En la técnica de la observación 

de la conducta se describe el lenguaje corporal, la apariencia personal del 

adolescente a evaluar, mientras que la anamnesis y los test psicológicos son 

técnicas que sirven de apoyo para complementar tanto el proceso de 

observación y entrevista, la conducta que tenía el menor era que se encontraba 

lúcido, avergonzado, denotaba tristeza, siendo que se preguntó al tío primero 

para no revictimizar al menor, que el menor le manifestó que ese día vino porque 

le contó a su tía - que lo habían abusado y que fue en dos 

oportunidades". 

16.3. Del contenido del Informe Psicológico, se tiene como dato objetivo que 

en este se consignó que acompañó al 

menor agraviado al Centro de Emergencia Mujer de Ventanilla, a fin de 

efectuar la denuncia y breveme11te refirió que sus familiares lo llamaron para 

contarle la agresión que sufrió su sobrino desde dos meses antes por parte de 

Arévalo Zapata, ante lo cual no hicieron ninguna denuncia. Asimismo, se 

consignaron los antecedentes familiares que el referido tío proporcionó, entre 

los cuales se señaló que este era el hermano de la madre y los apoyaba 

económicamente. Seguidamente, se aprecia que la perito procedió a 

entrevistar al menor, quien le indicó que Arévalo Zapata abusó de él en dos 

oportunidades, como ya se anotó. 

16.4. Con relación a la falta de validez de la pericia como prueba periférica, 

este Supremo Tribunal advierte que la Sala Penal de Apelaciones no 
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consideró que en la Guía de Atención Integral de los Centros de Emergencia 

Mujer se establece que, en el caso de niñas, niños y adolescentes -

dependiendo de las características particulares del caso-, los padres u otros 

adultos de confianza deben estar presentes en el lugar en el que se desarrolle 

la entrevista. Además, se considera la información que estos proporcionen 

previa a la entrevista, pues es necesario valorar su respuesta ante los hechos 

de violencia, sin criticar a los padres o personas apoderadas. Incluso, se 

permite que estos aporten información complementaria relevante cuando 

sea necesario y más aún cuando han sido testigos de los hechos de 

violencia 17• En sentido similar, el Reglamento de la Ley N.0 30464, Ley para 

prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes 

del grupo familiar, adopta un criterio similar cuando se aplica la Ficha de 

valoración del riesgo en niños, niñas y adolescentes, pues establece que tal 

ficha no debe aplicarse de manera directa al agraviado; y, en caso de que 

acuda acompañado por una persona adulta, se recoge la información que 

esta proporcione en la declaración. 

En consecuencia, la conclusión a la que arribó la citada Sala no es correcta, 

pues queda claro que el informe psicológico no se basó en el dicho del tío y, 

al no haberse actuado en segunda instancia su declaración, no podía 

otorgarle una conclusión distinta a la del Juzgado Colegiado. Más aún si de 

los actuados se advierte que el citado tío acompañó al menor a todos los 

actos procesales. 

DECIMOSÉTIMO. Siguiendo el análisis del criterio de verosimilitud, la Sala Penal 

de Apelaciones consideró que no era correcta la conclusión de la perito 

Marita Carolina Cáceres Castillo, que suscribió la Pericia Psicológica N.0 3411-

17 Así también, la Unicef en la Guía de buenas prácticas para el abordaje de niños/as 
adolescentes víctimas o testigos de abuso sexual y otros delitos. Protección de sus 
derechos, acceso a la justicia y obtención de pruebas válidas para el proceso, establece 
que, cuando el/la niño/a o adolescente acude para denunciar o develar el hecho ante 

un organismo administrativo o judicial, y está acompañado por un adulto legalmente 
responsable para dar a conocer el hecho (como en el presente caso), se le realiza a este 
último todas las preguntas necesarias. Agrega que, el/la niño/a o adolescente no debe 
ser interrogado en esta instancia inicial bajo ninguna circunstancia, y solo se debe 
procurar la información mínima necesaria. 
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2016-PSC, y sostuvo que el relato del menor era coherente, con un lenguaje 

comprensible y espontáneo. Para arribar a esta conclusión, la citada Sala 

argumentó que, tal como sostuvo la defensa, ello no se advertía en la 

visualización del video que contiene la entrevista en cámara Gesell. 

DECIMOCTAVO. Ahora bien, de la revisión de los actuados se advierte que la 

citada perito, en la sesión del juicio oral de doce de mayo de dos mil 

diecisiete (foja 41), señaló que: "Cuando examinó al menor agraviado, en su 

informe concluyó que presenta inestabilidad emocional, compatible a estresor 

psicosexual materia de investigación y requiere apoyo psicológico [ ... ]. Que el 

agente 'estresor' ha sido el psicosexual y no hay otros indicadores que afecten 

este estado. El menor agraviado habló de dos hechos ocurridos vulnerando su 

sexualidad por persona conocida, de penetración las dos veces, de su actitud 

defensiva frente a ello, pero no pudo, siendo una narración coherente con 

lenguaje comprensible y espontáneo a las preguntas que se le hicieron, que los 

sentimientos de vergüenza es un hecho que refiere al haber sido vulnerado en su 

sexualidad y la experiencia vivida, en caso de la entrevista que se le hizo, este 

pudo describir los hechos de manera espontánea. El factor de estresor sexual es 

un hecho que puede generar vergüenza al momento de contarlo sobre todo 

siendo hombre, que no hay indicador de que el menor pudo ser manipulado". 

Asimismo, se aprecia que su declaración tampoco fue ofrecida en la 

audiencia de apelación, ni se visualizó el video de la entrevista del menor en 

cámara Gesell, no obstante que, como lo hemos indicado, el inciso 4, artículo 

424, del CPP faculta a la Sala Penal de Apelaciones a solicitarlo en la etapa 

correspondiente, lo que en este caso no ocurrió, pues en el juicio de 

apelación de sentencia solo se revisó la declaración del sentenciado Arévalo 

Zapata. 

Por su parte, precisamos que en el análisis de este segundo requisito la Sala 

Penal de Apelaciones omitió valorar las declaraciones de los demás familiares 

que concurrieron a juicio oral, lo que implica una motivación omisiva. 

DECIMONOVENO. Finalmente, sobre el tercer criterio de la persistencia, la Sala 

Penal de Apelaciones estimó que el Juzgado Colegiado, sin mayor 
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fundamentación, concluyó que el menor agraviado fue persistente; sin 

embargo, esto no fue así, pues en juicio oral guardó silencio cuando le 

preguntaron si el sentenciado le hizo algo. De modo que, en su criterio, 

tampoco se cumplió con este requisito de validez. 

Al respecto, se advierte que al inicio del juicio oral de primera instancia, el 

fiscal ofreció la declaración del menor agraviado como prueba nueva, lo 

que fue aceptado por el Juzgado Colegiado, ya que verificó que no existía 

oposición de ninguna de las partes. Además, el abogado del menor incluso 

solicitó que se aprecie el tamaño que tenía la víctima, en comparación con 

Arévalo Zapata (foja 37). 

De acuerdo con el acta (foja 38), el menor, en un primero momento, manifestó 

que desconocía a Arévalo Zapata, pero cuando el fiscal le mostró una copia 

de su ficha Reniec, lo reconoció y señaló que él iba a su casa. Sin embargo, 

cuando le preguntaron por las razones que este iba y si le hizo algo, el menor 

guardó silencio. Seguidamente, ante las preguntas de la defensa, señaló que 

nunca jugó con Arévalo Zapata, ni recibió un regaló o invitación de él. Luego, 

al ser examinado por los jueces del Juzgado Colegiado, el menor admitió que 

no estaba por voluntad propia en la audiencia, y esta vez indicó que 

desconocía a la persona que aparecía en la foto de la ficha Reniec. Ante 

una nueva pregunta del Juzgado Colegiado, el menor agraviado puntualizó 

que Arévalo Zapata lo amenazó con hacerle daño a su mamá y a su 

hermana menor en dos ocasiones, para luego guardar silencio, con lo que se 

dio por finalizado tal acto 1ª
.

VIGÉSIMO. En este aspecto, se advierte que las conclusiones del Juzgado 

Colegiado y la Sala Penal de Apelaciones son totalmente contrapuestas. El 

primero consideró que el silencio del menor y las contradicciones en las que 

incurrió respecto a si conocía o no al sentenciado, respondieron a las 

18 La declaración del menor agraviado fue ofrecida en juicio oral por el fiscal provincial. 
Sobre este punto, al ser preguntando el fiscal supremo en la audiencia de casación. 
manifestó que, la concurrencia del menor a juicio oral formaba parte de la 
discrecionalidad de cada fiscal para elaborar su estrategia para acreditar la acusación. 
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amenazas del sentenciado en su contra. Por su parte, la Sala Penal de 

Apelaciones estimó tal actitud como una falta de persistencia. 

Al respecto, consideramos que este último órgano judicial no ha justificado su 

inferencia de que el silencio del menor -dentro del contexto en que 

ocurrieron los hechos- implique una falta de persistencia en la sindicación, ya 

que no dispuso la visualización del video en cámara Gesell, ni valoró que el 

juicio oral se llevó a cabo aproximadamente más de un año después de 

ocurridos los hechos, y que el menor reiteró en su declaración que el 

sentenciado lo había amenazado dos veces y estaba en la sala de 

audiencias en contra de su voluntad, luego de lo cual guardó silencio. No se 

valoró que el menor, desde su primera declaración recibida, mediante la 

entrevista en el Centro de Emergencia Mujer señaló: "Me siento avergonzado y 

triste[ ... ], y comencé a llorar por lo que él me había hecho[ ... ]. Tengo miedo de 

que vuelva de nuevo y me vuelva a molestar[ ... ]. Cuando lo veo, me escondo". 

VIGESIMOPRIMERO. Ahora bien, con relación a los menores que deben contar 

nuevamente lo sucedido al tribunal, esto puede ocasionar: l) Dificultades 

para expresarse, pues deben recordar los hechos de los que han sido víctima 

y que puede llevarle a signos o expresiones de temor ante lo sucedido, lo que 

trasluce en su declaración. 2) Temor evidente al acusado por la comisión del 

hecho, dependiendo de la gravedad de lo ocurrido. 3) Temor a la familia del 

acusado ante posibles represalias, aunque estas no se hayan producido u 

objetivado, pero que quedan en el obvio y es asumible temor de las víctimas. 

4) Deseo de terminar cuanto antes la declaración. 5) Deseo de olvidar los

hechos. 7) Posibles presiones de su entorno o externas sobre su declaración 19•

VIGESIMOSEGUNDO. En esa misma línea, el Acuerdo Plenario N.º 1-201 l /CJ-

116 establece que, a fin de evitar la victimización secundaria del menor, su 

declaración se recibe a través de la cámara Gesell y, de forma obligatoria, es 

registrada de forma audiovisual, para luego ser incorporada a juicio 

mediante su visualización. Excepcionalmente, el juez penal, puede disponer 

19 Sentencia del Tribunal Supremo español 882/2020, del 14 de mayo de 2020. 
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la realización de un examen a la víctima en juicio cuando estime que tal 

declaración o exploración preprocesa! de la víctima: i) No se llevó a cabo 

conforme con las exigencias formales mínimas que garanticen su derecho de 

defensa. ii) Resulte incompleta o deficiente. iii) Lo solicite la propia víctima o 

cuando esta se haya retractado por escrito. iv) Ante lo expuesto por el 

imputado y/o la declaración de otros testigos sea de rigor convocar a la 

víctima para que incorpore nueva información o aclare sectores oscuros o 

ambiguos de su versión20
• 

Así también, en la Casación N.0 33-2014/Ucayali21, se estipuló que las reglas 

antes señaladas especialmente deben considerar la edad de la víctima, pues 

mientras menor sea su edad, mayor será la restricción para que declare en el 

juicio oral; por ello, es obligatorio que, en la etapa intermedia, el fiscal solicite 

que se escuche el audio, se visualice el video o se oralice el acta en el que se 

registró la primera declaración del menor22• Consideraciones que los órganos 

jurisdiccionales deben tener en cuenta al analizar y valorar las declaraciones 

de los menores a lo largo de proceso. 

Además, en los casos de violencia sexual contra varones, se debe 

considerar que los agraviados tienen una particular vergüenza y pudor 

para denunciar los hechos y declarar sobre los mismos, pues aún en la 

actualidad la sociedad considera que tal agresión sexual es incompatible 

con el rol masculino, de modo que los agraviados se sienten menos 

varones por lo sucedido, lo que repercute en su silencio y la consecuente 

20 Del 6 de diciembre de 201 l. Asunto: Apreciación de la prueba en los delitos contra la 
libertad sexual, fj. 38. 
21 Del 28 de octubre de 2015. 
22 Cabe resaltar que la declaración del menor se llevó a cabo cuando estaba vigente la 
anterior redacción del artículo 19 de la Ley N.º 30364, la cual consideraba su declaración 
como prueba preconstituida. Este dispositivo fue modificado por el Decreto Legislativo N.º
1386, del 4 de setiembre de 2018. y en concordancia con el artículo 242 del CPP y el 

Acuerdo Plenario N.º 5-2016/CJ-l 16, en la actualidad se establece que durante la 
investigación preparatoria, a solicitud del fiscal o de los demás sujetos procesales. podrá 
instarse al juez que la declaración de las niñas. niños y adolescentes (en el caso que sean 
agraviados por el presente delito y otros de similar naturaleza) se actúen como prueba 
anticipada y las garantías que la rodean.
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invisibilidad de tales casos23. Recién en el dos mil catorce, la Corte 

Interamericano de Derechos Humanos calificó, por primera vez, un acto 

como violencia sexual contra una víctima de sexo masculino en el caso 

de Rodríguez Vera y otros ("Desaparecidos del Palacio de Justicia") vs. 

Colombia24
. 

VIGESIMOTERCERO. En conclusión, conforme con el análisis realizado en la 

presente ejecutoria, apreciamos que el diferente valor probatorio que la Sala 

Penal de Apelaciones otorgó a las declaraciones del menor agraviado, la 

prima y las dos peritos, no atendió a alguna 

contravención de las reglas de la lógica, la ciencia y las máximas de la 

experiencia, que permitirían una valoración de la prueba personal sin infringir 

el principio de inmediación. 

Por el contrario, se trataron de zonas opacas cuyo acceso está restringido al 

tribunal de alzada, en mérito al inciso 2, artículo 425, del CPP y los 

lineamientos establecidos en la doctrina jurisprudencia! de esta Sala Suprema 

al respecto25
, por lo que al existir un manifiesto apartamiento de estas, 

además de lo establecido en el Acuerdo Plenario 2-2005/CJ- l l 6, el motivo de 

casación debe ampararse. 

En consecuencia, conforme con la pretensión del fiscal superior, ratificada 

por el fiscal supremo en la audiencia de casación, corresponde declarar nula 

la sentencia recurrida y reenviar los actuados a la Sala Penal de Apelaciones, 

a fin de que otro Colegiado emita pronunciamiento, luego de que se realice 

la audiencia de apelación. 

VIGESIMOCUARTO. Finalmente, de lo actuado se registra que Aldaír Arévalo 

Zapata, mediante la sentencia de primera instancia del diez de julio de dos 

mil diecisiete, fue condenado, por mayoría a diez años de pena privativa de 

23 MOSER SALVADOR, Patricia Torre y MORELOS-ZARAGOZA, Leyva. "Violencia sexual 
contra el hombre: avance jurisprudencia! de la Corte Interamericano de Derechos 
Humanos". Revista Internacional de Derechos Humanos. Año V, 2015, pp. 86-87. 
24 Sentencia del 14 de noviembre de 2014. 
25 Revisar los fundamentos jurídicos octavo al décimo de la presente ejecutoria. 
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libertad y se dispuso la ejecución provisional de la pena privativa de 

libertad 26. 

En mérito a las órdenes de ubicación y captura fue detenido el diecinueve 

de agosto de dos mil diecisiete e internado en un establecimiento 

penitenciario. En consecuencia, por los efectos de esta sentencia casatoria, 

retoma su condición de condenado, por lo que debe ordenarse su inmediata 

recaptura y cursarse los oficios correspondientes con tal fin. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los jueces y las juezas integrantes de la Sala Penal 

Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, ACORDARON:

l. DECLARAR FUNDADO el recurso de casación ordinaria por apartamiento de

doctrina jurisprudencia!, interpuesto por el fiscal superior de la SEGUNDA FISCALÍA

SUPERIOR PENAL DE VENTANILLA contra la sentencia de vista del cinco de octubre 

de dos mil diecisiete, emitido por la Segunda Sala Penal de Apelaciones de la 

Corte Superior de Justicia de Ventanilla que revocó la de primera instancia 

del diez de julio de dos mil diecisiete, que por mayoría condenó a Aldaír 

Arévalo Zapata como autor del delito contra la libertad sexual, en la 

modalidad de violación sexual en perjuicio del menor de catorce años, 

identificado con las iniciales-y, como tal, le impusieron diez años de 

pena privativa de libertad e inhabilitación por el mismo plazo, de 

conformidad con el inciso 11, artículo 36, del Código Penal. Asimismo, el pago 

de cuatro mil soles como reparación civil a favor del citado agraviado. 

Reformándola, lo absolvió de la acusación fiscal y dispuso su inmediata 

libertad, con lo demás que contiene. 

11. CASAR y declarar NULA la citada sentencia de vista del cinco de octubre

de dos mil diecisiete, y CON REENVÍO ordenaron que la Sala Penal de 

Apelaciones integrada por otro Colegiado emita pronunciamiento, luego de 

26 Conforme con el artículo 402 del CPP. 
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que se realice la audiencia de apelación, en consideración de lo expuesto 

en la presente ejecutoria. 

111. ORDENAR la ubicación y captura de Aldaír Arévalo Zapata, para lo cual se

cursarán los oficios correspondientes. 

IV. MANDAR que se haga saber a las partes apersonadas en esta instancia

suprema, se remita la causa a la sala superior de origen para su cumplimiento 

y se archive el cuaderno de casación en esta Corte Suprema. 

V. DISPONER que la presente sentencia casatoria sea leída en audiencia

pública y se publique en la página web del Poder Judicial. 

Intervino el juez supremo Bermejo Ríos por vacaciones del juez supremo Salas 

Arenas 

s. s.

PRADO SALDARRIAGA 

CASTAÑEDA OTSU 

PACHECO HUANCAS 

AQUIZE DÍAZ 

BERMEJO RÍOS 

SYCO/rbb 
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ACUERDO N° 7-2018-SPS-CSJLL 

ACUERDO DE JUECES TITULARES DE LAS SALAS PENALES 

SUPERIORES DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA 

LIBERTAD 

Trujillo, 09 de marzo del 2018 

Tema: Notificación de sentencia. 

1. Base legal: Artículo 396.1º CPP: La sentencia será leída ante quienes

comparezcan. Artículo 396.3º CPP: La sentencia quedará notificada con su lectura 

integra en audiencia pública. Art. 425.6º CPP: Las sentencias de segunda instancia 

debe ser leída y notificada. 

2. Base jurisprudencial: Casación Nº 799-2017-Callao de 30/01/2018: El acto

procesal de comunicación de la sentencia se perfecciona cuando se entrega a las 

partes copia de la sentencia leída en audiencia pública [fj. 3]. 

3. Fundamentación: Si la audiencia de lectura de sentencia se lleva a cabo con las

partes que comparezcan, entonces no existe una carga procesal de asistencia. La 

incomparecencia no puede estar asociada a una sanción procesal o pérdida de 

determinadas posibilidades procesales. El acto procesal comunicación de la 

sentencia se perfecciona, cuando se facilita a las partes copia de la sentencia leída 

en audiencia pública. La copia es indispensable para que pueda examinarse el fallo 

e interponerse un recurso, por lo que, en autos debe figurar la constancia judicial 

de la entrega de la copia a las partes. Lo que determina el inició del cómputo del 

plazo de impugnación es la recepción de la copia de la sentencia leída previamente, 

no solo su lectura. La incomparecencia a la audiencia de lectura de sentencia no 

puede determinar la pérdida de la entrega de la copia de la sentencia leída y, 

además que ya no pueda recurrir o que el plazo se compute desde el día siguiente 

de la lectura de la sentencia. Esto último sólo regirá si ese mismo día o en el mismo 

acto se entregue copia de la sentencia leída. 

4. Acuerdo: Si las partes concurren a la audiencia de lectura de sentencia, se

procederá a su lectura y se les entregará copia de la resolución, dejándose 

constancia en autos; pero, si las partes no concurren a la audiencia, además de la 

https://lpderecho.pe/plazo-oportunidad-procesal-interponer-apelacion-casacion-799-2017-callao/


obligatoria lectura de la resolución, se les notificará en su domicilio procesal. El 

plazo de impugnación de la sentencia se computará a partir del día siguiente a la 

entrega de la copia de la sentencia leída en la audiencia (para las partes 

concurrentes), o a partir de la respectiva notificación (para las partes 

inconcurrentes). 

5. Difusión: Publíquese el presente Acuerdo en el diario oficial del distrito

judicial y comuníquese a los Jueces Penales de primera instancia, al Ministerio 

Público, la Defensoría Pública, el Colegio de Abogados de La Libertad y las 

Facultades de Derecho de las Universidades de la ciudad de Trujillo.- 

Dr. Giammpol Taboada Pilco 

Juez Superior Coordinador 

Salas Penales Superiores de la Corte de Justicia de La Libertad 
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